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Se abre la sesión a las nueve y treinta y cinco minu- 
tos de la mañana. 

- COMPARECENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE 
DE LA COMPAÑIA TELEFONICA NACIONAL DE 
ESPAÑA (CTNE), PARA INFORMAR SOBRE LA 
INTEGRACION EN EL REGIMEN GENERAL DE 
LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS COLECTIVOS 
DE LA INSTITUCION TELEFONICA DE PREVI- 
SION (ITP). A SOLICITUD DEL GRUPO PARLA- 
MENTARIO POPULAR (Número de expediente 
2 12/00 1632) 

El señor PRESIDENTE Vamos a comenzar la sesión 
de la Comisión de Industria, Obras Públicas y Servi- 
cios, en cuyo orden del día figura, en primer lugar, la 
comparecencia de don Cándido Velázquez-Gaztelu, Pre- 
sidente de la Compañía Telefónica Nacional de Espa- 
ña, a quien damos la bienvenida. Comparece ante esta 
Comisión para informar sobre la integración en el ré- 
gimen general de la Seguridad Social de los colectivos 
de la Institución Telefónica de Previsión (ITP), a soli- 
citud del Grupo parlamentario Popular, y damos ya la 
palabra al señor Velázquez-Gaztelu. 

El señor PRESIDENTE DE LA COMPAÑIA TELE- 
FONICA NACIONAL DE ESPARA (Velazquez-Gazteh 
Ruiz): Señor Presidente, señorías, yo también agradez- 
co su invitación, porque para nosotros siempre es una 
satisfacción acudir al Congreso de los Diputados, en 
esta ocasión para informar sobre el sistema de previ- 
sión social de la Compañía Telefónica. 

Voy a comenzar dando una breve explicación de qué 
es la Institución Telefónica de Previsión Social, más co- 
nocida por sus siglas ITP. Es una mutualidad creada 
al amparo de la Ley de Montepíos del año 1941 que, por 
así exigirlo dicha Ley, tiene personalidad jurídica pro- 
pia y totalmente independiente de la Compañía Tele- 
fónica. 

Asimismo, se encuentra sometida, en cuanto al fun- 
cionamiento interno, a su reglamento y, por supuesto, 
también a la Ley de Ordenación del Seguro Privado, 
de 2 de agosto de 1984 y a sus disposiciones reglamen- 
tarias. En dicha normativa se encuentra perfectamen- 
te regulado todo el sistema económico-financiero por 
el que se rigen las causas de su disolución, así como 
el procedimiento de liquidación de la institución, et- 
cétera. 

Su reglamento establece las prestaciones a que los 
trabajadores o empleados tienen derecho, así como las 
obligaciones de aportaciones tanto de la empresa co- 
mo de los trabajadores de Telefónica. 

Su sistema financiero -yo creo que esto es impor- 
tante resaltarlo- es de reservas matemáticas o capi- 
tales de cobertura, distinto, por tanto, a otros sistemas, 
como, por ejemplo, el de fondos de pensiones. 

Así como en los fondos de pensiones cada trabaja- 
dor tiene derecho a unas prestaciones en función de 

la aportación individual que haya realizado, en el sis- 
tema del mutualismo -en el que se inscribe la ITP- 
los trabajadores activos cotizan, junto con la empre- 
sa, de forma solidaria, sin que cada aportación sea im- 
putada individualmente y, por tanto, sin que cada 
aportación produzca otros efectos diferentes que los 
previstos en el propio Reglamento de la institución. 

Entre estos efectos se encuentran las distintas pres- 
taciones cuando se producen los supuestos respectivos, 
naturalmente, en la medida en que la institución ten- 
ga capacidad económica para asumir estas presta- 
ciones. 

A Telefónica de España sólo le es exigible, de acuer- 
do con lo dispuesto en el artículo 5." del Reglamento 
de la ITP y también, podría añadir, con la jurispwden- 
cia de los tribunales de justicia, el pago de las cuotas 
establecidas por los órganos rectores de la Mutualidad, 
obligación que Telefónica ha venido cumpliendo de ma- 
nera escrupulosa. Esta institución afecta, en este mo- 
mento, a trece mil personas pasivas aproximadamente 
-ahí se incluyen los jubilados, viudas, huérfanos, in- 
válidos, etcétera- y, por supuesto, a todo el personal 
activo de la Compañía que, aproximadamente, son 
75.500 personas. 

¿Cuál era la situación económica de la Institución Te- 
lefónica de Previsión Social? En el año 1989, la ITP en- 
cargó un estudio de carácter actuarial en donde se 
concluía que, en el año 1989, por cada pasivo había seis 
activos; que durante un breve período de tiempo este 
coeficiente de relación entre activo y pasivo se iba a 
mantener, pero que luego, a partir del año 1991, des- 
cendería, llegando incluso, en el año 2005, a existir 
aproximadamente una relación de dos activos por un 
solo pasivo o, mejor dicho, un pasivo por sólo dos 
activos. 

La situación era sumamente delicada, además del 
marco jurídico por el que se regulaban estas institu- 
ciones. Y aquí me voy a referir fundahentalmente a 
lo que dice la propia exposición de motivos del acuer- 
do del Consejo de Ministros de 27 de diciembre de 1991, 
donde se ordena la integración de los trabajadores de 
la Compañía Telefónica en el régimen general de la Se- 
guridad Social y explica las causas y razones. Y me pa- 
rece que solamente haciendo un pequeño resumen de 
esa exposición de motivos nos daremos cuenia de cuál 
era la situación jurídica de la ITP. 

En primer lugar, había pasado un tiempo excesivo 
desde la entrada en vigor de la Ley de 21 de abril de 
1966, exceso de tiempo que, sin que se hubiera puesto 
fin a la excepción que se contemplaba en la disposición 
transitoria quinta de esta Ley, exceptuaba con carác- 
ter transitorio la inclusión inmediata de determinados 
colectivos que gozaban en aquel mor$ento de un régi- 
men específico de protección social, autónomo, inde- 
pendiente, como le queramos llamar, del régimen 
general de la Seguridad Social. En esta situación no 
sólo estaba Telefónica, sino también otras empresas. 

Pues bien, el carácter transitorio de esta disposición 
no estaba llamada a perdurar durante tanto tiempo. El 
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Gobierno debía poner fin a esta situación, procedien- 
do a la integración en el correspondiente régimen ge- 
neral de la Seguridad Social de los colectivos a los que 
afectaba dicha excepción, a la vez que debía estable- 
cer las condiciones económicas que compensaran, en 
cada caso, las integraciones que se acordasen. Y el Go- 
bierno, en cumplimiento de lo establecido en la dispo- 
sición transitoria sexta de la actual Ley de Seguridad 
Social que recoge el contenido íntegro de la citada dis- 
posición transitoria quinta de la Ley de 1966, procedió, 
mediante el Real Decreto del año 1985, de 20 de noviem- 
bre, a establecer las condiciones en que la integración 
de referencia debía producirse. 

Por otro lado, la Ley de Ordenación del Seguro Pri- 
vado, de 2 de agosto de 1984, establecía, en su disposi- 
ción final segunda, que las entidades de previsión social 
que actuaran en sustitución de la Seguridad Social obli- 
gatoria y que otorgaran, además, otras prestaciones de- 
berían establecer la separación económico-financiera 
y contable de los recursos y patrimonios que estaban 
afectos a las prestaciones de la Seguridad Social de los 
que lo estaban a la previsión social de carácter vo- 
luntario. 

A su vez los Ministerios de Trabajo y Seguridad So- 
cial y de Economía y Hacienda podrían adoptar, con- 
forme a la actual Ley del Seguro Privado, las medidas 
que estimaran oportunas para garantizar la solvencia 
y la liquidez de las entidades sustitutorias que otorga- 
ran también prestaciones complementarias. 

Por tanto, se podría concluir que era necesario, de 
un lado, poner fin a la situación de excepción que ca- 
rece de justificación y, de otro, adoptar, de manera ur- 
gente e inmediata, las medidas adecuadas para 
garantizar que el régimen de prestaciones sustitutoriás 
de la Seguridad Social a los que atiende la ITP dispon- 
ga de los recursos y de los medios para atender el ni- 
vel de obligaciones existentes en dicha institución, que 
se derivan de la aplicación al colectivo de esta entidad 
del ordenamiento jurídico del régimen general de la Se- 
guridad Social. 

Se produce el acuerdo del Consejo de Ministros de 
27 de diciembre de 1991 y ha habido una serie de con- 
secuencias inmediatas. La primera es que el personal 
activo y pasivo de Telefónica se ha integrado en el ré- 
gimen general de la Seguridad Social. A partir del 1 de 
enero del presente año los trabajadores y la Compañía 
han dejado de cotizar a la ITP y han comenzado a coti- 
zar a la Seguridad Social en una situación normal, no 
ya de excepción. Por lo tanto, el primer efecto inme- 
diato que tiene el acuerdo del Consejo de Ministros es 
el aseguramiento de todas las prestaciones, con inde- 
pendencia de la situación de insolvencia que pueda te- 
ner la ITP, a todos los trabajadores de la Compañía, 
pasivos y activos, como cuaIquier otro trabajador 
español. 

Además de eso, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, en una resolución de la Dirección General de 
Planificación y Ordenación Económica de la Seguridad 
Social, concretamente el día 29 de abril del presente 

año, ha determinado, de acuerdo con los criterios del 
Decreto de 1985, la aportación concreta que la ITP o 
la entidad que venga obligada a ello -en este caso 
Telefónica- deberá hacer a favor de la Tesorería Ge- 
neral de la Seguridad Social. Y dice que para el coste 
de integración de los pasivos, que he dicho que aproxi- 
madamente son 13.000 personas, la ITP, y en su caso 
la Telefónica, tiene que abonar a la Seguridad Social 
130.683 millones de pesetas. Tiene que pagar inmedia- 
tamente 65.000 millones y los 55.683 millones restan- 
tes los va a pagar en diez años. 

En cuanto a la compensación económica por la inte- 
gración de los activos, la resolución del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social dice que la compensación 
económica correspondiente al coste del colectivo de los 
activos -que vuelvo a decir que es aproximadamente 
de 75.500 personas- se hará mediante una cotización 
adicional durante 25 años sobre las bases de cotización 
de los trabajadores de la Compañía vigentes en cada 
momento de dicho período, que se hará efectiva men- 
sualmente mediante liquidación específica junto con 
las liquidaciones de cuotas ordinarias de la Seguridad 
Social en los cuatro primeros años de este período, co- 
menzando el l de enero del año 1992. La cotización adi- 
cional será del 1 por ciento y durante los 21 años 
restantes del 2,2 por ciento. Esto es lo que dice la re- 
solución del Ministerio de Trabajo. 

Además de ello, la Junta general extraordinaria que 
celebra la ITP el 15 de enero aprueba una serie de 
acuerdos. Entre ellos, cito, por ejemplo, continuar con 
el pago de las pensiones reconocidas antes del 31 de 
diciembre de 1991 y por los importes a tal fecha, in- 
troduciendo en el justificante de nómina de los mutua- 
listas la siguiente explicación: En esta percepción se 
encuentra incluido el importe de la pensión pública que 
la ITP abona a cuenta de la Seguridad Social, en vir- 
tud del artículo 2.O.4 de la Orden Ministerial del 30 de 
diciembre de 1991. 

Segundo acuerdo. Para aquellas otras situaciones cu- 
yo hecho causante se haya producido con anterioridad 
al 1 de enero de 1992 y no hubiera todavía prestación 
reconocida se resolverá de acuerdo con el reglamento 
de la ITP. Y, en tercer lugar, a partir del 1 de enero de 
1992, y con referencia a las contingencias que actual- 
mente tienen cobertura en el régimen general de la Se- 
guridad Social, la Institución procederá al 
reconocimiento provisional de las prestaciones comple- 
mentarias si cumplen los requisitos para la obtención 
de dichas prestaciones públicas. 

También acuerda suspender, como ya he dicho al 
principio, mientras no se clarifique la situación actual 
de la cotización de los mutualistas activos a la Institu- 
ción, sin que ello suponga pérdida de los derechos ni 
baja de los mismos, dejando a salvo el derecho de ca- 
da uno de ellos considerado individualmente, de con- 
tinuar realizando esta cotización en la cuantía que 
corresponde por aplicación del acuerdo segundo del 
Consejo de Ministros, de 27 de diciembre de 1991. 

¿Qué hace la Dirección General de Seguros? El 14 
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de enero resuelve designar inspectores del Cuerpo Su- 
perior de Inspectores de Finanzas del Estado para rea- 
lizar una inspección a la ITP, con objeto de efectuar 
las comprobaciones necesarias sobre la actividad y si- 
tuación patrimonial de dicha Institución. El informe, 
que se terminó el 24 de marzo, concluye resumidamen- 
te en lo siguiente: En primer lugar, aun considerando 
la hipótesis más favorable, dice que el sistema y el ni- 
vel de aportaciones y prestaciones vigente, después de 
la integración en el régimen general de la Seguridad 
Social de la actividad sustitutoria de dicho régimen, 
es ampliamente insuficiente para satisfacer los requi- 
sitos de equilibrio patrimonial propios de los sistemas 
de capitalización actuarial exigidos por la legislación 
aplicable. Asimismo concluye que la entidad ITP se en- 
cuentra en una situación, tanto de imposibilidad ma- 
nifiesta para cumplir su fin como de insolvencia 
patrimonial, causas ambas de disolución. 

De todo lo anterior se puede deducir fácilmente que 
la primera y principal consecuencia es la ineludible ne- 
cesidad de disolver la ITP, condición «sine qua non» 
para iniciar el proceso de normalización administrati- 
va de la previsión social de Telefónica. Y así hay otra 
resolución de la Dirección General de Seguros, de 12 
de mayo de este año, en la que se resuelve la incoac- 
ción de expedientes de disolución; y hay otra resolu- 
ción, de la misma Dirección General, de fecha 19 de 
mayo, en la que se ordena a la Institución convocar su 
Junta General en un plazo determinado. Si ésta es la 
situación de la ITP, jcuáles pueden ser las vías de so- 
lución para el sistema de previsión social de los traba- 
jadores de la compañía? En primer lugar, la 
integración en la Seguridad Social de lo que era el ré- 
gimen sustitutorio de la Seguridad Social que tenía la 
ITP. 

En segundo lugar, la disolución del régimen comple- 
mentario, evitando su deterioro, como ha sido puesto 
de manifiesto en las resoluciones de la Dirección Ge- 
neral de Seguros. 

En tercer lugar, Telefónica ha venido manifestando 
su disposición para colaborar en la configuración de 
un esquema futuro que dé viabilidad al sistema de pre- 
visión social de sus trabajadores. 

En consecuencia, desde el año 1985 se han manteni- 
do negociaciones con los representantes de los traba- 
jadores, sin que hasta el momento se haya llegado a 
ningún acuerdo, para hacer posible la creación de un 
nuevo sistema de previsión social para sus trabajado- 
res que, vuelvo a repetir, ya de momento tienen las 
prestaciones de cualquier trabajador español, puesto 
que están integrados en el régimen general de la Segu- 
ridad Social. En cumplimiento del régimen transitorio 
de la legislación de planes y fondos de pensiones, Te- 
lefónica presentó, dentro del plazo establecido, el pro- 
yecto de reglamento de plan de pensiones, su plan de 
reequilibrio y el dictamen actuarial, ante la Dirección 
General de Seguros, ligada esta presentación a un 
acuerdo con sus trabajadores y sometido a un plan de 
viabilidad. 

La comisión promotora de este plan inició un largo 
proceso negociador del diseño y de las especificacio- 
nes del plan. Por supuesto, después de haberse produ- 
cido la norma que obliga a la integración del colectivo 
en el régimen general de la Seguridad Social, se han 
reanudado, digamos, con una mayor intensidad, sin que 
hasta el momento, por supuesto, haya habido todavía 
un acuerdo sobre este tema. 

En el marco actual de la negociación, Telefónica ha 
presentado una oferta a los representantes de los tra- 
bajadores que se concreta en la creación de un plan de 
pensiones para sus trabajadores activos y para los pa- 
sivos una pensión complementaria a la de la Seguri- 
dad Social que garantice a estos pasivos la última 
pensión percibida antes de la integración en la Seguri- 
dad Social. 

El plan de pensiones propuesto por Telefónica para 
los trabajadores activos tendría básicamente las si- 
guientes'características: en primer lugar, una modali- 
dad de sistema de empleo y aportación definida y, en 
segundo lugar, una capitalización individual y finan- 
ciera. Es decir, un sistema absolutamente diferente al 
de la ITP, que se regía, como ya dije, por la Ley de Mon- 
tepíos de 1941. 

Esta oferta, que se ha hecho a los representantes de 
los trabajadores, pone de manifiesto el esfuerzo que la 
Compañía está dispuesta a hacer para poner fin a un 
proceso de negociación abierto hace más de seis años, 
proceso complejo y difícil. Telefónica considera que el 
coste de este planteamiento y de esta negociación pue- 
de ser perfecta y progresivamente absorbido por el fun- 
cionamiento normal de la empresa y que su aceptación 
contribuiría, sin lugar a dudas, a mejorar el clima la- 
boral de la Compañía en un momento de cambio tan 
importante como el que está sufriendo la empresa por 
el cambio del entorno en el que trabaja. 

La posición de la Compañía Telefónica, vuelvo a de- 
cir, en esta negociación es de absoluta apertura al diá- 
logo, con objeto de llegar a un acuerdo global y 
definitivo que, en todo caso, ha de venir determinado 
por el impacto patrimonial que todo el proceso de in- 
tegración y formalización del nuevo plan pueden su- 
poner para la Compañía. 

En principio, señor Presidente, no tengo más que 
decir. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Velázquez. 
Vamos a pasar a la intervención de los distintos Gru- 

pos Parlamenterios. 
En primer lugar, por el Grupo que ha solicitado la 

comparecencia, el Grupo Parlamentario Popular, el se- 
ñor Martínez Sieso tiene la palabra. 

El señor MARTINEZ SIESO: Gracias, señor Presi- 
dente de Telefónica por su presencia esta mañana tras 
varios aplazamientos ante esta Comisión, a petición del 
Grupo Parlamentario Popular, para informar de la in- 
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tegración de los colectivos de la ITP en el régimen ge- 
neral de la Seguridad Social. 

El Grupo Parlamentario Popular, en relación con el 
acuerdo y la Orden Ministerial que estamos tratando, 
considera que constituyen un episodio más, importante 
-muy importante, diría yo-, pero uno más, en esta 
especie de «culebrón» que es esta historia del empeño 
iniciado por don Luis Solana, su antecesor, de liquidar 
el sistema de protección social que los 35.500 emplea- 
dos y 13.000 jubilados de Telefónica disfrutan y que es- 
tá instrumentado a través de la Institución Telefónica 
de Previsión. 

En este sentido, señor Velázquez, desde nuestro Gru- 
po queremos hacer dos consideraciones de carácter 
previo. En primer lugar, no admitimos como excusa de 
la responsabilidad de la empresa en este asunto que 
se nos diga que la ITP tiene una personalidad jurídica 
independiente. Usted sabe muy bien que en los órga- 
nos de adminiskación y de gobierno de la ITP, la Co- 
misión y la Junta general, respectivamente, la 
Compañía tiene la mitad más uno, en caso de empate, 
de los votos y, por tanto, la capacidad de dirigir los mis- 
mos, que es evidentemente lo que ha hecho en los últi- 
mos años. Eso si atendemos al reglamento. Si 
atendemos a la situación de hecho y al no haberse re- 
novado la Junta, al no haberse convocado elecciones 
en los últimos diez años, la proporción actual en la Jun- 
ta es de 21 a 8; 21 miembros representantes de la em- 
presa, todos cargos cualificados y de alta dirección de 
la empresa y ocho representantes de los trabajadores. 

Para demostrar esto, quisiera traer a colación dos 
ejemplos. En primer lugar, el acta número 58 de la Jun- 
ta General extraordinaria de la ITP, en la que se estu- 
dia precisamente el acta levantada por los inspectores 
de la Dirección General de Seguros. Por parte de los 
representantes de la empresa se impone, con sus vo- 
tos, la no presentación de alegaciones a dicha acta, aun 
cuando los representantes de los trabajadores mantie- 
nen y afirman que existen argumentos importantes pa- 
ra presentar dichas alegaciones al acta levantada. De 
hecho, aun cuando la ITP como tal no las ha presenta- 
do, sí lo han hecho los representantes de los traba- 
jadores. 

También quisiera traer a colación otro ejemplo que 
demuestra claramente esa falta de independencia de 
la ITP respecto de la Compañía. Se trata de un escrito 
del Ministerio de Trabajo y del Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda, conjuntamente, dirigido al Presiden- 
te de la Institución Telefónica de Previsión, 
requiriéndole que cumpla con la obligación de reali- 
zar la separación económico-financiera y contable. 

Pues bien, recibido este escrito, el señor Presidente 
de la Institución Telefónica lo remite a la asesoría ju- 
rídica de la empresa y es enormemente ilustrativa la 
contestación que se produce por parte del jefe de la ase- 
soría jurídico-laboral de Telefónica. Concretamente, en 
uno de los párrafos dice: El citado escrito no tiene otro 
valor que el de ser una advertencia sobre la necesidad 
que tiene nuestra ITP de adecuar sus estructuras eco- 

nómicas y contables a las normas establecidas en la Ley 
de 2 de agosto de 1984, sobre relación del seguro pri- 
vado, necesidad ésta que ya ha sido tratada en diver- 
sas ocasiones en el seno de esa Comisión rectora y en 
la propia Junta general de la institución, y frente a cu- 
ya obligatoriedad carecemos en principio de recursos 
jurídicos que oponer, por lo que, en nuestra opinión, 
no sería conveniente realizar un escrito de respuesta 
a la notificación de los Ministerios de Economía y Ha- 
cienda y de Trabajo y Seguridad Social. 

Como segunda consideración previa, creemos que la 
nueva operación de liquidación del sistema de protec- 
ción social tradicional de los trabajadores y jubilados 
y pasivos de Telefónica es una estrategia conjunta y or- 
questada o, por lo menos, consentida, entre la direc- 
ción de la empresa y los sucesivos gobiernos socialistas. 

Voy a poner una serie de ejemplos. Frente a la can- 
celación unilateral del aval de Telefónica, que garan- 
tizaba las prestaciones de ITP, se produce un absoluto 
silencio por parte del Gobierno. Frente a la pasividad 
de ITP ante la advertencia de la obligatoriedad de rea- 
lizar la separación económico-financiera y contable de 
su patrimonio de acuerdo con la ley, se produce un si- 
lencio absoluto por parte del Gobierno. Frente a la pre- 
tensión de modificar el reglamento de la ITP y 
adaptarlo a la nueva normativa tras la Ley del seguro, 
se produce un voto en contra de los representantes de 
la dirección de la empresa en la Junta. Frente al acuer- 
do del Consejo de Ministros sobre integración en el ré- 
gimen general de la Seguridad Social, que supone la 
descapitalización definitiva de ITP, sin que se haya pro- 
ducido la previa separación contable, se produce tam- 
bién un silencio impuesto por los representantes de la 
empresa en el seno de ITP. Frente al acta levantada por 
la Dirección General de Seguros el 24 de marzo de 1992, 
se impone la no presentación de alegaciones, aun cuan- 
do está en juego la propia supervivencia de la institu- 
ción. Y así podríamos seguir poniendo ejemplos. 

Es como si entre el Gobierno del señor González y 
la dirección de la empresa de alguna forma se hubiese 
secuestrado la capacidad de supervivencia de la pro- 
pia ITP, se la hubiese condenado a la pasividad, a su 
propia autoliquidación en un largo proceso que empie- 
za a estar claro con la cancelación del aval. 

No en vano, en su comparecencia para Ia presenta- 
ción del Plan nacional de telecorriunicaciones, el pasa- 
do 6 de mayo, en esta misma Comisión, el señor 
Ministro de Obras Públicas y Transportes, respondía 
textualmente a mi compañero el señor Camisón: Ten- 
ga usted la seguridad de que no hay ninguna discre- 
pancia entre el Presidente de Telefónica y el Ministerio. 
Y después añadía -y esto es lo más significativo-: La 
sintonía entre el Ministerio -y, por tanto, el 
Gobierno- y Telefónica es absoluta, como no podría 
ser de otra forma. 

Hechas estas consideraciones de carácter previo y 
centrándonos en la Orden en cuestión o, mejor, en el 
acuerdo del Consejo de Ministros adoptado el pasado 
27 de diciembre, respecto del cual se han presentado 
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miles de recursos de reposición, el Grupo parlamenta- 
rio Popular entiende que se trata de recursos plena- 
mente justificados porque con el acuerdo se infringe 
una serie de preceptos jurídicos de obligado cumpli- 
miento. Así, por ejemplo, y por citar un par de ellos de 
los más importantes, el Real Decreto 2.248/1985, de 20 
de noviembre, sobre integración en la Seguridad So- 
cial de las entidades que actúan como sustitutorias de 
aquélla -en cuyo texto, por cierto, se sustenta el 
acuerdo-, no se refiere para nada a la Institución Te- 
lefónica de Previsión en la relación, contenida en la dis- 
posición final primera, de entidades cuya integración 
dispone. Es más, parece ser que en el anteproyecto del 
mismo sí que estaba recogida la ITP, pero su exclusión 
definitiva fue provocada por el correspondiente dicta- 
men preceptivo del Consejo de Estado, que entendió 
que no concurrían en la ITP las circunstancias que ha- 
cían posible su integración. 

Por tanto, entendemos que hubiera sido necesaria la 
aprobación de un Real Decreto particular, específico, 
relativo a la integración de ITP con sus propias reglas 
específicas, siendo incorrecto e insuficiente un acuer- 
do de Consejo de Ministros o una orden ministerial pa- 
ra decidir la integración de ITP. 

Pero, sobre todo, el acuerdo del Consejo de Ministros 
y la orden ministerial vulneran el ordenamiento jurí- 
dico, al no haberse cumplido un presupuesto de hecho 
básico e imprescindible para la integración. Y me es- 
toy refiriendo a la necesidad de realizar la separación 
económico-financiera y contable de los recursos y pa- 
trimonios de la entidad afectos a las prestaciones com- 
plementarias, tal como determinan el artículo 2, 
número 2, del Real Decreto 187911978 y la disposición 
final segunda de la Ley de ordenación del seguro 
privado. 

Al no haberse cumplido dicho presupuesto de la se- 
paración económico-financiera y contable y al ser éste 
un requisito de validez para la integración, entendemos 
-y los tribunales, en definitiva, tendrán la última 
palabra- que la Orden y el acuerdo del Consejo de Mi- 
nistros no son válidos. 

Y ¿por qué no se realizó la separación contable en 
el plazo previsto por la ley para que se supiese lo que 
correspondería a cada una de las partes, la sustituto- 
ria y la complementaria, ya que esta última, de alguna 
forma, pertenece exclusivamente a los mutualistas? 
¿Cómo se puede interpretar la pasividad de la Admi- 
nistración del Estado ante este incumplimiento, cuan- 
do, en base a la Ley de ordenación del seguro privado, 
y concretamente a la disposición final segunda y al ar- 
tículo 42, dos Ministerios, el de Trabajo y Seguridad 
Social y el de Economía y Hacienda, tenían competen- 
cias para imponer la escisión de ambas partes, pudien- 
do incluso llegar a la intervención de la entidad? 

Sorprende también del acuerdo, primero, que se 
adopte sin que en ese momento se hubiese cuantifica- 
do el coste de la integración, tanto de activos como de 
pasivos, Y, sobre todo, sorprende la obligación que se 
impone a ITP de ingresar en un plazo no superior a cin- 

co meses, es decir, a 1 de junio -aunque este plazo ha 
sido ampliado con posterioridad-, 75.000 millones de 
pesetas, cuantía que es prácticamente la totalidad del 
patrimonio de ITP y que en su totalidad o en una gran 
parte debería quedar comprometida a las prestaciones 
complementarias y no a las sustitutorias, que no es po- 
sible fijar el porcentaje de ambas al no haberse practi- 
cado la separación contable y que esto, en definitiva, 
supone la descapitalización total de la ITP. 

Hay que partir en todo este asunto de un hecho que 
nosotros consideramos básico y es que, efectivamen- 
te, con la finalidad de tener derecho a unas prestacio- 
nes que mejoraran las de la Seguridad Social, los 
trabajadores de Telefónica pagan o pagaban hastk el 
momento de la integración casi dos puntos más que 
cualquier otro trabajador en el régimen general de la 
Seguridad Social. Sin embargo, Telefónica cotiza unos 
seis puntos menos que cualquier otra empresa que só- 
lo lo haga a la Seguridad Social, cuando, en principio, 
además, tiene reconocidas unas prestaciones superio- 
res a las normales y de ahí el plus de cotización de los 
trabajadores. Esto es consecuencia de la aplicación de 
los coeficientes reductores. 

La ITP ha funcionado como sustitutoria de la Segu- 
ridad Social a tenor de lo establecido en la disposición 
transitoria sexta, apartado 7, de la Ley general de la 
Seguridad Social. Debido a esta situación, la empresa 
y los trabajadores de la misma tenían derecho a apli- 
car coeficientes reductores en sus cotizaciones a la Se- 
guridad Social. Este coeficiente, por ejemplo, para el 
año 1991 era del 0,628 por ciento. Es decir, de las con- 
tingencias comunes, tanto empresa como trabajadores, 
se deducía el 62,8 por ciento. En el caso concreto de 
la empresa, el 62,8 por ciento del 24 por ciento de la 
cuota supone un descuento de 15 puntos del total de 
las contingencias generales de las bases de cotización 
a la Seguridad Social y en el caso concreto de los tra- 
bajadores el 62,8 por ciento del 4,8 por ciento de la cuo- 
ta supone un descuento de tres puntos. 

En cuanto al caso concreto de la ITP, las cotizacio- 
nes son las siguientes: Los trabajadores de Telefónica 
pagan el 4,3 por ciento de sus salarios reguladores, por 
lo que resulta que debemos entender que el 3 por cien- 
to es la prestación sustitutoria y el 1,3 por ciento es 
la complementaria. La empresa paga el 9 por ciento, 
por lo que ni siquiera llega al 15 por ciento en que es- 
taría fijado sólo el coste de la prestación sustitutoria. 

Teléfonica ha deducido de su cuota empresarial a la 
Seguridad Social, y sólo por fijarnos en un año, el de 
1990, por los coeficientes reductores, la cantidad de 
prácticamente 24.000 millones de pesetas. En cambio, 
en el mismo período sus cotizaciones a la ITP ascen- 
dieron, por todos los conceptos, a la cantidad de 17.809 
millones de pesetas, por lo que, en realidad, supone un 
enriquecimiento que podríamos llamar atípico, injus- 
to, o el calificativo que prefiera, de aproximadamente 
unos 6.000 millones de pesetas solamente en ese año. 
Ello a pesar de que desde la firma del convenio colec- 
tivo de 1983, Telefónica se comprometió a aumentar 
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su cotización a la ITP, compromiso que desde luego 
nunca ha cumplido, y esto sin llegar a hablar de lo que 
correspondería propiamente a las prestaciones comple- 
mentarias que, según cálculos que se han realizado, 
aproximadamente alcanzarían los 7.000 millones de pe- 
setaslaño. 

El señor PRESIDENTE: Señor Martínez Sieso, le 
ruego que vaya concluyendo. 

El señor MARTINEZ SIESO: Señor Presidente, le 
ruego que sea un poco benévolo en el cómputo del tiem- 
po porque es un tema realmente complejo y extenso. 

El señor PRESIDENTE: Pero el Reglamento esta- 
blece unos tiempos que han sido sobrepasados am- 
pliamente. 

El señior MARTINEZ SIESO: Trataré de concluir con 
la máxima rapidez, señor Presidente. 

En lo que se refiere a la cuestión que he menciona- 
do de pasada con anterioridad y a la que usted ha he- 
cho referencia, que es el acta de inspección de la 
Dirección General de Seguros, que prácticamente su- 
pone la puntilla definitiva a la institución, entendemos 
que es inexplicable que por parte de los representan- 
tes de la empresa en la institución se imponga la no 
presentación de alegaciones a dicha acta cuando con- 
tiene omisiones de tal calibre que parece que la mis- 
ma ha comenzado a redactarse por las conclusiones y 
que lo demás ha sido un puro ejercicio formal de ves- 
tir el documento. 

En la disposición transitoria cuarta del Reglamento 
de la ITP -y aquí existe una ausencia total de referen- 
cia a ello, me estoy refiriendo al aval que tenía la Com- 
pañía en relación con ITP- se dice textualmente que 
la Compañía Telefónica Nacional de España garantiza 
con su aval la efectividad de las cuestiones que se ha- 
yan de satisfacer por la Institución Telefónica de Pre- 
visión durante un período de diez años. Para concretar 
esa responsabilidad se fijará cada año la cantidad má- 
xima avalada, cuyo aval será renovable anualmente pa- 
ra mantener su duración por el plano de diez años a 
partir de cada renovación. Es decir, la compañía ga- 
rantiza, mediante un aval, las prestaciones de la ITP, 
aval que se fija inicialmente por un período de diez 
años, renovable año por año, manteniendo su duración 
de diez años en cada renovación. 

Además, en la ampliación del capital de Telefónica 
de 1979, ITP compró un excedente de la ampliación con- 
sistente en catorce millones de acciones y se llegó a 
unos compromisos formales con la Compañía Telefó- 
nica donde se obligaba a mantener ese aval, actualiza- 
do año tras año, por un período mínimo de cincuenta 
años. 

Es sintomático que a finales de 1984, concretamen- 
te el 13 de noviembre, el entonces Presidente de ITP, 
y a través de un requerimiento notarial, envía una carta 
al Presidente de Telefónica instándole al cumplimien- 

. 

to de las obligaciones contenidas en la disposición tran- 
sitoria cuarta del Reglamento a la que nos hemos 
referido, en cuanto a la renovación y fijación de la can- 
tidad máxima avalada por la Compañía. Pues bien, el 
aval nunca fue renovado. El Presidente de ITP que osó 
enviar dicha carta cesó en su cargo poco tiempo des- 
pués y Telefónica canceló unilateralmente el aval en 
1987. Como digo, el acta de la Dirección General de Se- 
guros no dice ni una sola palabra sobre lo que debiera 
ser, reglamentariamente, la garantía fundamental de 
la viabilidad de ITP. 

Para concluir, señor Presidente, quisiera hacerle una 
serie de preguntas concretas al señor Presidente de Te- 
lefónica, con el ruego de que, si no es posible su con- 
testación en este momento, me la remita por escrito. 

En primer lugar, si la Empresa ha valorado el coste 
de la parte que excede las prestaciones de la Seguri- 
dad Social, es decir, las prestaciones complementarias 
a que tienen derecho tanto los activos como los pasi- 
vos, y en caso positivo, a cuánto asciende. 

En segundo lugar, si es partidario del mantenimien- 
to de la ITP, por supuesto con una adaptación y mo-. 
dernización de su reglamento como instrumento idóneo 
para cubrir las prestaciones complementarias de la Se- 
guridad Social. 

En tercer lugar, si está decidido a seguir adelante con 
el plan de pensiones que sustituye a la ITP, a pesar de 
no haber llegado a un acuerdo con los representantes 
de los trabajadores. 

En cuarto lugar, cuántos trabajadores se han acogi- 
do a dicho plan en la actualidad; cuáles van a ser y me- 
diante qué procedimientos, las aportaciones de la 
Empresa a dicho plan; si se van a destinar a la cober- 
tura del plan de pensiones los fondos de la ITP custo- 
dia y que están adscritos a las prestaciones del seguro 
colectivo; si va a cubrir dicho plan la totalidad de las 
prestaciones sociales actuales; si va a mantener la po- 
sibilidad de jubilación a los sesenta años, y en qué con- 
diciones; finalmente, en cuánto calcula la cifra en que 
se ha beneficiado la Compañía por su menor cotización 
que la de una empresa normal a la Seguridad Social. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo del CDS, tie- 
ne la palabra el señor Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA Señor 
Presidente, deseo agradecer la comparecencia de don 
Cándido Velázquez-Gaztelu, Presidente de la Compa- 
ñía Telefónica. 

Querríamos enfocar esta comparecencia, al menos 
a la hora de su contestación, no como la resurrección 
de un muerto, que es la ITP, sino sobre qué hacemos 
con la herencia del fallecido, y cómo damos vida con 
ello a una nueva configuración de las prestaciones so- 
ciales que correspondían a la antigua ITP y que iban 
destinadas a los trabajadores de Telefónica. Este se- 
ría nuestro enfoque fundamental. Por tanto, lejos que- 
dan aquellas palabras del anterior Presidente de 
Telefónica en el año 1987 que decía que la ITP tenía 
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unas características económicas que perdurarían to- 
da la vida. 

Si le hemos entendido correctamente, la ITP, al igual 
que otras mutualidades, se acogían a la Ley del año 
1941 y estaba favorecida por un régimen especial, que 
era especial para la empresa y especial para los traba- 
jadores. Especial para la empresa porque le permitía 
acogerse a los coeficientes reductores, lo que suponía 
seis puntos menos respecto a lo que hubiera pagado 
a la Seguridad Social si hubiera sido un empresario 
normal. Esto le obligaba a actuar como entidad susti- 
tutoria, por un lado, y entidad complementaria, por 
otro. A su vez, los trabajadores tenían unas prestacio- 
nes distintas, tanto en las posibilidades de jubilación 
a los 60 años como en la percepción del 90 por ciento 
del salario en lugar del 60 por ciento que tiene cual- 
quier trabajador de la Seguridad Social, prestaciones 
distintas en caso de enfermedad, etcétera. Esto es así 
hasta el año 1984 en que aparece, como usted ha co- 
mentado antes, la Ley de Ordenación del Seguro Pri- 
vado. Esta Ley obliga a Telefónica a adaptar los 
estatutos de la Institución Telefónica de Previsión a la 
propia Ley, pero por razones que desconocemos no se 
van adaptando los estatutos y se va produciendo un 
desfase dentro de la Institución Telefónica de Previsión 
respecto de las obligaciones de la Ley de 1984. Es cier- 
to, además, que hay una sentencia -me parece que de 
la Audiencia territorial de Sevilla- del año 1990, en 
la que se habla de irregularidad, no de ilegalidad, por 
parte de Telefónica en esta no adaptación a la Ley de 
1984. 

En la actualidad la propuesta de la empresa supone 
que las prestaciones de la ITP como entidad sustituto- 
ria, todas las prestaciones relativas a enfermedad, in- 
validez, muerte, etcétera, las va a cubrir la Seguridad 
Social, y las prestaciones que hacía la antigua ITP co- 
mo entidad complementaria se van a regular por un 
futuro fondo de pensiones que está en negociación. Si 
esto es así, la Empresa deberá pagar más, es decir, co- 
mo un empresario normal, más la deuda que tiene re- 
conocida, aunque sea pagada a largo plazo. Pero 
también los trabajadores tendrán que pagar más por- 
que cotizarán como un trabajador normal de la Segu- 
ridad Social, más lo que le corresponda por el fondo 
de pensiones. El resultado final será que tendrá me- 
nos prestaciones que cuando estaba dentro del régimen 
de la ITP, eso parece indudable. Por ejemplo, si un ju- 
bilado percibía el 90 por ciento del salario, ahora tam- 
bién lo percibirá, pero antes era renovable, año por año, 
por convenio; ahora, ya no será así. Esto siempre y 
cuando se mantenga el acuerdo verbal que hay de que 
Telefónica cubra la complementaria hasta que se lle- 
gue a un acuerdo global. 

Se suprime la jubilación a 10s sesenta años, lógica- 
mente, y la percepción de un jabilado, a partir de aho- 
ra, será del 73 por ciento, no del 90 por ciento, o sea, 
60 por ciento, como un trabajador normal sujeto al ré- 
gimen de Seguridad Social, más el 13 por ciento, que 
cubrirá el fondo de pensiones. 

Aquí habría una primera cuestión -y es un proble- 
ma jurídico de envergadura sobre el que querríamos 
conocer su opinión-, que es que las prestaciones que 
recibimos los trabajadores por jubilación o por enfer- 
medad no son prestaciones asistenciales, no son pres- 
taciones gratuitas, sino que son prestaciones de un «do 
ut des». Son como un seguro normal, en el cual empre- 
sa y trabajador están cotizando a una compañía de se- 
guros, sea Seguridad Social o sea una mutualidad, 
están haciendo una prestación, para luego percibir, a 
cambio de ello, una determinada retribución. 

Los problemas que nosotros querríamos plantear, si 
este esquema que tenemos es correcto, serían los si- 
guientes: ¿Cuál va a ser el régimen transitorio hpsta 
llegar al acuerdo formal? Me refiero al momento en que 
se traduzca este acuerdo verbal existente ahora en un 
acuerdo formal, ¿cuál va a ser el régimen transitorio? 
Parece que desde abril ya no se cubren las prestacio- 
nes complementarias a los trabajadores de Telefónica. 
¿Va a ser éste el «modus operandi» del régimen tran- 
sitorio? ¿Existe otra manera de operar respecto a los 
trabajadores de Telefónica en el régimen transitorio? 

En segundo lugar, jexiste ya un acuerdo, aunque sea 
en borrador, con los sindicatos, si no con todos los ma- 
yoritarios? 

En esta relación que he comentado al Presidente de 
Telefónica de seis activos por un pasivo en el año 1984, 
dos a uno en el año 2005. ¿Queda exactamente así esta 
relación en una futura regulación de empleo o va a ha- 
ber alguna regulación de empleo en Telefónica que 
afecte también al futuro de las prestaciones que van 
a percibir los trabajadores? 

En cualquier caso, como final, lo que nos interesa co- 
nocer sobre todo es cómo enfoca el futuro de las pres- 
taciones sociales en Telefónica la compañía, qué 
enfoque conoce de los sindicatos la compañía, pbr los 
acuerdos a los que esté llegando o haya llegado ya. De 
alguna forma, esto traduce nuestra preocupación por 
la propia compañía. La compañía hoy está haciendo 
grandes inversiones: nosotros, con otros Grupos par- 
lamentarios, hemos apostado por que agote los plazos 
comunitarios para mantener el régimen de monopolio 
en una serie de servicios, con el fin de cubrir ese servi- 
cio público, y nos gustaría que ese servicio público se 
tradujera tanto en inversiones reales de tal servicio que 
debe cumplir la compañía Telefónica como también en 
las obligaciones sociales que le corresponden como una 
de las empresas con más de 60.000 trabajadores, que 
tiene a su cargo un mayor número de trabajadores hoy 
en España. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Socialista, tie- 
ne la palabra el señor Morlán. 

El señor MORLAN GRACIA Señor Presidente de Te- 
lefónica, gracias por su comparecencia y por la expli- 
:ación que nos ha dado sobre la situación actual de la 
[TP y por qué se ha llegado a esta situación después 
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de todas las negociaciones y todos los pasos que se han 
ido dando en los últimos tiempos. 

El problema de la Institución Telefónica de Previsión 
no es un problema de ahora, como ya ha quedado di- 
cho, pues esta Institución, que se crea como tal mutua- 
lidad al amparo de la Ley de Montepíos de 1941, tiene 
marcado su camino con la entrada en vigor de la Ley 
de la Seguridad Social de 21 de abril de 1966. Y creo 
que ésta es la fecha importante que hay que tener en 
cuenta a la hora de apreciar por qué razón se ha llega- 
do a esta situación, porque es en esta Ley de 21 de abril 
de 1966 de la Seguridad Social en la que se empieza 
a poner en marcha todo el proceso que se ha consuma- 
do en los últimos tiempos. 

Desde esa f e c k  hasta el momento actual han ido de- 
sapareciendo todos los sistemas de mutualismo labo- 
ral que había en España y se han ido incorporando al 
sistema general de la Seguridad Social o a sus siste- 
mas especiales. En este caso concreto, el Gobierno ha 
ido especificando las condiciones en que las sucesivas 
integraciones de esos regímenes de mutualismo labo- 
ral debían ser contempladas y así surge el famoso Real 
Decreto 2.24811985, de 20 de noviembre, en el que se 
establecieron, al amparo de la disposición transitoria 
sexta, punto 7.O, de la Ley General de la Seguridad So- 
cial las condiciones de la integración de aquellos co- 
lectivos que transitoriamente no estaban incluidos, 
total o parcialmente, en alguno de los regímenes de la 
Seguridad Social, y son condiciones que valían perfec- 
tamente para ser asumidas en la integración de la ITP 
tal como se ha planteado. 

Otra de las normas a la que también se ha hecho re- 
ferencia y que, por parte del señor Presidente de la Te- 
lefónica, se han comentado en este Informe es la Ley 
3311984, de Ordenación del Seguro Privado, que esta- 
bleció una serie de planteamientos y de requisitos res- 
pecto a los recursos y patrimonios afectos a las 
prestaciones sustitutivas correspondientes y a las com- 
plementarias. Yo creo que es en este marco jurídico en 
este dilatado transcurso de tiempo en el que se ha de 
inscribir el paso dado a la integración de la ITP en la 
Seguridad Social. Sí que nos consta y sí sabemos per- 
fectamente que para el trabajador de Telefónica la ITP 
es una Institución querida que, junto a las normales 
prestaciones de jubilación, de viudedad o de orfandad, 
le otorga una serie de prestaciones complementarias 
muy interesantes que mejoran de forma destacada el 
nivel de sus prestaciones sociales y que, desde luego, 
mantiene una diferencia bastante importante respec- 
to al resto de los colectivos incluidos en el Sistema de 
la Seguridad Social. Y este es un dato que sí creo que 
tenemos que valorar y entender a la hora de compren- 
der todo el proceso de integración. 

Esta integración ya se trató en años pasados. A par- 
tir del año 1984, con la Ley de Ordenación del Seguro 
Privado, surge la necesidad de que se produzca la mis- 
ma y surge también la negociación con los sindicatos 
para llevarla a cabo. 

En el año 1986 se firman una serie de acuerdos, que 

después no son ratificados en la consulta hecha a los 
trabajadores de Telefónica. Efectivamente, es un tema 
que preocupa a los trabajadores de Telefónica y no só- 
lo a los trabajadores activos sino también a los jubila- 
dos que, con la integración a la Seguridad Social 
pueden entender que sus derechos pueden resultar 
afectados. 

Bajo el punto de vista del Grupo Socialista, hay dos 
aspectos que hay que considerar a la hora de hablar 
de esta integración. De un lado, su necesidad viene da- 
da por el cumplimiento de unas normas a las que ya 
se ha hecho referencia, cuyo objetivo es que se unifi- 
que en el régimen de la Seguridad Social, tanto en el 
general como en los especiales, la concesión de las pres- 
taciones que podemos considerar básicas, tales como 
jubilación, viudedad, invalidez, orfandad, etcétera, con 
arreglo a una serie de requisitos y condiciones cada vez 
más uniformes, de forma y manera que las diferencias 
que se puedan producir no lo sean en las condiciones 
de cotización exigibles para el cálculo de las prestacio- 
nes, sino en razón a la cuantía de las bases de cotiza- 
ción que va en función de las percepciones de cada 
trabajador. Es decir, aquí se trataría de intentar que 
la Seguridad Social fuera el elemento base para que 
todos los trabajadores de los distintos regímenes per- 
cibieran las mismas prestaciones en las mismas con- 
diciones, con independencia de que la diferencia 
viniera dada no por la cuantía de la pensión que tuvie- 
ra que dar la Seguridad Social, sino en razón a que las 
retribuciones que hayan percibido los trabajadores 
sean las constitutivas de verdad de la base de cotiza- 
ción que ha de permitir el cálculo de la pensión. 

De otro lado, hay que considerar la viabilidad eco- 
nómica de la ITP para atender a todos los compromi- 
sos que se derivan del cumplimiento de su reglamento 
y la garantía que existe en la pervivencia de esos com- 
promisos en un futuro a medio y largo plazo. No voy 
a entrar en cifras porque considero que esto, aun sien- 
do importante, debe pasar a un segundo término, pues 
lo que hay que estimar es si el mantenimiento de esta 
situación garantiza que las prestaciones reconocidas 
y que se reconozcan en el futuro vayan a ser perfecta- 
mente cubiertas por el sistema de previsión. 

Me imagino, señorías, que nadie cuestionará que, en 
un sistema de previsión como el de la ITP, sus ingre- 
sos se configuran en razón a las aportaciones hechas 
en relación con los activos, es decir, con los trabajado- 
res que cotizan. Y me imagino que SS. SS. tampoco 
cuestionarán que los datos facilitados por el señor Pre- 
sidente de Telefónica, que hacen referencia a que en 
1989, por cada pasivo había casi siete activos, mientras 
que en el 2005 por cada pasivo habrá menos de dos ac- 
tivos, son datos que hemos de considerar preocupan- 
tes, porque si se mantuviera esta situación podría 
llegar un momento en que las prestaciones que da la 
ITP no podría darlas, con lo cual quedaría en cuestión 
todo el planteamiento de la ITP como institución de 
previsión y podría darse el caso de que muchos pen- 
sionistas no llegaran a cobrar sus prestaciones. Si a to- 
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do esto añadimos el contenido del informe de la 
Dirección General de Seguros, cuyas conclusiones van 
encaminadas a poner de manifiesto que la ITP se en- 
cuentra en una situación de imposibilidad clara para 
cumplir su fin social, así como de insolvencia patrimo- 
nial, que ambas son causas de disolución, nos podemos 
dar cuenta de que la medida adoptada por el Gobierno 
de integración en la Seguridad Social y de disolución 
de la ITP es correcta, desde nuestro punto de vista. Mi 
grupo ve con buenos ojos y apoya, como no puede ser 
de otra manera, todas las iniciativas adoptadas para 
llegar a un entendimiento con los representantes de los 
colectivos afectados y le parece muy correcta la ofer- 
ta llevada a cabo por la empresa y la propuesta de plan 
y fondo de pensiones que plantea, así como la compen- 
sación económica que se formula a los pensionistas con 
arreglo a los baremos a que ha hecho referencia el se- 
ñor Presidente de Telefónica. 

Mi grupo también piensa que este tema no admite 
demoras en su solución, ya que, entre otras cosas, si 
la ITP está disuelta y la integración está teóricamente 
planteada, no es bueno ni positivo el mantener por mu- 
cho tiempo esta situación de transitoriedad. 

Señor Presidente de Telefónica, las explicaciones que 
nos ha facilitado sobre la oferta y sobre todo el proce- 
so que ha conducido a esta situación de integración nos 
convencen. Sepa que cuenta con el apoyo de este gru- 
po en la solución de este problema, que sabemos es un 
motivo de atención especial para usted, y que afecta 
a un importante colectivo de trabajadores y pensionis- 
tas, aunque tiene una repercusión en la situación 
económica de la compañía. Pensamos que con las so- 
luciones propuestas se va a garantizar mejor para los 
activos de forma permanente y continuada unas pen- 
siones con arreglo a las normas generales de la Segu- 
ridad Social y la existencia de un fondo de pensiones 
que complemente esas prestaciones, y para los pasivos 
lo que sí es cierto es que se les garantiza, como a todos 
los trabajadores que están incluidos en el régimen de 
la Seguridad Social, un sistema de pensiones que les 
permite mantener su poder adquisitivo y que se com- 
plementa, según la oferta que se plantea, con una pres- 
tación con cargo a Telefónica, que viene a garantizarles 
la última pensión percibida antes de la integración. 

Sabemos que es una oferta positiva, pero estamos 
convencidos de que el buen ánimo y la buena voluntad 
de diálogo que ha planteado en esta sesión se seguirán 
manteniendo a fin de que se produzca ese entendimien- 
to que creemos es necesario para que, como ha dicho 
algún portavoz de otros grupos, todas las iniciativas 
y todas las actividades y desarrollo de su función, con 
arreglo al contrato-programa que tiene Telefónica fir- 
mado, se lleven a cabo en un clima de entendimiento, 
colaboración y de apoyo para que todos los servicios 
que lleva a cabo Telefónica sean prestados con efecti- 
vidad y en beneficio del ciudadano español. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Para responder a las cues- 
tiones planteadas, tiene la palabra el señor Velázquez. 

El señor PRESIDENTE DE LA COMPAÑIA TELE- 
FONICA DE ESPAÑA (Velázquez-Gaztelu Ruiz): Si me 
permite, voy a contestar en orden inverso a las pregun- 
tas que los distintos grupos parlamentarios han rea- 
lizado. 

En primer lugar, refiriéndome a la intervención del 
representante del Grupo Socialista, señor Morlán, quie- 
ro agradecerle su apoyo en la resolución de este pro- 
blema que la Compañía Telefónica tiene pendiente 
desde hace años, que es la reordenación de su sistema 
de previsión social, en el que la ITP, a pesar de ser el 
elemento más importante, no es el único de los que con- 
forman el sistema general de previsión social de la 
Compañía Telefónica. Es verdad que éste es un proble- 
ma de gran trascendencia para nuestra compañía, por 
lo que agradezco la intervención de todos los parlamen- 
tarios y, sobre todo, su preocupación, porque lo que 
es importante para la Compañía Telefónica y para el 
futuro y el desarrollo de su trabajo en los servicios de 
telecomunicación, puede tener una cierta trascenden- 
cia de carácter general, en tanto en cuanto es un siste- 
ma de previsión social que no sólo se conforma con las 
prestaciones obligatorias del régimen general, sino que 
supone una mejora relativa en relación con el resto de 
los trabajadores, que yo diría que pudiera ser digna de 
ser imitada por otras empresas. 

En cuanto a la intervención del señor Martínez- 
Campillo, del Grupo CDS, que ha dicho que es preferi- 
ble hallar la solución del problema antes que resuci- 
tar a un muerto, se me ocurre comentar lo siguiente: 
no podemos olvidar que la normativa que rige la insti- 
tución de previsión social, la ITP, es muy antigua, de 
un tiempo ya periclitado, en el que se diseñaban siste- 
mas de previsión social que se han demostrado abso- 
lutamente inviables. Es decir que el sistema establecido 
por la ley de montepíos, y concretamente por el siste- 
ma de la ITP, es absolutamente inviable cuando llega 
la hora de la verdad. Hay que reconocer que durante 
un tiempo ha sido como un espejismo, puesto que ha 
resuelto el problema durante un tiempo, pero ha lle- 
gado la hora en que ese sistema no puede seguir fun- 
cionando y no puede atender las prestaciones que tenía 
previstas en su reglamento. Por consiguiente, no ten- 
go por menos que dar la razón al señor Martínez- 
Campillo cuando dice que es preferible, en lugar de re- 
sucitar a un muerto, tratar de sustituirlo por un ser 
más vivo, más viable, de acuerdo con una serie de re- 
glas que no sean engañosas como las que rigieron la 
creación de los montepíos del año 1941. Ustedes cono- 
cen muy bien que otra serie de montepíos han estado 
en una situación parecida e incluso peor que la de la 
ITP. 

Dicho esto, el problema que plantea el señor 
Martínez-Campillo en cuanto a que el sistema nuevo va 
a ser más caro para la empresa y para los trabajado- 
res he de decir que probablemente sí; todo dependerá 
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del acuerdo a que se llegue con los representantes de 
los trabajadores en cuanto a las prestaciones que quie- 
ran tener para el futuro. Este es un problema de eva- 
luación técnica, de qué es lo que queremos y cuánto 
nos cuesta. La empresa pondrá lo máximo posible, den- 
tro del mayor respeto, por supuesto -y con esto con- 
testo a la preocupación del señor Martínez-Campillo en 
el sentido de que se continúe trabajando con normali- 
dad, haciendo las inversiones y cumpliendo el contra- 
to con el Estado- y, dentro de estos parámetros y de 
lo que queramos o podamos aportar cada una de las 
partes al sistema, dependerá el que sea mejor o peor 
de lo actualmente existente. 

Es verdad que la ITP es inviable; es un sistema, co- 
mo ya he dicho, que se planteó en otra época con unos 
supuestos que en aquel momento me imagino que mu- 
chos sabían que eran absolutamente inviables, pero 
que, a pesar de conocer el problema, se implantó. 

Otra preocupación del señor Martínez-Campillo es la 
si a partir de abril se van a seguir pagando las presta- 
ciones. Como he leído antes, en la resolución de la Se- 
guridad Social nosotros venimos pagándole la 
prestación que venían percibiendo en el ejercicio de 
199 1 .  En ella hacemos la advertencia -como dije an- 
tes también- de que ha calculado la Seguridad Social 
que un 60 por ciento es la parte que correspondería a 
las prestaciones obligatorias de la Seguridad Social y 
el resto, la diferencia. 

Esta es una situación provisional y transitoria, has- 
ta tanto se le reconozca a cada uno los derechos indi- 
vidualizados, cuyo análisis, como es un problema 
de una gran envergadura el análisis de aproximada- 
mente 13.000 casos de todos los tipos (jubilaciones, 
orfandades, viudedades, etcétera), cuando ya definiti- 
vamente la Seguridad Social determine los derechos 
individuales de cada uno, se hará una liquidación. En- 
tre tanto, estamos pagando, como digo, la misma can- 
tidad, y luego se liquidará; la cantidad se liquidará en 
razón del acuerdo que en este momento se está discu- 
tiendo con los trabajadores. 

¿Existe un acuerdo con los trabajadores? No. Toda- 
vía, desgraciadamente, no existe acuerdo con los tra- 
bajadores. Nuestro deseo sería que cuanto antes 
llegáramos a un acuerdo con los representantes de los 
trabajadores. 

En cuanto al informe actuarial del año 1989 -al que 
me he referido con anterioridad-, en el que se hacía 
una estimación de las relaciones entre trabajadores ac- 
tivos y pasivos, si ello implica la reducción del coefi- 
ciente, es decir, que, en vez de seis activos por cada 
pasivo, pudiéramos llegar a un coeficiente de 2 ó 2,5 
activo por pasivo. Y a si supone que va a haber una re- 
gulación de empleo, le contesto que no; todo lo contra- 
rio. Es decir, la Compañía Telefónica Nacional de 
España, como todos ustedes saben, ha sido la compa- 
ñía que más empleo ha generado en España en los ú1- 
timos diez años; hemos generado 14.000 en esta década 
y en los últimos tres años 10.000 empleos, o sea, de esos 
14.000, en el último trienio se han generado 10.000 em- 

pleos. Gracias a ello, la relación que estaba prevista pa- 
ra el año 2005, en este momento no se ha producido. 
Pero lo que es lógico pensar en una tendencia actua- 
rial de esa naturaleza, tal como los expertos describen 
en su informe, es que el crecimiento del empleo en el 
futuro será menor, debido a la introducción de nuevas 
tecnologías, nuevas técnicas de organización, nuevos 
sistemas ..., y que, además, el incremento del número 
de pasivos cada vez va a ser mayor. La expectativa de 
vida va aumentando, lo que en términos actuariales, 
cuando transcurren diez o quince años, se nota y mu- 
cho. Por consiguiente, eso es lo que nos hizo pensar o 
confirmar que el sistema establecido no era viable pa- 
ra el futuro. Incluso podría comentar que este sistema 
se hace más inviable conforme transcurre el tiempo; 
ése era el gran problema. Por tanto, no va a haber re- 
gulación de empleo. Lo que, por supuesto, se estima 
es que no va a haber el crecimiento de empleo que ha 
habido en la década pasada y que, por supuesto, todo 
el acuerdo, lógicamente, no causará problema alguno 
a la Compañía para que pueda ejercer su actividad y 
mantener sus equilibrios financieros, como es nuestra 
obligación. 

En cuanto a la intervención y a las preguntas que me 
hacía el representante del Grupo Parlamentario Popu- 
lar, señor Martínez Sieso, y su opinión sobre que mi 
antecesor tenía empeño en liquidar un sistema, le quie- 
ro decir una cosa: no tenía empeño alguno en liquidar 
ni mi antecesor, ni yo ni otro que viniese, porque na- 
die tiene ningún interés en cambiar un sistema que fue- 
ra viable, que ha producido históricamente una cierta 
estabilidad dentro del mecanismo de motivación de los 
trabajadores en la Compañía, y que la intención de mi 
antecesor -lo mismo que la mía- era resolver el pro- 
blema, es decir, al encontrarnos ante una situación que 
no tiene futuro, cambiarla por un sistema que pueda 
tenerlo, incluso aunque para la empresa tenga un tos- 
te superior que el actual. 

En la discusión sobre este problema -y usted mis- 
mo lo reconocía, así como otras señorías que han in- 
tervenido después- vemos que es un problema de gran 
complejidad técnica y jurídica. Por tanto, sobre algu- 
nos problemas de los que se plantean, sobre los que se 
expresan distintas opiniones jurídicas, no puedo en este 
momento manifestar mi opinión ni a favor ni en con- 
tra, entre otras cosas porque no sería correcto hacer- 
lo y ni siquiera tengo la preparación suficiente como 
para hacer algunas matizaciones o como para afron- 
tar problemas jurídicos que se plantean en la resolu- 
ción de un asunto tan complejo. Creo que sería mucho 
mejor que fuéramos al corazón del problema, en don- 
de, por ejemplo, si se plantea la duda de que tiene ITP 
-como ya he dicho- una personalidad jurídica inde- 
pendiente, pero que dentro de la gestión de la Compa- 
ñía, la Dirección de la Telefónica tiene una 
participación en la gestión, le contesto que sí; pero ello 
no va en contra de que la ITP tiene una personalidad 
jurídica independiente de la Compañía Telefónica. La 
gestión de la ITP la calificaría de impecable. El pro- 
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blema no es la gestión que haya podido hacerse por la 
Junta Rectora y por los Órganos de la Institución Tele- 
fónica de Previsión; ahí no tengo nada que decir. El pro- 
blema es que el sistema es inviable, que es distinto. 
Creo que la gestión ha sido buena, han invertido bien 
su dinero. Ustedes saben que el fondo está todo inver- 
tido en un préstamo a la Compañía Telefónica que le 
paga un 17 por ciento de interés por su dinero. Si los 
órganos rectores de la ITP encontraran una institución 
financiera que le diera más, por mi parte estaría en- 
cantado de que me lo pagaran, porque en el mercado 
se puede conseguir ese dinero más barato. Quiere de- 
cirse que los órganos rectores de ITP tienen muy bien 
invertidos sus fondos; tan bien como que pagamos el 
17 por ciento de interés. Entiendo que no es un pro- 
blema de que la ITP se haya gestionado mal; es que lo 
que falla es el sistema. 

Sobre que haya sido una solución orquestada 
-según dice-, me parece un calificativo exagerado. 
Creo que tanto el Gobierno, como nosotros 
-Compañía-, como todos ustedes, señorías, confío en 
que su deseo sea que la Telefónica resuelva su proble- 
ma -ahí estamos todos de acuerdo-, del mejor modo 
posible para la empresa y para sus trabajadores; en ello 
creo que coincidimos plenamente. Me parece muy in- 
teresante esta comparecencia, e incluso muy ilustrati- 
va para mí, por todas las sugerencias y preguntas que 
se me hacen, porque me ayudan a tratar de resolver 
el problema de la mejor manera posible; en esto esta- 
mos absolutamente de acuerdo. 

En el problema que expone sobre el aval, hay una sen- 
tencia del Tribunal Supremo muy reciente -que co- 
noce seguro, porque he visto que el nivel de 
información de S. S. es muy amplio en este tema- don- 
de queda absolutamente clarificado que el aval -por 
supuesto, como todo aval, tiene que ser absolutamen- 
te específico; no caben avales tácitos- en el año 1987 
no se renovó y que el aval no existe. Punto. Y ahí está 
la sentencia del Tribunal Supremo. No le voy a añadir 
más que lo que dice la sentencia del Tribunal Supremo. 

En cuanto a que el acuerdo de Consejo de Ministros 
infrinja normas jurídicas, señoría, a eso no le puedo 
contestar; eso es mejor que le conteste el Consejo de 
Ministros. Creo que nuestra obligación como ente ju- 
rídico y como personas es cumplir las normas que ema- 
nan de la autoridad o de este Parlamento, como es 
nuestra obligación. 

En cuanto a su pregunta sobre por qué no hemos he- 
cho alegaciones o impugnaciones, le diré que por dos 
razones: primera, por un principio de solidaridad. Cree- 
mos que la integración de los trabajadores en el Régi- 
men General de la Seguridad Social, pagando, con la 
cuantía que ha determinado el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, ¿por qué la vamos a impugnar? 
Tendremos que pagarla, entre otras cosas, porque, si 
no, seríamos insolidarios con el resto. ¿Quién la va a 
pagar? ¿El resto de los trabajadores de España? No se- 
ría lógico. Segunda razón, una razón legal. Para incor- 
porarse hay que pagar. Eso lo dice la ley, no lo decimos 

nosotros. Por esas dos razones nosotros no lo hemos 
impugnado. 

No obstante, advierto que esto que digo es una opi- 
nión personal del Presidente y, desde luego, yo no ten- 
go facultades para determinar si lo vamos a impugnar 
o no, porque eso corresponde a una autoridad superior, 
que es el Consejo de Administración de la Compañía. 
Por supuesto, estamos todavía dentro de plazo para po- 
derla impugnar, pero he dado claramente mi opinión 
personal por esas dos razones: principio de solidaridad, 
principio de legalidad. 

En cuanto a los trabajadores, yo diría que aquí hay 
una cierta confusión, señorías -perdónenme-, respec- 
to a la expresión de enriquecimiento por parte de, la 
Compañía Telefónica en cuanto que el coeficiente que 
paga del 9 por ciento a la ITP es inferior a lo que paga- 
ría, o a lo que paga desde el día 1 de enero de este año, 
al Régimen General de la Seguridad Social en relación 
con los coeficientes reductores que se han ingresado 
en la Seguridad Social. 

En esto me voy a extender un poco para que quede 
claro que no hay enriquecimiento ninguno por parte 
de la Compañía Telefónica. En primer lugar, porque, 
en virtud de las normas vigentes en la materia y por 
asumir la Institución de Previsión Social con carácter 
sustitutorio el Régimen General de.la Seguridad Social, 
la cobertura de las contingencias de incapacidad per- 
manente derivada de la enfermedad común y acciden- 
te no laboral, muerte y supervivencia, etcétera, esta 
empresa detraía de sus cotizaciones al Régimen Gene- 
ral de la Seguridad Social, y de las de sus empleados 
también, el coeficiente reductor correspondiente a las 
prestaciones relativas a dichas contingencias, de las 
que, como hemos dicho, no se hacía cargo el INSS. 

En resumen, ni Telefónica ni sus empleados tenían 
obligación de ingresar en la Tesorería de la Seguridad 
Social las cotizaciones correspondientes a la cobertu- 
ra de las contingencias cuyas prestaciones corrían a 
cargo de la institución. Telefónica y sus empleados 
aportaban a la ITP, de forma obligatoria, las cotizacio- 
nes establecidas en sus reglamentos, aportaciones que, 
en lo que atañe a las empresas, se concretan en el 9 por 
ciento de las remuneraciones abonadas a sus trabaja- 
dores y, además, en los subsidios abonados directamen- 
te para completar el salario líquido de éstos en las 
citaciones de incapacidad laboral transitoria, tanto por 
enfermedad común y accidentes fortuitos como por ac- 
cidentes de trabajo, así como en caso de maternidad. 

Igualmente, como aportación obligatoria a la ITP, Te- 
lefónica asumía con carácter exclusivo los gastos que 
romportase la administración y contabilidad de la ITP. 
0 sea, decir que por parte de la Compañía Telefónica 
ha habido un enriquecimiento es comparar dos cosas 
absolutamente heterogéneas. Es que el sistema es dis- 
tinto, es que el Sistema General de la Seguridad Social 
:s distinto al sistema que tenía la Compañía Telefóni- 
:a de España. Es tan diferente que, como he dicho an- 
tes, no sería correcto contemplar sólo el 9 por ciento 
y compararlo con el equis por ciento; habría que con- 
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templar en su conjunto el sistema general de previsión 
social de la Compañía, que no está sólo compuesto, co- 
mo he dicho antes, por la ITP, sino que además están 
el seguro colectivo, el seguro de salario para los inca- 
pacitados y también concretamente esta incapacidad 
laboral transitoria durante los primeros días, que no 
paga la Seguridad Social, y además hay una institución 
de atención a minusválidos, que es ATAM, etcétera. Es 
decir, se trata de un conjunto de agentes, digamos, que 
conforman el sistema de previsión social, por lo que 
hacer comparaciones de este tipo por tener coeficien- 
tes reductores por aquello que la Seguridad Social no 
nos prestaba no supone, en ningún caso, ningún enri- 
quecimiento por parte de la Compañía. 

Me ha hecho una pregunta sobre un cambio de pre- 
sidente en la institución de previsión social de la ITP 
en el año 1984. Señoría, le recuerdo que en el año 1984 
no estaba en la ITP; estaba en otra empresa. Por lo tan- 
to, no tengo la menor idea de lo que ocurrió en el año 
1984, menos en la institución de previsión. Por añadir 
alguna información, en esa época estábamos dedicados 
a resolver el problema de previsión social de otra em- 
presa que también era una excepción, afortunadamente 
resuelto. 

En cuanto a su pregunta sobre si la Compañía ha va- 
lorado aquello a lo que los trabajadores tienen derecho, 
doy una contestación muy concreta. b s  trabajadores 
tienen derecho a lo que dice el Reglamento de la ITP 
y no a más. Yo diría más, los trabajadores, en un siste- 
ma como el de la ITP, lo único que tienen es la obliga- 
ción de cotizar, porque cuando llega la hora y se 
produce el hecho causante, que es cuando empiezan a 
adquirir el derecho, lo tienen si la ITP tiene dinero, y 
si no tiene dinero, no lo tienen. Esto es así de claro y 
yo no tengo la culpa de que la ley de montepíos lo de- 
terminase así. Las cosas son así y no de otra manera. 
Lo único que tienen es la obligación de cotizar, ni si- 
quiera tienen una expectativa de derecho. Ya voy a en- 
trar en lo que no quería entrar, ni siquiera tienen una 
expectativa de derecho; el derecho les surge en tanto 
en cuanto se produce el hecho causante, sea viudedad, 
orfandad o sea jubilación, y en ese momento si la ITP 
tiene dinero, tiene derecho. Es así de claro. 

Si es viable la ITP. A la vista está el acta de la ins- 
pección, por lo cual ya la Dirección General de Seguro 
ha incoado un expediente de liquidación. Sencillamen- 
te, a mí me da la impresión de que no es viable la ITP. 

Si el plan de pensiones al que pretendemos ir es el 
adecuado o no. Yo no puedo opinar porque lo que hay, 
como he dicho, es un proyecto ligado a un acuerdo con 
los trabajadores y a su viabilidad. Estamos en un pro- 
ceso negociador y muchas veces yo no puedo profun- 
dizar más por una elemental prudencia. Estamos en un 
proceso negociador, y el que yo haga afirmaciones en 
esta Comisión que puedan ser mal interpretadas por 
las personas que representan al conjunto de los traba- 
jadores de la Compañía, no me parece bueno. Créan- 
me, señorías, estoy informando al máximo de lo que 
puedo, pero, por supuesto, señor Presidente, yo me 

ofrezco a venir, después de resuelto este tema, a dar 
todas las explicaciones que en este momento no me 
atrevo a dar. 

En cuanto a si se producen adhesiones, cuántas, se- 
ñoría, mientras que el plan no sea definitivo, en nin- 
gún caso se producen adhesiones masivas de 
potenciales partícipes. Los que en este momento tra- 
bajan en la Compañía, sólo por contemplar la norma- 
tiva de la Ley de Planes y Fondos de Pensiones, el 
proyecto inicial de la Compañía, nadie puede enjuiciar 
si le conviene o no. La conveniencia o no la podrán en- 
juiciar cuando exista el plan definitivo y concreto; en- 
tonces vendran las adhesiones o no. Usted me pregunta 
que cuántas personas se van a adherir. Ni idea. Depen- 
derá de la bondad del plan que pactemos con los tra- 
bajadores. 

Cuál va a ser la aportación de la empresa. Señoría, 
éste es uno de los temas que están en negociación, por 
lo que dar una cifra no sería prudente por mi parte. 
Las únicas cifras que yo tengo claras son las que dice 
la resolución de la Seguridad Social en cuanto a lo que 
me va a costar la integración de los pasivos y la de los 
activos, a la que me he referido en mi primera inter- 
vención. 

El seguro colectivo. Como he dicho antes, el seguro 
colectivo es un sistema que conforma, junto con la ITP 
y con otros que he citado antes, el sistema de previsión 
social de la Compañía Telefónica. Este seguro colecti- 
vo abarca, por supuesto, las contingencias de acciden- 
tes; es decir, tiene una parte de riesgo y otra que es de 
supervivencia, y conforma, en el sentido amplio, el sis- 
tema de previsión social de la Compañía Telefónica. Y 
no le puedo añadir más. 

En cuanto a si vamos o no a considerar en el plan 
de pensiones las jubilaciones anticipadas de los que tie- 
nen 60 años, como ha sido tradicional en el sistema de 
la ITP, tampoco lo sé; está en negociación y ya vere- 
mos lo que resulta. Cualquier prestación que no sea la 
«normal» (y digo normal entre comillas) de jubilarse 
como todo el mundo a los 65 años, tiene un coste. En- 
tre otras cosas, señoría, porque a los que han ingresa- 
do en la Compañía (como en todas las compañías) a 
partir del año 1968, creo recordar, ya la Seguridad So- 
cial no les admite la jubilación anticipada, sino que ese 
es un derecho de los trabajadores que estaban traba- 
jando anteriormente. Por tanto, esie es un sistema que 
está en la mesa de negociación, que se está estudian- 
do, pero que tiene un coste bastante elevado. Es lo úni- 
co que le puedo decir en este momento. 

Y yo creo que con esto he contestado a todas las pre- 
guntas, o al menos lo he intentado, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Saben S S .  S S .  que no exis- 
te un turno de réplica, pero que siempre utilizamos un 
turno de observaciones para que SS. SS. puedan pedir 
las aclaraciones que estimen oportunas, siempre con 
la máxima brevedad. 

Señor Martínez Sieso, tiene la palabra, brevemente, 
por favor. 
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El señor MARTLNEZ SIESO: Gracias, señor Presi- 
dente de Telefónica. 

Respecto de las preguntas que le había planteado, yo 
creo que se le ha quedado una en el tintero, y era la 
última, que es en cuánto calcula la cifra en que se ha 
beneficiado la Compañía por su menor cotización que 
una empresa normal a la Seguridad Social. 

En relación con la exposición que ha hecho el señor 
Presidente de Telefónica, hay una serie de cuestiones 
que nos llaman profundamente la atención. Dice: No 
ha habido ningún empeño en liquidar ITP. Y, además, 
en relación con esto, con anterioridad ha afirmado que 
el sistema se iba haciendo más inviable a medida que 
pasaba el tiempo. 

Y o  creo que en mi anterior intervención lo que he 
puesto de manifiesto es cómo, a través de la dirección 
de ITP, en gran medida controlada por la dirección de 
la Compañía, se estaba de alguna forma condenando 
a la propia ITP a la pasividad, por ejemplo, a la no adap- 
tación de su propio reglamento a la nueva normativa, 
a la no modificación de las cotizaciones por parte de 
la empresa, etcétera. 

En este sentido, nosotros sí creemos que ha habido 
un empeño, puesto que a lo largo de los últimos diez 
años ha habido pasividad para adaptar ITP a las nue- 
vas circunstancias. 

Respecto a su afirmación de que la gestión de ITP 
es impecable, yo en ningún caso he puesto en duda de 
que la gestión ordinaria de la ITP no lo haya sido. El 
problema es que usted ha afirmado reiteradamente que 
el sistema no era bueno, y estamos en la misma situa- 
ción que antes; es decir, si el sistema no es bueno, si 
estamos condenados a desaparecer y no tomamos las 
decisiones oportunas para que esto no ocurra, también 
aquí hay un problema de gestión, un problema de to- 
mar unas decisiones oportunas en el momento 
oportuno. 

En cuanto a la sentencia que menciona del Tribunal 
Supremo, en la que efectivamente se dice que el aval, 
en un momento determinado, no se renovó y como tal 
no existe, yo quisiera leerle el reglamento actual de la 
ITP, que parece que en unos casos es aplicable cuando 
viene bien y en otros casos no es aplicable porque está 
fuera del ordenamiento jurídico. La disposición tran- 
sitoria cuarta de este reglamento, en su apartado l .", 
que tiene una redacción tremendamente confusa, pa- 
rece que sí reconoce la posibilidad de cancelación del 
aval; pero es que a mí me gustaría tener en cuenta lo 
que dice el párrafo 2 . O  de esa disposición transitoria 
cuarta, con lo cual probablemente si se hubiese cum- 
plido lo que dice el párrafo 2.O en estos momentos la 
situación de ITP sería otra. Dice: La Institución Tele- 
fónica de Previsión se obliga, por su parte, con carác- 
ter principal, a proceder, en caso de no renovarse el 
aval, o cuando la Institución lo considere preciso, al 
reajuste de sus ingresos conforme a lo establecido en 
el artículo 19 de este Reglamento, acomodándolos por 
aumento de cotización para que en la fecha de posible 
extinción del aval otorgado por la Compañía estén cons- 

tituidas las reservas matemáticas que permitan cubrir 
convenientemente las prestaciones de sus benefi- 
ciarios. 

Evidentemente, en el momento de la cancelación del 
aval esto en absoluto se ha cumplido. 

Respecto de que no hay un enriquecimiento por parte 
de la Compañía, quizá enriquecimiento puede no ser 
la palabra adecuada, pero si usted prefiere que hable- 
mos de que la Compañía ha tenido un beneficio deter- 
minado como consecuencia de la aplicación de un 
régimen especial, de acuerdo; porque lo que estamos 
perdiendo de vista de nuevo es la cotización que se ha 
producido durante todos estos años por parte de la em- 
presa y la cotización que se ha producido por parte de 
los trabajadores. Se estaban reconociendo una serie de 
derechos que superaban las prestaciones que, con ca- 
rácter general, establecía la Seguridad Social, y los tra- 
bajadores cotizaban lo que cotiza un trabajador 
normal, más, aproximadamente, dos puntos; mientras 
que por parte de la empresa no ocurría esto; cuando 
se tenían que cubrir unos derechos que en principio 
excedían a los que presta la Seguridad Social, curio- 
samente la empresa estaba cotizando por todos los con- 
ceptos aproximadamente seis puntos menos de lo que 
cotiza una empresa normal a la Seguridad Social. 

Y para concluir, señor Velázquez, yo creo que, en re- 
lación con los temas importantes que hemos venido 
mencionado como problemas definitivos de la ITP y de 
su supervivencia, cuando usted llegó a la Compañía 
realmente llegó con un halo como de salvador de la ITP, 
porque había antecedentes en el sentido de haber da- 
do una buena solución a otra institución semejante. Pe- 
ro en los años que lleva en la Compañía se ha 
mantenido en la misma línea de sus antecesores, con- 
denando a ITP a la pasividad, a la no adaptación a las 
nuevas normativas, a la no modificación de las cotiza- 
ciones, etcétera. Y, para colmo, en este largo proceso 
en el que, por otra parte, el factor tiempo es un factor 
importante en estos momentos, parece que se encuen- 
tran absolutamente bloqueadas las negociaciones en- 
tre la empresa y los sindicatos. A esto yo añadiría una 
cuestión muy importante, y es que todas las grandes 
decisiones que se han tomado en relación con las cues- 
tiones claves que afectan a la ITP están en estos mo- 
mentos «sub iudice)), con lo cual se está introduciendo 
un factor de incertidumbre absoluto a cuál puede ser 
la resolución definitiva del problema. 

Finalmente, señor Presidente, quiero hacer votos por- 
que usted y la dirección de la Compañía solucionen este 
problema, que consideramos que es un problema bá- 
sico. Usted mismo, en una entrevista realizada en «Hi- 
lo directo)), hace una serie de afirmaciones, en las que, 
entre otras cosas, dice: El pulso de los trabajadores es 
el pulso de la empresa (relacionándolo con la ITP). Y 
dice también: Ciertamente, el problema de la ITP es uno 
de los que más inciden en el clima laboral de la Com- 
pañía, y como tal ocupa un lugar destacado en el or- 
den de prioridades de la dirección. Esto era en 
septiembre de 1989. Parece que las cosas no han ido 
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muy bien. Y parece, por otra parte, que en estos mo- 
mentos la Compañía se encuentra ante un reto históri- 
co y qur es fundamental el ambiente laboral que exista 
dentro de la Compañía. Por eso seguiremos esperan- 
do, seguiremos investigando sobre esta cuestión y no 
descartamos en un futuro sucesivo pedir otra compa- 
recencia para que nos vaya explicando las medidas que 
se van adoptando. 

El señor PRESIDENTE: El señor Martínez-Campillo 
tiene la palabra; brevemente, por favor. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA Brevísi- 
mamente, señor Presidente. 

Tres cuestiones muy específicas, señor Velázquez. 
Quería que me aclarara, porque cuando me habló del 
régimen transitorio me dijo que mientras no hay acuer- 
do global la Compañía Telefónica está cubriendo el cos- 
te de la cisiplementaria, en el caso de los pasivos, pero 
¿qué está ocurriendo en el caso de los activos? Esa es 
una cuestión que quería preguntarle. 

En segundo lugar, ;_qué plazo aproximado se han 
marcado para finalizar las conversaciones con las cen- 
trales sindicales y !!egar 2 un acuerdo? 

En tercer lugar, en un cuadro hipotético que podría 
trazarnos el Presidente de la Compañía, en el futuro 
las obligaciones de empresa y las obligaciones de tra- 
bajadores en materia de prestaciones sociales pueden 
ser mayores, como usted dijo, por la suma de la coti- 
zación por Seguridad Social más fondo de pensiones, 
pero ¿cómo quedarían las prestaciones, dicho de una 
forma global? 

Finalmente, señor Presidente, no pretendo corregir 
a mi colega, ni mucho menos, pero tenía entendido que 
usted fue el primer Presidente que no habló de la ITP 
en su discurso inaugural. 

El señor PRESIDENTE: El señor Velázquez tiene la 
palabra para responder a las aclaraciones solicitadas. 

El señor PRESIDENTE DE LA COMPAÑIA TELE. 
FONICA DE ESPAÑA (Velázquez-Gaztelu Ruiz): Seño. 
ría, no es que yo salga en defensa U-1 señor Martínen 
Sieso, es que me parece, que no ha dicho eso. El ha c a  
lificado con una palabra que a mí me da, en primer lu. 
gar, rubor,  pero, en segundo lugar, que es 
absolutamente incierta. Y o  creo que esos calificativos 
son exagerados. Sencillamente, lo que sí digo, y ante 
la expresión que utilizaba de que se ha tenido pasivi. 
dad, es que a la Compañía Telefónica, al ser una Com. 
pañía tan grande, con una serie de servicios complejos, 
le dedicamos mucho tiempo, y yo creo que demasiado, 
al sistema de previsión social; por eso yo soy el primer 
interesado en que esto se resuelva para poderle dedi. 
car todo el tiempo a los problemas de gestión, aunque, 
por supuesto, éste es un problema muy importante. 

Quiero aclarar al señor Martínez-Campillo -y me 
perdona que le conteste al final, señor Martínez Sieso- 
que durante el régimen transitorio Telefónica no paga 

nada, lo paga la ITP, y, como he dicho antes, la regla 
que ha establecido la resolución del Ministerio de Tra- 
bajo es que se le pague la misma cantidad que recono- 
cía el Reglamento de la ITP en el ejercicio de 1991, 
considerando como una regla también provisional que 
el 60 por ciento es la prestación obligatoria y el resto 
es la diferencia. Como ya he dicho al ser un sistema 
provisional y transitorio, se hará una liquidación defi- 
nitiva, una vez que la Seguridad Social pueda recono- 
cer a título individual a cada uno de ellos los derechos 
que le corresponden, que dependen, como es natural, 
de la edad, del número de años de trabajo y de todas 
las comisiones que determinan el Régimen General de 
la Seguridad Social. 

En cuanto a si hay plazo para un acuerdo, digo que 
no. Cuando se empieza una negociación no hay un pla- 
zo establecido ni las partes nos hemos marcado un pla- 
zo. Lo que sí somos conscientes ambas partes en estas 
negociaciones, tanto la representación de los trabaja- 
dores como la representación de la Dirección de la 
Compañía, es que es urgente la resolución del proble- 
ma. Además, como el inicio del proceso de integración 
ha producido una serie de hechos consumados, es por 
lo que yo me había atrevido a decir al principio que las 
negociaciones se han acelerado por este motivo, y to- 
dos estamos muy preocupados. 

Yo me voy a permitir hacer un reconocimiento del 
interés que tienen ambas partes, porque incluso para 
la representación de los trabajadores es difícil expli- 
car a todos los trabajadores de la Compañía, por su pro- 
pia cultura histórica, el que su sistema, en el que 
creían, en el que tenían todas sus esperanzas de previ- 
sión social, es un sistema que no es viable. Explicarles 
eso a los trabajadores yo comprendo que es muy difí- 
cil, pero ahí está la dura y pura realidad en cuanto que 
han entrado los inspectores de finanzas a hacer la ins- 
pección de la Institución. 

En cuanto a las obligaciones de la empresa y de los 
trabajadores en lo que cotizaban antes y lo que cotiza- 
mos ahora, yo he dicho, como impresión general, que 
además de lo que supone la cotización de la Seguridad 
Social y el querer negociar un sistema complementa- 
rio, lógicamente va a ser más gravoso tanto para la em- 
presa como para ellos mismos. En cualquier caso, esa 
mayor prestación que todos tenemos que hacer estará 
en función de cómo queremos que sea el sistema com- 
plementario. Por tanto, es muy difícil de evaluar y so- 
bre todo en este momento creo, como he dicho antes 
también, que no sería prudente hacer una valoración. 

En cuanto a cómo quedarían las prestaciones, yo me 
he referido antes sólo y exclusivamente a lo que sería 
nuestro deseo, y que conste que esto depende también 
de la voluntad de la representación de los trabajado- 
res, en lo que se refiere a los pasivos. No me he referi- 
do nunca a cómo pueden quedar los activos, porque la 
negociación es muy compleja y hay distintos temas que 
están en discusión y sobre todo en evaluación. El pra- 
blema cuando se quiere hacer -que es lo que 
pretendemos- un sistema de previsión social seguro, 
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que ya nunca vuelva a ocurrirle a la Compañía Telefó- 
nica ni dentro de 20 años, aunque yo no voy a estar por 
supuesto, que tenga que revisarlo, que sea viable de ver- 
dad, eso supone unos cálculos actuariales complejos. 
Estamos, por supuesto, asesorados de los mejores téc- 
nicos actuariales que hay en España, tanto los sindi- 
catos como nosotros, y las discusiones a veces son 
tremendamente técnicas. Pero volviendo al caso de los 
pasivos, que es el colectivo -y perdonen la expresión 
y lo digo entre comillas-, «más indefenso», porque no 
están en la mesa de las negociaciones -no tienen per- 
sonalidad activa para discutir con la Compañía-, nues- 
tro deseo sería, si les parece bien a los trabajadores y 
a su representación, el que siguieran como están; sen- 
cillamente eso. 

Creo, señor Martínez-Campillo, que le he contesta- 
do a todas sus preguntas. 

Paso a contestar la intervención del señor Martínez 
Sieso. 

En primer lugar, le agradezco lo que me ha dicho de 
que está en su deseo, el que pronto lleguemos a un 
acuerdo, como también yo lo suponía, porque éste es 
un problema que no sólo afecta a la Compañía Telefó- 
nica, sino que tiene una cierta trascendencia y, además, 
con el solo hecho de que afectase a la Compañía Tele- 
fónica, que es un colectivo tan grande -pensemos en 
75.500 activos y 13.000 pasivos-, esto, de verdad, tie- 
ne una importancia enorme, aparte de lo que puede su- 
poner como impacto a la propia Compañía. Por tanto, 
yo le agradezco mucho sus manifestaciones de que de- 
searía que pronto llegásemos a un acuerdo. 

Vuelvo a repetirle que estoy impresionado por su 
magnífica información, cosa que también le agradez- 
co, porque esto supone un esfuerzo de ponerse a tra- 
bajar sobre un problema muy complicado. Pero en 
cuanto a lo que me dice del enriquecimiento, de ver- 
dad, señoría, es una expresión -perdóneme que se lo 
diga- que a mí no me parece adecuada, porque no se 
ha pretendido ningún enriquecimiento; lo único que se 
ha pretendido es cumplir las leyes. 

Concretamente, y relacionado también con el proble- 
ma que me planteaba del aval, perdóneme que le cite 
la sentencia del Tribunal Supremo, que es muy clara. 
Dice la sentencia del Tribunal Supremo que es eviden- 
te que no alcanza derecho alguno a solicitar en favor 
de la Institución Telefónica de Previsión otras aporta- 
ciones, por parte de la empresa recurrente, que aqué- 
llas legalmente previstas en el artículo 4 de la norma 
reglamentaria por la que se rige: solicitud que, según 
indica, asimismo, el tercer fundamento jurídico de la 
sentencia, constituye un problema de modificación nor- 
mativa no susceptible de enmiendas a través de la vía 
judicial. 

En resumen, yo creo que es el propio Tribunal Su- 
premo el que ha determinado que la conducta de Tele- 
fónica se ajusta a Derecho, por lo que, retomando el 
enunciado de su pregunta, yo creo que ha de concluir- 
se necesariamente afirmando que la Compañía Telefó- 
nica de España ni se ha beneficiado ni podía 

beneficiarse por la aplicación de los coeficientes reduc- 
tores y de que su aportación a la ITP fuera inferior a 
la que hace ahora la Seguridad Social, ya que la con- 
ducta de la Compañía Telefónica era en este tema de 
estricto cumplimiento de la legalidad. Además, le aña- 
do -esto ya no es de la sentencia del Tribunal 
Supremo- que el problema está en comparar cosas 
distintas, porque habría que compararlo en su conjun- 
to. Es decir, la Compañía Telefónica tiene un sistema 
de previsión social que en una de sus partes tiene un 
problema, que esta mañana ha sido objeto de análisis 
en esta Comisión, que es muy difícil de resolver por su 
complejidad técnica y jurídica, para el que confiamos 
en llegar a un feliz acuerdo, pero no es el único ni se 
acaba ahí, sino que tiene otra serie de prestaciones que 
componen este sistema de previsión social y que cuan- 
do lo resolvamos, me atrevería a afirmar, será digno 
de que otras compañías nos imiten en el futuro. 

Con esto, señor Presidente, creo que he contestado 
a las preguntas que me han realizado sus señorías. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor 
Velázquez-Gaztelu por la información abundante que 
nos ha suministrado sobre el tema objeto de la compa- 
recencia. 

Muchas gracias, señores diputados por su colabora- 
ción. Se va a levantar la sesión por cinco minutos para 
continuar con el segundo punto del orden del día, que 
es el debate sobre el proyecto de ley de Puertos y Ma- 
rina Mercante. (Pausa.) 

- APROBACION CON COMPETENCIA LEGISLATI- 
VA PLENA, A LA VISTA DEL INFORME ELABO- 
RADO POR LA PONENCIA, SOBRE PROYECTO 

RINA MERCANTE (FINAL) (Número de expedien- 
te 1211000079) 

DE LEY DE PUERTOS DEL ESTADO Y DE LA MA- 

El señor PRESIDENTE Vamos a continuar la sesión DIS siciones 
con el debate sobre el proyecto de Ley de Puertos del '$(&$:E; 
Estado y de la Marina Mercante. Finales, 

Derogatoria y La tramitación que vamos a realizar en el día de hoy Exposicidn de 
es la correspondiente a las disposiciones adicionales, Motivos 
transitorias, finales, derogatoria y la exposición de 
motivos. 

Se ha solicitado de esta Presidencia que se altere el 
orden de intervenciones para que sea el señor Mardo- 
nes el que defienda sus enmiendas en primer lugar. 

Para defender sus enmiendas al resto del proyecto 
de ley, a todo este tramo que acabo de señalar, tiene 
la palabra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA Las enmiendas que 
voy a defender traen causa -explico esto antes de en- 
trar en el detalle- de las enmiendas que ya habíamos 
tenido ocasión de defender y que estaban dirigidas fun- 
damentalmente al título preliminar de este proyecto 
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de ley. Se refieren a la consecuencia del detalle para 
que las capacidades de competencias que en este mo- 
mento tienen las comunidades autónomas no sufran 
mayor menoscabo del que nosotros estamos viendo que 
sufrirían de aplicarse y de aprobarse el proyecto de ley 
tal como viene en su texto. Están referidas también, 
señor Presidente, a tratar de que el Grupo mayorita- 
rio y el Gobierno comprendan y tengan entendimiento 
y reflexión sobre la situación del archipiélago canario, 
aunque podríamos decir lo mismo para el archipiéla- 
go balear, por la estructura insular, ya que aplicarle 
este proyecto de ley de puertos producirá unas tensio- 
nes sobre todo lo que son análisis de costes, tanto de 
mantenimiento de las instalaciones de las redes por- 
tuarias como el coste para los usuarios por la aplica- 
ción de las tarifas. 

Así, por ejemplo, nuestra primera enmienda núme- 
ro 189, a la disposición adicional novena, pretende una 
supresión que hace referencia en el texto a los artícu- 
los 4 . O  y 5 . O  del título preliminar. Tememos que si esto 
no se quita habrá un vaciamiento competencia1 de las 
comunidades autónomas. 

La enmienda 169, a la disposición adicional decimo- 
segunda nueva que nosotros pretendemos, señor Pre- 
sidente, viene a tratar de paliar en el archipiélago 
canario algo que nosotros creemos que debe reflexio- 
narse. Cuando se da en el texto el plazo máximo de du- 
ración de las concesiones en los treinta años, esto que 
nos parece perfectamente válido en el territorio penin- 
sular, salvo opinión mejor en contra por parte de cual- 
quier Grupo, donde hay territorio suficiente incluso en 
la retaguardia de las zonas portuarias para tener con- 
cesiones, almacenes de mercancías, etcétera, es impo- 
sible en el archipiélago canario, por una cuestión muy 
sencilla. El tráfico de mercancías en las líneas 
Península-Canarias va dirigido a las dos islas capitali- 
nas, a los dos puertos base territoriales, que son el 
puerto de La Luz en Las Palmas y el puerto de Santa 
Cruz de Tenerife. De toda la mercancía que llega para 
el archipiélago, solamente se distribuye en las islas ca- 
pitalinas la que va para éstas: Lo que va a las islas pe- 
riféricas, como allí las llamamos, o islas menores, se 
tiene que dejar en almacenes. ¿Qué ocurre entonces? 
Que esto obliga a tremendas inversiones en las redes 
comerciales. Por eso nosotros proponemos que la con- 
cesión sea por cincuenta años en lugar de por treinta, 
para que los períodos de amortización de tan costosí- 
sima red de instalaciones para las concesiones tenga 
un sentido lógico. Esto es lo que se deduciría tan sólo 
haciendo el análisis de ubicación territorial de las ins- 

1 talaciones de concesiones. En una red que tiene que ser 
distribuida por todas y cada una de las islas -no es 
un puerto para todo el archipiélago; son siete 
puertos-, si hay que tener concesiones administrati- 
vas para almacenamiento de materias de consumo en 
el archipiélago, obligatoriamente, y es obvio, hay que 
tener unas instalaciones cuya redistribución en el es- 
pacio y en el tiempo requieren unos períodos de con- 
cesión máximos. Esto que otras veces ha sido 

contemplado incluso en la antigua legislación de puer- 
tos francos de Canarias, ahora está ausente aquí. 

La enmienda número 170 es coinbidente con este 
principio del encarecimiento de los servicios por tari- 
fas en el archipiélago canario. En ella nosotros propo- 
nemos una disposición adicional nueva que tenga en 
cuenta, en primer lugar, que el tráfico de mercancías 
y de pasajeros entre las islas del archipiélago -no di- 
go entre Península u otro destino y el archipiélago, a 
los puertos base, sino dentro del archipiélago- quede 
exento del pago de tarifas y de cualquier tributo por- 
tuario, porque, si no, estaríamos penalizando a las is- 
las periféricas por lo que nosotros denominamos el 
coste de la insularidad, es decir, un doble transbordo, 
un doble tránsito de origen a primer puerto base ca- 
nario y de éste a los secundarios y terciarios de la red 
del archipiélago. Aquí hay un gran meollo, porque de 
no ser atendido esto el índice de precios al consumo, 
las repercusiones de la doble insularidad y los costes 
por las actuaciones tarifarias portuarias serían verda- 
deramente un gravamen de penalización. 

Por tanto, pretendemos que la ley recoja este hecho 
del coste de la doble insularidad, que no tiene por qué 
ser asumido como se viene haciendo en la política de 
unificación de precios de otros servicios. El Gobierno 
-y justo es decirlo- desde mucho tiempo atrás ha te- 
nido siempre una consideración especial en los diferen- 
ciales de precios, como ocurre, por ejemplo, con la 
energía; el precio del combustible es exactamente igual 
en todas las islas Canarias, aunque la refinería esté so- 
lamente en una isla. Los costes de la energía están igua- 
lados con el de la Península y el sistema eléctrico 
nacional hace la compensación tarifaria correspondien- 
te para evitar lo que sería un agravio comparativo o 
una penalización. 

La enmienda 171 va en la misma línea, para que las 
operaciones de estiba y desestiba en los puertos cana- 
rios no den origen a una sobrecarga de costes en todas 
estas operaciones, y, por tanto, que lo que reguló en 
su día el Real Decreto-ley de 23 de mayo de 1986 res- 
pecto a estas labores de carga, estiba, desestiba, etcé- 
tera, sea objeto de una consideración específica dentro 
de la legislación para evitar los sobrecostes que se es- 
tán produciendo. 

La enmienda 190, señor Presidente, pretende que se 
incorpore una disposición adicional decimotercera 
-nueva disposición- en la que consideramos las com- 
petencias que tienen las comunidades autónomas. Trae 
causa de otra enmienda que ya habíamos defendido an- 
teriormente en la que pedíamos que ya que se había 
conseguido que puertos como el de Barcelona, el de Bil- 
bao, el de Valencia y el de Huelva tuvieran un régimen 
de autonomía que pareciera satisfactorio, esto pudie- 
ra ser, primero, mantenido y no proscrito aquí con es- 
te nuevo proyecto de ley; y, segundo, ampliado a 
aquellos puertos restantes del Estado español en los 
que creemos que un régimen de autonomía es lo sufi- 
cientemente defendible y necesario para su eficacia en 
el tiempo. 
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En la enmienda 191, a la disposición derogatoria, nú- 
mero 2, párrafo quince, proponemos una modificación 
cuando se hace referencia a la Ley 2711968, sobre Jun- 
tas de Puertos y Estatuto de Autonomía, para que no 
se produzca ningún daño jurídico ni a los puertos autó- 
nomos ni a las competencias de gestión portuaria, con 
las complicaciones jurídicas que eso puede tener para 
las comunidades autónomas respectivas. 

La enmienda 192, señor Presidente, propone una dis- 
posición final cuarta, nueva, que propone que el Go- 
bierno, a la vista de toda la experiencia recogida, dentro 
de la nueva legislación permita una nueva organización 
portuaria del Estado y clasificar como puertos autó- 
nomos aquellos organismos portuarios cuyas caracte- 
rísticas y volumen de tráfico lo justifiquen. 

Nosotros, señor Presidente, al aplicar una nueva ley 
ante la que hemos mostrado nuestras reticencias, nos 
damos cuenta de que, por un lado, hay sustracción de 
competencias de las comunidades autónomas; que, por 
otro, nos encontramos con la peculiaridad de que en 
las comunidades achipielágicas, Baleares y Canarias, 
la red de carreteras no es competencia del Estado, y 
como vemos que en el artículo 5, referido a puertos de 
interés general, una de las condiciones que se definen, 
concretamente en el apartado e), es que estén conecta- 
dos directamente con las infraestructuras estatales de 
carretera o de ferrocarril, pues bien, como no hay fe- 
rrocarril en el archipiélago, resulta que la Comunidad 
Autónoma de Canarias tiene transferida la competen- 
cia sobre las carreteras. En Canarias no existe en este 
momento infraestructura estatal de carreteras. Hay un 
contencioso abierto con el Ministerio de Obras Públi- 
cas y Transportes y con el Ministerio de Economía y 
Hacienda para encontrar una solución a este grave pro- 
blema, pero la realidad es que no hay red estatal de ca- 
rreteras. Entonces, parece extraño que el Estado tenga 
una red de puertos, que los intercomunica en determi- 
nadas islas, y resulta que la intercomunicación es a tra- 
vés de una carretera que no es del Estado, sino de la 
propia Comunidad Autónoma. 

Todo esto, señor Presidente, hace que nuestras en- 
miendas tengan un marco unitario dentro de los inte- 
reses que tratamos legítimamente de defender para que 
se tengan en cuenta cuando una ley de este calibre tra- 
ta de aplicarse a un territorio discontinuo, como es el 
archipiélago, que tiene que estar necesariamente aten- 
dido en todas y cada una de sus islas por un puerto e 
interconexionarlo con lo que llamamos la red de puer- 
tos insular e interinsular. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a dar la palabra al 
representante del Grupo Popular para que defienda las 
enmiendas también a las disposiciones transitorias, fi- 
nales, adicionales y derogatoria, así como al título del 
proyecto. 

El señor FERNANDEZ DE MESA Y DIAZ DEL RIO 
El Grupo Parlamentario Popular ha presentado a la dis- 
posición adicional cuarta la enmienda número 525, de 

supresión. Entendemos que es lógica la cooperación y 
colaboración entre todos los ministerios, tanto de 
Obras Públicas y Transportes como de todos los demás. 
No lo consideramos norma propia de una ley, porque 
se sobreentiende que todos los ministerios en un mo- 
mento determinado tienen que cooperar, ayudarse 
unos a otros, tal y como está sucediendo con la actual 
ley y como ocurre con otros ministerios. 

A la disposición adicional quinta, tres, proponemos 
una modificación. El texto diría: «El Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes, en caso de conflicto in- 
ternacional declarado o en situaciones en que España 
deba asumir compromisos suscritos de carácter inter- 
nacional, desarrollará las normas y procedimientos 
precisos para: )) 

Nosotros entendemos que en el primer apartado so- 
bra «situaciones de crisis», puesto que el conocimien- 
to por parte del Ministerio de Defensa de los efectivos, 
características y situación de la flota mercante, así co- 
mo la aportación de contingentes de dicha flota a la Ar- 
mada ya queda reflejado en el punto tres, al inicio, 
cuando se habla de conflicto internacional. 

Lo mismo ocurre en el segundo punto, porque nos 
parece una redundancia. Nuestra enmienda no signi- 
fica más que la abreviación, una mejora técnica: «Im- 
poner obligaciones de servicio público por motivos de 
defensa nacional, sin perjuicio de las indemnizaciones 
que pudieran resultar aplicables conforme a la legis- 
lación vigenten. Aquí quiero hacer un inciso diciendo 
que son completamente distintas las situaciones que 
se puedan producir según sean debidas a defensa na- 
cional o debidas a conflictos internacionales. 

En el siguiente apartado, según nuestra enmienda, 
se mantiene el texto del proyecto: «Disponer que toda 
empresa naviera española con sucursales o centros de 
actividad situados fuera del territorio nacional contri- 
buya con sus medios al mantenimiento del sistema y 
necesidades de la defensa nacional». Lo mismo suce- 
de en el cuarto punto. Sin embargo, en el último, pro- 
ponemos la siguiente redacción: <( La comunicación por 
los capitanes de los buques mercantes españoles que 
se encuentren en navegación de su posición geográfi- 
ca a la Dirección General de la Marina Mercante, dan- 
do ésta cuenta de dicha información al Cuartel General 
de la Armada». Nosotros entendemos que las presta- 
ciones de carácter obligatorio deben quedar limitadas 
a conflicto internacional declarado o a situaciones en 
que España tenga que asumir por compromisos sus- 
critos de carácter internacional. 

En la disposición adicional sexta, que habla de trans- 
formaciones de las juntas de puertos y puertos autó- 
nomos, nosotros proponemos la supresión en el título 
y a lo largo de toda la disposición de las referencias 
a las entidades públicas Puertos Autónomos; todo ello 
de acuerdo con lo que ha sido y con lo que es la teoría 
y la tesis que mantiene el Grupo Parlamentario Popu- 
lar en cuanto a puertos autónomos y puertos autonó- 
micos, que es dejar fuera de la reorganización del 
sistema portuario que se propone en la ley a los cua- 
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tro puertos autónomos existentes en la actualidad, cu- 
ya organización, en la línea de los países occidentales, 
ha dado resultados positivos y ha demostrado su efi- 
cacia. Prueba de ello es que los puertos autónomos de 
Barcelona, Valencia, Huelva y Bilbao han demostrado 
a lo largo de los tiempos que son capaces de autofinan- 
ciarse y, quizá, aquí esté una vez más el quid de la cues- 
tión entre la ley de Puertos que propone el Grupo 
Parlamentario Popular, o las ideas que tiene el Grupo 
Parlamentario Popular sobre la ley de Puertos, y la ley 
que nos presenta el Grupo Parlamentario Socialista que 
pretende, sin lugar a dudas, tener un control absoluto 
sobre todos los puertos del Estado -ya sean autóno- 
mos, de dependencia autonómica o cualquiera que 
fueren- desde un organismo central, en lugar de de- 
jarlos funcionar con autonomía propia como ocurre en 
los países occidentales de nuestro entorno. 

El apartado uno de esta disposición adicional sexta 
se refiere al artículo 34 (Régimen personal) y nosotros 
proponemos añadir un nuevo párrafo que diga: «Por 
Real Decreto o norma autonómica se determinará qué 
puertos no se transformarán en autoridad portuaria 
por no reunir los requisitos previstos para ellos en es- 
ta ley. Esta decisión se hará pública a partir de la pu- 
blicación en el “BOE” de esta ley y antes de que entre 
en vigor». Ello en coherencia con las enmiendas que 
hemos presentado al articulado. 

La enmienda al punto cuatro, apartado 3), de esta dis- 
posición adicional sexta propone sustituir a partir de 
(( ... asignándoles la tarea ... )) por lo siguiente: «asignán- 
doles puestos de trabajo cuyas funciones serán las pro- 
pias de su titulación, experiencia y cuerpo o escala de 
origen. Este personal laboral no podrá ser objeto de 
despido salvo por motivos disciplinarios». Y es que, en 
materia de personal funcionario -que es el que hasta 
ahora venía existiendo en las juntas de puertos-, nos 
podemos encontrar con que, una vez que ese personal 
funcionario pase a la escala laboral, tenga cantidad de 
problemas derivados de una serie, no de privilegios, si- 
no de derechos adquiridos desde su ingreso en la esta- 
la de funcionarios. Se me ocurre un ejemplo que ya he 
puesto en otra ocasión, y es el caso concreto de los chó- 
feres, plantilla que, en la mayoría de los casos,.perte- 
nece al antiguo personal funcionario que ocupa este 
lugar en el escalafón y que, si se vieran transferidos 
a personal laboral y no se recogieran directamente cuá- 
les son sus atribuciones, pasarían a engrosar, dentro 
del catálogo de puestos de trabajo de la escala laboral, 
el puesto de conductores, y podrían ser conductores 
de carretillas, de grúas o de cualquier otro tipo de ar- 
tefacto que fuera susceptible de manejar por un con- 
ductor. Ese es el ejemplo que se me ocurre como más 
indicativo, pero, evidentemente, puede pasar también 
en otros niveles, como puede ser en el Cuerpo de Deli- 
neantes de Obras Públicas, que tienen la misma cata- 
logación, coeficiente 2,3 y nivel C de la escala 
administrativa de la Función Pública, cuando su fun- 
ción no es administrativa sino técnica, y, sin embargo, 
estarían catalogados exactamente igual que lo puede 

estar un oficial administrativo con coeficiente 2,3, o con 
nivel C, dentro de la Administración del Estado; hay 
múltiples ejemplos. Otro puede ser el de los integra- 
dos en el nivel B, al que pertenecen tanto los ingenie- 
ros técnicos como, por ejemplo, los hoy pertenecientes 
al Cuerpo de Gestión de la Administración del Estado. 
Deben tener una titulación determinada para un nivel 
determinado, y evidentemente, un ingeniero técnico de 
obras públicas que esté destinado en una junta de obras 
del puerto no puede desempeñar el cargo de 
depositario-pagador, o no puede desempeñar el cargo 
perteneciente al Cuerpo de Gestión, puesto que su fun- 
ción y misión es técnica, y la misión de un depositario- 
pagador, dentro de ese mismo nivel B, no sería acorde 
con la preparación que él tiene. 

Por tanto, con esta enmienda, mi Grupo lo único que 
hace es recoger, en primer lugar, los derechos adqui- 
ridos del personal funcionario, y, en segundo lugar, que 
se respete no sólo su categoría, su nivel, su sueldo, su 
antigüedad y sus trienios, sino que, además, se respe- 
te el puesto de trabajo que venía desempeñando, para 
que sea el mismo que desempeñe en el futuro. 

Pedimos la supresión del punto cinco de esta dispo- 
sición adicional sexta, en coherencia con otra enmien- 
da presentada que creo no ha sido aceptada, pero que 
espero que, en el trámite del Senado, tenga la posibili- 
dad de ser rectificada, y no es más que hacer depen- 
der de la Marina Mercante al Cuerpo de Técnicos 
Mecánicos en Señales Marítimas. Nuestro Grupo cree 
que, puesto que de este Cuerpo depende la seguridad 
de la navegación dentro y fuera del puerto, ya que de 
ellos dependen las balizas, las sirenas y los faros, así 
como su regulación e incluso su funcionamiento, lo 1ó- 
gico sería que estuvieran recogidos dentro de ese nue- 
vo cuerpo de la Marina Mercante que piensan crear con 
titulados hasta ahora sólo de nivel A, es decir, titula- 
dos superiores, carentes, desde nuestro punto de vis- 
ta, de una función vital, cual es la de sustento y apoyo 
de titulados del nivel B y titulados del nivel C. No se 
concibe la creación de un cuerpo del máximo nivel, de 
un cuerpo de gestión, como puede ser el de los titula- 
dos superiores, sin que tengan, en un momento deter- 
minado, el apoyo para poder descargar funciones o 
poder distribuir trabajo en titulados pertenecientes al 
nivel B -titulados de grado medio-, o en titulados per- 
tenecientes al nivel C que, en este caso concreto, serían 
los técnicos mecánicos en señales marítimas. Esto sig- 
nifica tan sólo continuar con la organización jerárqui- 
ca de los Cuerpos del Estado de los organismos 
dependientes de la Función Pública que el propio Go- 
bierno está respetando hoy en día. Nosotros entende- 
mos que los técnicos mecánicos en señales marítimas 
estarían perfectamente encuadrados dentro de ese 
Cuerpo con nivel C de la Administración del Estado. 

La enmienda a la disposición adicional séptima es de 
supresión, de acuerdo con las enmiendas de los ar- 
tículos anteriores, en donde se habla de la asignación 
de las tareas y funciones que correspondan a su titu- 
lación y capacidad profesional. Es un poco redundar 
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siempre que aparezcan menciones a personal en estos 
lugares. (El señor Vicepresidente, Roncero Rodríguez, 
ocupa la Presidencia.) La enmienda al apartado tres.3 
de esta disposición adicional séptima es de modifica- 
ción, porque consideramos -por el mismo motivo que 
en la anterior- que los derechos adquiridos deberían 
de mantenerse. 

Señor Presidente, yo quisiera hacer una pregunta por 
una cuestión de orden, y es ¿quién pasa a presidir la 
Comisión? 

El señor VICEPRESIDENTE (Roncero Rodríguez): 
El Vicepresidente primero. 

El señor FERNANDEZ DE MESA Y DIAZ DEL RIO: 
Es que como también es ponente ... (El señor García- 
Arreciado Batanero: Luego baja del estrado.) iAh!, lue- 
go baja. (Un señor Diputado de los bancos socialistas: 
¿Es nuevo?) No, no soy nuevo: lo que pasa es que no 
soy miembro de la Comisión de Industria. Tan sólo lo 
soy para asuntos puntuales; quizá ahí esté la expli- 
cación. 

La disposición adicional novena, en su página 46, re- 
cogida en el texto antiguo, habla del mantenimiento de 
la titularidad de las comunidades autónomas en mate- 
ria portuaria. Nuestro Grupo, en coherencia con lo que 
ha sido el propio desarrollo de los debates de este pro- 
yecto, propone la supresión del inciso que dice: «Sin 
perjuicio de la posibilidad de aplicación en el futuro 
de lo establecido en sus artículos 4 y 5.2».  Nosotros en- 
tendemos que la entrada en vigor de la presente ley no 
afectará a la titularidad de las comunidades autóno- 
mas sobre todos aquellos puertos e instalaciones 
marítimas incluidas expresamente en los correspon- 
dientes decretos de transferencia, etcétera. Por ello, so- 
licitamos la supresión del primer párrafo, en el que se 
hace referencia a la posibilidad de aplicación en el fu- 
turo de lo establecido en los artículos 4 y 5.2, es decir, 
la posibilidad de que, en el futuro se modifiquen las 
competencias que en materia de puertos que ya han si- 
do transferidas a las comunidades autónomas, y éstas 
se puedan ver privadas de su gestión, al pasar el puer- 
to a ser de competencia del Estado. 

La enmienda a la disposición adicional decimoprime- 
ra trata de suprimir la referencia al Ente Público Puer- 
tos del Estado, de acuerdo con lo que es nuestra 
filosofía a lo largo del debate del proyecto. 

En la disposición adicional decimosegunda (nueva) 
I pedimos que la redacción quede de la siguiente mane- 
ra: «Las autoridades portuarias podrán delimitar áreas 
específicas dentro de la zona de servicio para la orde- 
nación e implantación de actividades de intermodali- 
dad y logística y de primera transformación. A to- 
dos los efectos de lo establecido en la legislación so- 
bre el servicio público de estiba y desestiba, una vez 
delimitadas, dichas áreas no se sujetarán a la legisla- 
ción sobre el servicio de estiba y desestiba.» 

Entendemos que todos los puertos de los países oc- 
cidentales desempeñan un papel importantísimo como 

centros de intermodalidad y logística. Y quizás aquí 
quepa hablar de lo que en la Ponencia se había habla- 
do sobre las diputaciones provinciales, que en algún 
momento determinado podrían ser directamente par- 
tícipes de la intermodalidad y logística que pueda re- 
sultar, sobre todo por carretera. Creo que éste era 
precisamente un inciso que hacía el Grupo Parlamen- 
tario Socialista que, de momento, no sé si ha sido re- 
cogido mediante enmienda transaccional. 

A fin de que en los puertos españoles puedan desa- 
rrollar también este tipo de actividades en unas con- 
diciones similares a las del resto de Europa, es 
necesario prever para estos fines la delimitación de 
unas áreas específicas no sujetas a la legislación sobre 
el servicio público de estiba y desestiba. Esto se justi- 
fica por la necesidad de adaptar la legislación españo- 
la a las directrices comunitarias en materia de 
competitividad y libre circulación, recientemente con- 
firmada en cuanto a trabajos portuarios monopolísti- 
cos por pronunciamiento. 

Como disposición adicional decimotercera (nueva) 
proponemos la siguiente: «En los puertos de las islas 
Canarias será de aplicación el siguiente régimen» -es 
interesante hacer mención a las islas Canarias en una 
ley de puertos como ésta-: 

El tráfico de mercancías y pasajeros entre las 
islas del archipiélago estará exento del pago de tarifas 
y de cualquier clase de tributos por servicios por- 
tuarios. 

Las tarifas por operaciones de transbordo y trán- 
sito de mercancías serán aprobadas por los consejos 
de administración de las autoridades portuarias, sin 
sujeción a los límites a que se refiere el artículo 70.2. 

3. El límite mínimo de las tarifas por servicios por- 
tuarios a que se refiere el artículo 70.2 tendrá una re- 
ducción del 25 por ciento. 

4. Las autoridades portuarias de Canarias están 
exentas de la aportación de recursos a los fondos de 
contribución y financiación a que se refieren los ar- 
tículos 46 y 47 de esta ley. 

5. El Gobierno habilitará, a través de los Presupues- 
tos Generales del Estado, la dotación de recursos a las 
autoridades portuarias que compensen las exenciones 
a que se refieren los números 1 y 4 de esta disposición.» 

Consideramos necesario adoptar estas medidas te- 
niendo presente las circunstancias espEciales de las is- 
las Canarias. 

Proponemos una disposición adicional decimocuaf- 
ta (nueva) con el siguiente texto: «En las islas Canarias 
el plazo máximo de duración de las concesiones podrá 
exceder, en función de los usos a que las mismas se des- 
tinan, del límite establecid8 por el artículo 66.2 de la 
Ley de Costas, sin rebasar los cincuenta años.» La jus- 
tificación estriba en tener en cuenta las especiales con- 
diciones de las islas Canarias, que hacen necesarias 
inversiones en instalaciones difíciles de amortizar, si 
no se prevén soluciones como las que se proponen, con 
la consiguiente repercusión negativa en el consumidor 
final. 

U 1. 

2. 
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En la disposición transitoria segunda proponemos 
modificar el punto uno con la siguiente redacción: «El 
servicio de practicaje se prestará, con el régimen y obli- 
gaciones establecido en el Reglamento General de Prac- 
ticaje +probado por Decreto de 4 de julio de 1958, 
mientras no se modifique, en cuanto no se oponga a lo 
previsto en la presente ley», por coherencia, por su- 
puesto, con otras enmiendas que hemos presentado. 

Nuestra enmienda a la disposición transitoria segun- 
da, dos, es de modificación, con el siguiente texto: « A  
partir del momento de la aplicación del sistema tari- 
fario a que se refiere el artículo 91 quedará sin vigen- 
cia la tasa parafiscal denominada “sexto de practicaje”. 
En cualquier caso, la fórmula para el cálculo de las ta- 
rifas deberá incluir las aportaciones que con cargo a 
dicha tasa se destinen actualmente a satisfacer las obli- 
gaciones contraídas con el Instituto Social de la Mari- 
na y Mutualidad Benéfica de Previsión Social de los 
prácticos de puerto de España. )) Nuestra justificación 
es por coherencia con otras enmiendas. 

Solicitamos la supresión de la disposición transito- 
ria segunda, puntos tres, cuatro, cinco, seis y siete. 

A la disposición transitoria tercera proponemos aña- 
dir un párrafo cuatro, con el siguiente texto: «Quedan 
excluidas de la consideración de actividades integran- 
tes del servicio público de estiba y desestiba de buques, 
regulado por el Real Decreto-ley de 23 de mayo de 1986, 
número 2186, las labores de carga, descarga, estiba, de- 
sestiba y transbordo de mercancías, objeto de tráfico 
marítimo entre las islas del archipiélago canari0.n Los 
costes portuarios interinsulares canarios pueden ci- 
frarse en 4.500 millones de pesetas. La más alta cuota 
o porcentaje la absorben los correspondientes a las ope- 
raciones a las que se refiere la enmienda, que alcanza 
el 31 por ciento de dichos costes, mientras que la tota- 
lidad de la tarifación portuaria por servicios genera- 
les y específicos no alcanza el 10 por ciento de dichos 
costes. 

Los costes adicionales y artificiales de la estiba y de- 
sestiba, consecuencia de la regulación del servicio pú- 
blico por la citada disposición, son muy superiores al 
importe global de la mencionada tarifación portuaria. 
Estos costes los soporta el consumidor canario y, do- 
blemente, la población de las islas menores. (El señor 
Presidente ocupa la Presidencia.) 

Como disposición transitoria decimoprimera (nueva), 
para salvaguardar el régimen especial de los puertos 
autónomos, a fin de impedir que puedan ser afectados 
negativamente por la centralización, burocratización, 
personalización y desprofesionalización que el proyec- 
to de ley instaura, habría que añadir la siguiente en- 
mienda: «Las entidades públicas Puertos Autónomos 
existentes a la entrada en vigor de la presente ley con- 
tinuarán rigiéndose por sus respectivos estatutos de 
autonomía, aprobados en ejecución del Título 11 de la 
Ley 2711968, de 20 de junio, hasta tanto no se modifi- 
que ésta expresamente para adaptarla a la nueva or- 
ganización portuaria del Estado. )) Vuelvo a incidir en 
la importancia que para nosotros tiene el preservar 

esos puertos autónomos y que en el futuro otros puer- 
tos, otros organismos que funcionan como autónomos, 
lleguen a gozar de plena autonomía, gracias a su eco- 
nomía saneada y a los balances finales anuales. 

En la disposición final primera suprimimos el pun- 
to uno, en concordancia con las enmiendas presenta- 
das a la sección l.a del capítulo 2 . O  del Título 1. 

Por lo que se refiere a la disposición final cuarta (nue- 
va) se propone una redacción diciendo: «El Consejo de 
Ministros, en el plazo de cuatro años, procederá a ela- 
borar el oportuno proyecto de ley para adaptar el ré- 
gimen de los puertos autónomos de la nueva 
organización portuaria y calificar como puertos autó- 
nomos aquellas autoridades portuarias cuyas caracte- 
rísticas y volumen de tráfico lo justifiquen.)) Se 
considera necesario -entendemos- disponer de un 
plazo mínimo de cuatro años para conocer los resulta- 
dos de la nueva organización del sistema portuario que 
pretende establecer el proyecto de ley y, a la vista de 
los mismos, adaptar a aquélla los estatutos de autono- 
mía de los actuales puertos autónomos, en forma que 
no se disminuya el alto grado de eficacia de gestión, 
autonomía y competitividad, conseguido en los mismos 
y que, asimismo, pueda adoptarse este sistema orga- 
nizativo que, como ya hemos dicho, está fuertemente 
implantado en el mundo occidental en aquellos otros 
puertos de interés general cuyas características y vo- 
lumen de tráfico lo justifiquen. 

En la disposición derogatoria 2 pedimos la supresión 
del apartado que hace referencia a la Ley de 16 de di- 
ciembre de 1964, sobre provisión de vacantes de prác- 
ticos de puertos. No sabemos a estas alturas qué tipo 
de negociaciones habrá establecido el Grupo Parlamen- 
tario Socialista con el colectivo de prácticos de puer- 
tos, que se consideraba hasta ahora totalmente 
afectado por la nueva Ley de Puertos, pero creo que 
merece la pena hacer una revisión sobre este aparta- 
do. En la discusión de la enmienda’transaccional que 
parece ser se nos va a presentar tendremos ocasión de 
debatirlo. 

Los apartados 14,15 y 19 del número 2 de la disposi- 
ción derogatoria quedarían redactados de la siguiente 
manera: «La Ley 111966, de 28 de enero, sobre régimen 
financiero de los puertos españoles y su reglamento, 
excepción hecha de sus aplicaciones a las entidades pú- 
blicas y puertos autónomos. La Ley 2711968, de 20 de 
junio, sobre juntas de puertos y estatuto de autonomía, 
excepción hecha de su Título II en lo que afecta a las 
entidades públicas Puertos Autónomos. La Ley 1811985, 
de 1 de julio, por la que se modifica la Ley 111966, de 
28 de enero, sobre régimen financiero de los puertos 
españoles, excepción hecha de su aplicabilidad a las en- 
tidades públicas Puertos Autónomos.» 

Nuestra justificación es la de la concordancia con la 
nueva disposición transitoria decimoprimera que se 
propone. 

Esta,s son las enmiendas presentadas por el Grupo 
Parlamentario Popular en este último trámite del pro- 
yecto de ley de puertos. No obstante, quiero hacer dos 
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consideraciones finales. La primera es que estamos 
convencidos del esfuerzo que se realiza en esta Comi- 
sión para tratar de que se acepte el mayor número de 
enmiendas tendentes a mejorar, desde nuestro punto 
de vista, el proyecto de ley, pero también estamos con- 
vencidos de que la filosofía que ha regido en el Grupo 
Parlamentario Socialista al elaborar el presente pro- 
yecto de ley es completamente diferente a la filosofía 
que mantiene el Grupo Parlamentario Popular para una 
ley de puertos. Como es lógico, sería una incoherencia 
que nosotros no mantuviéramos aquellas de nuestras 
enmiendas que consideramos vitales o que el Grupo 
Parlamentario Socialista pudiera, en un momento de- 
terminado, tratar de aceptar aquellas enmiendas que 
para nosotros son trascendentales, como por ejemplo, 
la supresión del Ente Público Puertos del Estado. 

Por último, con relación a un episodio sucedido ayer, 
que nada tiene que ver con las enmiendas presentadas, 
para que conste en el «Diario de Sesiones», debo seña- 
lar que en modo alguno este portavoz del Grupo Parla- 
mentario Popular ha pretendido utilizar en término 
ofensivo la «ley Corcuera», ni muchísimo menos, y que 
en todo caso el Grupo Parlamentario Popular es suma- 
mente respetuoso con el Ministro de turno y con todas 
aquellas personas del Gobierno que representan las ins- 
tituciones del Estado. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el señor Re- 
coder para que defienda las enmiendas, del Grupo 
Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió), compren- 
didas entre las números 342 a 382, excepto las núme- 
ros 35 1,352 y 353, que fueron votadas en su momento. 

El señor RECODER 1 MIRALLES Señor Presiden- 
te, voy a intentar ser breve, porque los argumentos en 
este momento del debate obligatoriamente son reite- 
rativos, puesto que estamos tratando de las disposicio- 
nes adicionales, transitorias, finales y derogatoria que 
inciden en aspectos anteriores del proyecto de ley. 

La enmienda número 342, del Grupo Parlamentario 
Catalán (Convergencia i Unió), a la disposición adicio- 
nal quinta, punto tres, pretende introducir una defini- 
ción de carácter objetivo de las situaciones de crisis 
que como concepto jurídico indeterminado allí cons- 
ta, dado que dichas situaciones comportan importan- 
tes obligaciones para con las empresas navieras 
estatales. Por tanto, pensamos que dichas situaciones, 
en base a la definición que proponemos, deberían ser 
objetivables. 

A continuación, tenemos una serie de enmiendas 
-desde la 358 a la 373- que se refieren a los prácti- 
cos de puerto, asunto que tratamos al debatir il ertí- 
culo 90 del proyecto de ley, y que concretamente en este 
caso pretenden nada más y nada menos que se respete 
la función que realizan estos prácticos en la nueva ley, 
así como lo que podríamos denominar su puesto de 
trabajo. 

Las enmiendas números 355 y 356, reiterativas con 
una de las líneas de modificación del proyecto de ley 

que ha defendido nuestro Grupo Parlamentario a lo lar- 
go del debate, se refieren a las funciones o competen- 
cias en materia de salvamento marítimo. Con estas 
enmiendas, y en coherencia -como decía- con otras 
anteriormente defendidas, se pretende -con la 355- 
la transferencia de los medios materiales a las comu- 
nidades autónomas con competencia en materia de sal- 
vamento marítimo, para realizar dicha función 
convenientemente. Con la enmienda número 356, que 
pretende añadir una nueva disposición adicional, que 
sería la duodécima, se propone que se transfieran tam- 
bién los medios personales al alcance del Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes, para hacer efectivo el 
cumplimiento por parte de las comunidades aut*Ónomas 
de sus competencias en esta materia de salvamento ma- 
rítimo. Entendemos que el proyecto de ley obliga a una 
reorganización de los Ministerios afectados, y en con- 
creto de la Marina Mercante. Pensamos que es éste un 
buen momento para realizar la transferencia de medios 
personales y reales a las comunidades autónomas pa- 
ra el ejercicio de competencias en esta materia. 

Las enmiendas número 343,344, 345, 346, 354,376, 
377, 378, 379, 380 y 381 se sitúan dentro de lo que po- 
dríamos considerar más estrictamente el ámbito com- 
petencial en materia portuaria, de un lado, y, de otro, 
en lo que es la estructura de administración portuaria 
que define el proyecto de ley y que ha sido suficiente- 
mente debatida en anteriores trámites. En el primer 
bloque de estas enmiendas pretendemos salvar los 
puertos autónomos de la obligada reconversión que se 
va a producir como consecuencia de la aprobación del 
proyecto de ley. Este Grupo Parlamentario ya ha ma- 
nifestado en trámites anteriores que piensa que los 
puertos autónomos es una figura que ha funcionado co- 
rrectamente durante muchos años en nuestro país, y 
que, por tanto, no tiene sentido alguno sustituirla por 
una figura centralizada de gestión. Por consiguiente, 
con nuestras enmiendas realizamos un último intento 
para salvar estos puertos del proceso centralizador a 
que obliga el proyecto de ley. Dentro de este mismo blo- 
que de enmiendas competenciales, la número 354, que 
hace referencia a la disposición adicional novena, man- 
tenimiento de la titularidad de las comunidades autó- 
nomas en materia portuaria, pretende suprimir la 
mención al artículo 4 del proyecto de ley. El artículo 
4 del proyecto de ley prevé la posibilidad de la trans- 
formación de lo que se denomina instalaciones maríti- 
mas en puertos marítimos. Con nuestra enmienda 
introducimos una salvaguardia competencial para que, 
por la vía del cambio de calificación, no se pueda pro- 
ducir un cambio de adscripción competencial de dichas 
instalaciones. 

La enmienda número 374 a la disposición transito- 
ria cuarta, punto uno, la presentamos en coherencia 
con la enmienda al artículo 14, punto 4, que establecía 
que el canon debía ser recaudado y gestionado por el 
Ente Público Puertos del Estado en aquellos puertos 
de competencia de las comunidades autónomas. En las 
últimas líneas de este apartado uno se establece la ex- 
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cepción de los cánones aplicables que se adaptarán a 
lo prevenido en esta ley y disposiciones que la desarro- 
llen, lo que significa la aplicación inmediata de ese ca- 
non a los puertos de las comunidades autónomas en 
la forma que prevé el proyecto de ley. Es cierto que du- 
rante el debate se ha introducido una enmienda que me- 
jora la redacción de ese precepto, del artículo 14, punto 
4, que prevé que el canon, en la forma que el proyecto 
contempla que se va a aplicar a los puertos de compe- 
tencia autonómica, sólo se aplicará a aquellos puertos 
que no constaran traspasados en los correspondientes 
decretos de transferencias -eso supone una mejora-, 
pero, sin lugar a dudas, se mantiene el problema en tan- 
to en cuanto los puertos que se han construido poste- 
riormente y que han sido autorizados por las 
comunidades autónomas serán puertos a los cuales se- 
rá de aplicación dicho canon. Por ello nosotros propo- 
nemos que dicho canon se aplique exclusivamente en 
los puertos de competencia estatal. Nos parece ése uno 
de los aspectos importantes del proyecto de ley en el 
ámbito competencial. 

Nuestras enmiendas 357,375 y 382 reinciden en otro 
aspecto que ya ha sido planteado a lo largo del debate, 
el de la sanidad marítima. concretamente, en la en- 
mienda 357 proponemos la creación del cuerpo médi- 
co de sanidad marítima por diversos motivos; en 
primer lugar, para dar cumplimiento a las aspiracio- 
nes legítimas del colectivo de personal laboral médico 
de sanidad marítima, actualmente adscrito al Institu- 
to Social de la Marina; para facilitar el cumplimiento 
de la normativa internacional en el campo de la salud 
de la gente del mar a través de un cuerpo estable de 
profesionales de la medicina que conozcan a fondo el 
mundo marítimo; también, para recgger el preceden- 
te de los directores médicos de sanidad marítima con- 
tinuado por el extinto cuerpo médico de la marina civil 
y dando un mayor énfasis, con la creación de este nue- 
vo cuerpo, al aspecto de la salud laboral marítima. 

La enmienda 375 se presenta en coherencia con la 
enmienda anterior. 

Por último en este ámbito, la enmienda 382 propone 
la adición de una disposición final cuarta (nueva) del 
siguiente tenor: «El Gobierno, en el plazo de un año des- 
de la fecha de entrada en vigor de la presente ley, y pre- 
via la emisión del dictamen preceptivo del Consejo 
Económico y Social, deberá regular la relación labo- 
ral de carácter especial del personal embarcado, tenien- 
do en cuenta, en todo caso, la seguridad e higiene del 
trabajo a bordo. )) 

Las enmiendas 347,348,349 y 350 pretenden evitar 
la extinción del Cuerpo de Técnicos Mecánicos de Se- 
ñales Marítimas que prevé el proyecto de ley, evitan- 
do su adscripción a las autoridades portuarias e 
incluyéndolo dentro de las competencias de la Direc- 
ción General de la Marina Mercante. 

. 

El señor PRESIDENTE: El Grupo Vasco (PNV) ha 
manifestado a esta Presidencia el mantenimiento de 

sus enmiendas y la aceptación de cualquier enmienda 
transaccional que se plantee en este debate. 

Por el Grupo CDS, el señor Martínez-Campillo había 
manifestado su deseo de intervenir para defender las 
enmiendas 871 a 895, exceptuada la 878, que se deba- 
tió y votó en su momento, además de las que se refie- 
ren a la exposición de motivos, de la 619 a la 656. Tiene 
la palabra. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA Interven- 
go en sustitución de mi compañero, el Diputado San- 
tos Miñón. Voy a ser breve en la medida en que él ya 
ha expuesto en esta Comisión las razones que llevaban 
a nuestro Grupo a la presentación de las enmiendas. 
Estas enmiendas son relativas a las disposiciones adi- 
cionales, transitorias, derogatoria, finales y a la expo- 
sición de motivos. 

La enmienda 87 1 de CDS hace referencia a la necesi- 
dad de incorporar una redacción distinta del aparta- 
do dos de la disposición adicional cuarta. Se trata de 
una enmienda de estilo que no merece mayor co- 
mentario. 

La enmienda 872 va dirigida a la disposición adicio- 
nal sexta, uno y dos. En ella se mantiene la filosofía, 
ya expuesta por el Diputado Santos Miñón, en nombre 
del Grupo CDS, de la necesidad del mantenimiento del 
sistema de puertos autónomos como un sistema que ha 
funcionado correctamente y su extensión a otros, pues- 
to que el régimen de puertos autónomos, insisto, ha 
mostrado sus bondades. 

La enmienda 873 tiene la misma justificación que la 
anterior. 

Las enmiendas 874,875,876 y 877 están conectadas 
entre sí. La enmienda 874 va dirigida a que se produz- 
ca una coherencia entre la ley de puertos que se está 
debatiendo y la futura ley que regulará el régimen de 
la función pública y del procedimiento administrati- 
vo. Se pretende además que el cómputo de las exceden- 
cias se haga de forma distinta a como se regula en la 
ley. En relación con este principio, se pretende además 
que, a la entrada en vigor de la presente ley, no se pue- 
da despedir a las personas que quieran cambiar del ré- 
gimen funcionaria1 al laboral con un coste bajo, sino 
teniendo en cuenta una serie de consideraciones a la 
hora de computar el tiempo trabajado o el tiempo en 
excedencia voluntaria. Como he señalado, éste es el ca- 
rácter de las enmiendas 874 a 877. 

La enmienda 878, como ha señalado el señor Presi- 
dente, ya fue defendida. 

La enmienda 879 se refiere a una disposición adicio- 
nal decimosegunda (nueva). Habla de que para la 
ordenación e implantación de actividades de intermo- 
dalidad y logística las autoridades portuarias y los 
puertos autónomos, dentro de la zona de servicio, po- 
drán delimitar áreas específicas. 

A partir de la enmienda 880 vienen otras relativas 
al régimen especial que se quiere configurar en esta 
ley de puertos para Canarias. Especial importancia 
concedemos a la enmienda 880, en la medida en que 
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se quiere paliar el régimen de doble insularidad y la 
repercusión que ello tiene en el coste de vida de las is- 
las Canarias. La enmienda 881 va también en este sen- 
tido, por lo que tiene la misma justificación. 

La enmienda 882 pretende que la relación laboral de 
los trabajadores marítimos se halle comprendida en el 
Estatuto de los Trabajadores como una relación espe- 
cial, bajo la denominación del estatuto del marino. En 
ella se detalla cuál sería el sistema de especialidad que 
pretenderíamos en el régimen laboral del estatuto del 
marino. 

La enmienda 883 hace referencia a lo que entende- 
mos que es un hueco dentro de la ley, la sanidad marí- 
tima y la regulación del cuerpo de médicos de sanidad 
marítima, entre otras. 

La enmienda 884, que será objeto de una transacción 
por parte del Grupo Socialista, habla del servicio de 
practicaje. Estamos a la espera de la transacción que 
ahora se expondrá. 

La enmienda 885 también se refiere al régimen es- 
pecial de Canarias y habla de los servicios de estiba y 
desestiba en el archipiélago. 

La enmienda 886 casi podríamos retirarla porque se 
refiere a hacer compatible la no extensión de las con- 
cesiones de dominio público por plazo superior a trein- 
ta  años con la aplicación del principio de 
irretroactividad que tienen las leyes, con ese mecanis- 
mo de flexibilidad que se suele encontrar a la hora de 
prorrogar determinadas concesiones en dominio públi- 
co. En principio, básicamente estamos de acuerdo con 
que no se prolonguen las concesiones en dominio pú- 
blico por plazo superior a treinta años. Por tanto, ex- 
plicado esto, podría retirarse perfectamente esta 
enmienda. 

La enmienda 887 hace referencia de nuevo a sanidad 
marítima. La enmienda 888 insiste en nuestra filoso- 
fía sobre puertos autónomos. La enmienda 889 es im- 
portante, y le damos especial énfasis, puesto que 
pretende la creación de un segundo registro en Cana- 
rias, y creemos que este sería un sistema beneficioso 
para el archipiélago. 

La enmienda 890 se refiere también a una cuestión 
de estilo jurídico, y es que aprovechemos la oportuni- 
dad de que se está regulando la Ley de Procedimiento 
Administrativo y Ley de Régimen Jurídico de las Ad- 
ministraciones Públicas y de procedimiento adminis- 
trativo común, para que siempre se haga referencia a 
esta nueva ley que se está discutiendo. 

La enmienda 891 pretende mantener una ley especial, 
que es la Ley Penal y Disciplinaria de la Marina Mer- 
cante de diciembre de 1955, hasta tanto no se recogen 
determinados tipos penales en el nuevo Código Penal 
para que no haya un hueco temporal, y por tanto no 
haya una laguna en las conductas antijurídicas que esta 
ley especial regula. 

Las enmiendas números 892, 893, 894 y 895 las da- 
mos por defendidas de acuerdo con las consideracio- 
nes que ha hecho nuestro compañero, señor Santos 
Miñón. 

Finalmente, sobre la exposición de motivos, quere- 
mos señalar, señor Presidente, que las enmiendas que 
comprenden desde la número 619 a 656, muchas de 
ellas son de estilo y de mejor redacción o de mejor téc- 
nica jurídica, mientras que otras hacen referencia a 
nuestra particular manera de observar cómo debería 
haberse regulado esta Ley de Puertos y de la Marina 
Mercante y que de alguna forma justifican la enmien- 
da a la totalidad que presentó el CDS. Por tanto, hago 
gracia a SS. SS. de no repetir los argumentos ya seña- 
lados por el señor Santos. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tie- 
ne la palabra don Isidoro Gracia. 

El señor GRACIA PLAZA Compartiré turno con mi 
compañero Victoriano Roncero. 

Yo me,voy a referir a las disposiciones adicionales 
primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y décima, así 
como a alguna de las nuevas planteadas por otros gru- 
pos; a las disposiciones transitorias segunda, séptima, 
octava, novena, décima y a la disposición final segun- 
da. Voy a hacerlo, como lo he hecho a lo largo de toda 
la ley, intentando tocar más que enmienda por enmien- 
da, aquellos temas que plantean las enmiendas. 

El primer tema que ha sido traído a colación en el 
debate de esta mañana ha sido el de la colaboración 
interministerial, y se decía que no era necesario que 
la ley la recogiera en los términos en que la recoge. En 
primer lugar, viene siendo una práctica relativamente 
habitual ver cláusulas de este estilo en las distintas le- 
yes que se han ido aprobando. Pero, en segundo lugar, 
lo adecuado de que figure lo da la aceptación que va- 
mos a hacer de la enmienda 871, del CDS, que efecti- 
vamente establece algo más, llega un poquito más lejos 
de lo que es la colaboración interministerial, y estable- 
ce, por ejemplo, el ámbito en que debe darse, y no es 
ajena a otras enmiendas formuladas, como la del Gru- 
po del PNV respecto a quiénes son los sujetos de esa 
posible colaboración. 

A este respecto simplemente quiero añadir un argu- 
mento que yo he venido defendiendo desde el princi- 
pio de la ley: el mar territorial es competencia del 
Estado; lo que flota, lo que está sobre el mar, en con- 
secuencia, debe ser objeto de leyes que se aprueben en 
esta Cámara. Esto es simplemente para que conste a 
los efectos subsiguientes, y estamos hablando, vuelvo 
a repetir, de seguridad marítima y de policía de Guar- 
dia Civil del Mar, por poner un ejemplo que recoja la 
terminología utilizada en la Ley de Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado. 

Yo creo que es un error plantear que algunas actua- 
ciones se desarrollen exclusivamente cuando haya un 
conflicto declarado, primero, porque no todos los con- 
flictos son evidentemente declarados y, segundo, por- 
que todo conflicto declarado tiene una fase previa de 
preparación en la que sería poco sensato en un país co- 
mo España no tomar algún tipo de medida o no ejecu- 
tar algún tipo de actuaciones. Por ello, desde el punto 
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de vista de la prudencia, mantenemos que el argumen- 
to que hay para suprimir esta parte de la ley no es 
adecuado. 

He observado un error en la disposición adicional no- 
vena. Hay un segundo párrafo en el dictamen de la Po- 
nencia que es absolutamente ajeno al redactado, no 
tiene nada que ver con esta ley: se ha debido colar en 
el ordenador algún párrafo. 

El señor PRESIDENTE: Está corregido ya en el in- 
forme definitivo. 

El señor GRACIA PLAZA: En el de la Ponencia no. 

El señor PRESIDENTE Lo que tiene S .  S .  en sus ma- 
nos es un borrador. Hay un informe definitivo de la Po- 
nencia en el cual se ha corregido este error y alguno 
otro que había. Muchas gracias, de todas formas. 

El señor GRACIA PLAZA Respecto al tema del sal- 
vamento marítimo, en vez de argumentar en contra de 
las enmiendas, yo quisiera argumentar a favor del ade- 
cuado mecanismo que nosotros prevemos, y lo voy a 
hacer con un documento que está en este momento en 
la Cámara, que ha sido publicado el 6 de mayo de 1992, 
que es el Convenio Internacional sobre búsqueda y sal- 
vamento marítimo de 1979, de Hamburgo, de 27 de 
abril del mismo año. Voy a utilizar la misma termino- 
logía que se utiliza para defender que lo que hemos he- 
cho y hemos aprobado hasta este momento y que está 
ya en el conjunto de la ley es lo correcto y no son co- 
rrectas algunas de las enmiendas que se mantienen pi- 
diendo disposiciones adicionales nuevas. 

Cuando se habla de la organización en el capítulo 2 
de este Convenio, se refiere en el punto 1 a alos servi- 
cios nacionales de búsqueda y salvamento marítimos ». 
En el apartado 2.2 se dice: aLas partes establecerán 6r- 
ganos nacionales para la coordinación global de los ser- 
.vicios de búsqueda y salvamento.» Y, por si hubiera 
alguna duda respecto a que lo que estamos aprobando 
es lo correcto, en el capítulo 3, apartado 3.1.1, se dice: 
«Las partes (que son los Estados) coordinarán sus or- 
ganizaciones de búsqueda y salvamento recomendán- 
dose que, siempre que sea necesario, coordinen las 
operaciones con las de los Estados vecinos. » La verdad, 
no veo a una lancha de salvamento de la Comunidad 
Autónoma gallega poniéndose en contacto con Londres 
para pedir autorización para entrar en las aguas terri- 
toriales del Reino Unido. Parece más razonable el me- 
canismo que hemos establecido de una gran entidad 
de nivel nacional con coordinación a nivel de todo el 
Estado. 
Así pues, este argumento evidentemente invalida 

aquellas enmiendas del Grupo Mixto, alguna del Gru- 
po Catalán y algunas otras que piden traspaso de me- 
dios, participación de las comunidades autónomas en 
el tema, incluso transferencias completas del tema de 
salvamento marítimo a las comunidades autónomas; 
es decir, parcelando algo que los convenios internacio- 

nales que en este momento se están discutiendo en la 
Cámara globalizan, y hay que recordar nuevamente que 
en los convenios internacionales el garante es la nación 
española, el Estado. 

Respecto al tema de los prácticos, hemos ofrecido, 
efectivamente, una enmienda transaccional que se co- 
rresponde con las números 538 a 544, del Partido Po- 
pular, 884, del CDS, 948 de Izquierda Unida, y 358 a 
373 de Convergencia i Unió. Como habrán podido ver 
SS. SS., esto intenta salvaguardar, en la medida de lo 
posible, los derechos adquiridos de los prácticos, pero 
compaginándolos con que los servicios que se presten 
sean adecuados y compaginándolos también con que 
el sistema de acceso para los nuevos prácticos que se 
vayan a incorporar sea ya el previsto en la ley. 

Hay un problema de concordancias que había mani- 
festado a la Mesa, que era que donde pone el artículo 
90.3 hay que poner artículo 102, en el apartado 2, y don- 
de al final, apartado 6, habla del artículo 91, hay que 
referirse al artículo 103. 

Por último, creo que es una buena garantía de que 
no va a haber arbitrariedad en el trato y así lo ha en- 
tendido el propio Cuerpo de Prácticos, porque en el ar- 
tículo 8 se dice que la gestión indirecta que va a llevar 
esa corporación solamente podrá ser retirada y lleva- 
da directamente por las autoridades portuarias cuan- 
do se den una serie de circunstancias que se establecen 
a lo largo de la enmienda transaccional. Entiendo que 
recoge perfectamente todas las inquietudes que tenía 
este Cuerpo y, en consecuencia, solicito que todas las 
enmiendas a las que he hecho referencia de los distin- 
tos grupos parlamentarios se retiren. 

Hay dos temas más que son la regulación laboral de 
carácter especial, estatuto del marino, en otras enmien- 
das, y el tema del cuerpo de sanidad marítima. Enten- 
demos nosotros, primero, que no son temas que se 
vayan a tratar en la Ley de Puertos y de la Marina Mer- 
cante, entre otras cosas porque está el Instituto Social 
de la Marina y está el Ministerio de Trabajo para aten- 
der ese tipo de cosas y también porque, al menos en 
opinión de este ponente, ojalá a los marinos se les pu- 
diera aplicar en sus estrictos términos el Estatuto de 
los Trabajadores y no ningún régimen especial. Yo creo 
que incluso sería conveniente que esas relaciones de 
carácter especial se apartaran lo menos posible de las 
relaciones normales y menos especiales. En todo ca- 
so, no es el ámbito de la ley y el rechazo de las enmien- 
das no es por el argumento que doy respecto de la 
aplicación de otros regímenes, como es el Estatuto de 
los Trabajadores, sino a que no es en esta ley donde 
deben ser contemplados estos temas. 

Hay una enmienda del CDS respecto a la creación del 
segundo registro de Canarias. Había anunciado ya el 
primer día que estaba en fase muy avanzada la ley co- 
rrespondiente y que está a punto de ir al Consejo de 
Ministros; en consecuencia, la enmienda 889 entende- 
mos que no tiene sentido admitirla. 

Por último, respecto a la disposición final segunda, 
que también se pretende que se elimine, simplemente 
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decir que es la percha de la que se pretenden colgar 
algunas mejoras para los juzgados marítimos y la ad- 
ministración de justicia dedicada al mar. Si lo supri- 
miéramos posiblemente tendríamos dificultades para 
colgar, vía reglamento, algunas de las mejoras que han 
sido, dicho sea de paso, demandadas por los que están 
en este momento sufriendo algunas de las dificultades. 
Estoy pensando, por ejemplo, en algunas sociedades de 
salvamento privadas que hay en este momento y que 
tienen dificultades para, a través de este mecanismo, 
poder cobrar sus rescates. Es intención mejorar el fun- 
cionamiento de esos juzgados y de esa administración, 
y si no disponemos de la percha que les da el segundo 
párrafo de la disposición final segunda, posiblemente 
el Gobierno tendría dificultades. 

Para terminar, voy a corregir la observación respec- 
to a la posible situación o posición despectiva de la Ley 
de Seguridad Ciudadana. Retiro mis observaciones, pe- 
ro mantengo una: es la Ley de Seguridad Ciudadana 
y reclamo, no solamente el título, sino la propiedad, 
porque las leyes no las hacen los Ministros, sino que 
las hacen las Cámaras. Esa parte la sigo manteniendo. 

El señor PRESIDENTE Sería, en todo caso, una pro- 

El señor Roncero tiene la palabra. 
piedad intelectual. 

El señor RONCERO RODRIGUEZ: Voy a completar, 
espero que con relativa brevedad, la intervención de 
mi compañero señor Gracia, refiriéndome al resto de 
las enmiendas presentadas a estas disposiciones adi- 
cionales, transitorias, derogatorias, finales y exposición 
de motivos. 

También haré una intervención de globalidad, dete- 
niéndome más en los temas que en las enmiendas con- 
cretas. En ese sentido, hay una enmienda común en 
varios grupos que trata de mantener en estas disposi- 
ciones la situación actual de Puertos Autónomos. Esa 
es una enmiench común en varios grupos, el Grupo Po- 
pular, PNV, Convergencia i Unió, AIC y la propia Unión 
Valenciana, no presente; es una pretensión común, pero 
después del debate habido a io largo del proyecto de 
ley, no ya en el de totalidad, sino :o largo de toda la 
Comisión, creemos que tenernos razones abundantes 
para mantener el modelo dc administración portuaria 
que el proyecto y el informe de la Ponencia definen. 

Lamentamos que el señor Fernández de Mesa no es- 
tuviera presente el otro día cuando se produjo este de- 
bate dentro del articulado sobre la administración 
portuaria porque, aunque supongo que lo conocerá, po- 
dría haber escuchado las referencias que hicimos des- 
de nuestro Grupo al propio modelo portuario de Galicia 
que, como incluso fue manifestado por el portavoz de 
su Grupo, parecía que había sido calcado del propio 
proyecto actual del Gobierno. 

Ahí están los «Diarios de Sesiones» y las posiciones 
de los grupos, pero en este debate se sigue confundien- 
do, en nuestra opinión retóricamente más que otra co- 
sa, el concepto de autonomía portuaria con el concepto 

de la titularidad y el de autonomía de la gestión con 
el de autonomía respecto al titular. La autonomía es 
un concepto relativo. Cuando se habla de los puertos 
autónomos, incluso de los españoles, quiere decir que 
tienen una autonomía relativa respecto a los otros puer- 
tos, pero no es una autonomía respecto al titular. Sim- 
plemente esa autonomía es en cuanto a la personalidad 
jurídica pero no en otra cosa, puesto que el titular su- 
pervisa y coordina la gestión de esos puertos autóno- 
mos, tanto aquí como en cualquier país donde existen 
puertos autónomos. 

¿Qué es lo que hace el proyecto de ley? Convertir eso 
en generalidad, es decir, lo que se pide por los grupos, 
que es mantener estos puertos autónomos; incluso al- 
gunos van más allá y piden que algunos puertos autó- 
nomos se extendieran en el futuro, eso es lo que hace 
este proyecto de ley con toc!os los puertos estatales. To- 
dos van a tener la máxima autonomía dentro de esa 
coordinación y esa supervisión global de un ente. Y es 
así porque es un ente público, sometido a un ordena- 
miento jurídico privado, que funcionará en régimen de 
«holding», como hemos venido diciendo, y que tendrá 
-como tienen los N holding» privados- las capacida- 
des de coordinación, supervisión y control de la ges- 
tión que tiene cualquier «holding» privado. 

Pusimos en el debate de totalidad, y volvemos a re- 
cordar aquí, el ejemplo del «holding» de Puertos Bri- 
tánicos de carácter privado, donde existe, un consejo 
de administración global, que seria el Consejo Rector 
del Ente en este caso, que es el que organiza la gestión, 
la supervisa, la controla, y existe un gerente y otro Con- 
sejo en cada puerto que hacen las funciones similares 
a las de aquí. Es decir, que creemos que éste es un de- 
bate que no es razonable, se confunden los términos 
y parece que estamos hablando de diferentes cosas, 
cuando si uno se lee pausadamente, sin reticencias y 
sin nada en contra, en principio, no ya con cariño, co- 
mo decíamos en el debate de totalidad, sino con impar- 
cialidad, no parece que se pueda deducir lo contrario, 
y más con las enmiendas que en el sentido de tranqui- 
lizar esas posibles suspicacias se han ido introducien- 
do en el propio debate de Comisión, donde se han 
aclarado los temas de participación en los consejos, et- 
cétera. ' \  

Por tanto, creemos que no tiene sentido seguir man- 
teniendo el régimen de Puertos Autónomos, porque 
también el otro día, incluso, me permití leerles un po- 
co la tabla de competencias de los puertos con autori- 
dades portuarias, que ven aumentadas sus 
competencias respecto a las que anteriormente tenían 
los puertos autónomos en algunas materias. No lo voy 
a repetir; está en el «Diario de Sesiones» de ese debate. 

Por tanto, creemos que no tienen sentido las emnien- 
das que proponen mantener ese régimen de Puertos 
Autónomos porque, como digo, ese régimen práctica- 
mente es extensivo a todos los puertos con esa super- 
visión, control y coordinación lógica del Ente Público 
Puertos del Estado. 

Hay otras enmiendas también comunes a algunos 
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grupos, como son, por ejemplo, las referentes a Cana- 
rias, a la consideración de los puertos canarios. Yo tam- 
bién diría, como ha aclarado aquí muy bien el señor 
Mardones, que no solamente a puertos caparios sino 
a puertos alejados de la península, como so'n los de Ba- 
leares o también de Ceuta y Melilla. 

Nosotros hemos introducido ya en el informe de la 
Ponencia dos disposiciones adicionales respecto a esos 
puertos, separando lo que es Baleares, Ceuta y Melilla 
de lo que es Canarias, porque pueden tener un trata- 
miento diferente y porque tienen una situación diferen- 
ciada. No es el mismo alejamiento ni las mismas 
condiciones en unos casos que en otros. 

Lo que hacemos no es detallar el procedimiento, si- 
no la salvedad de que tendrán un trato diferencial en 
el régimen de tarifas previstos en el articulado, en el 
artículo 70 concretamente y, en el caso canario, que ese 
régimen se extenderá incluso a los fondos de financia- 
ción y también a los regímenes de concesiones. Es de- 
cir, lo que hace la ley es garantizar, mediante estas 
disposiciones, que este trato diferencial está recono- 
cido por la ley y tendrá que hacerse. Lo que no se hace 
es la regulación precisa de ese tratamiento, que será 
cuestión de efectuarse a la vista de las circunstancias 
concretas de cada caso y de las negociaciones que en- 
tre las autoridades portuarias se produzcan para las 
consideraciones de esa discriminación positiva. 

Eso en cuanto a las enmiendas de tipo general res- 
pecto a un régimen diferenciado. Hay otras que se de- 
tienen en temas concretos, como es la exención de la 
estiba y desestiba en los puertos canarios, o como son 
los plazos de concesiones que son concreciones de un 
régimen que habría que establecer. Esas enmiendas va- 
mos a rechazarlas porque el tema de la estiba y deses- 
tiba, como S S .  S S .  conocen, es un tema delicado, 
negociado con mucho esfuerzo por parte de las autori- 
dades portuarias a lo largo de estos años, que está en 
una situación de tranquilidad y de regulación admiti- 
da por el sector y S S .  S S .  son conscientes de que segu- 
ramente con esta enmienda introducirían un 
desequilibrio y una desestabilización del sector en su 
conjunto y crearían conflictos de difícil solución. El tra- 
tamiento discriminatorio positivo es posible a través 
de otras medidas que no sea la exención de ese concep- 
to, porque, como digo, es un sistema que ha costado 
mucho trabajo estabilizar y regular y, por tanto, no pa- 
rece apropiado entrar en ese campo. 

En el tema de las concesiones en el que el señor Mar- 
dones ha defendido plazos superiores, yo le diría que 
no parece que ése sea el mecanismo adecuado. Es de- 
cir, si realmente fuera necesaria una mayor moviliza- 
ción de «stocks» y una mayor movilidad en el 
almacenamiento, por sí solo eso no justificaría mayo- 
res instalaciones, sino que éstas tendrían que tener 
unos tipos de regulación o de mecanismos de distribu- 
ción diferentes a los de las instalaciones de otros 
puertos. 

Sin embargo, eso por sí mismo también podríamos 
llevarlo al razonamiento de que esa mayor movilidad 

de la mercancía justificaría que la amortización de la 
inversión se hiciera antes que en otras instalaciones 
donde no existe tanta movilidad de mercancía. Es de- 
cir, no parece que eso sea apropiado porque segura- 
mente sólo nos conduciría a que la iniciativa privada 
que tuviera esas concesiones más largas en el tiempo 
consiguiera un mayor beneficio, que no iba a repercu- 
tir, con casi toda seguridad, en los intereses generales 
del abaratamiento de la mercancía final. En todo ca- 
so, como digo, si ese movimiento es mayor y se justifi- 
can esas inversiones, lógicamente el plazo de 
amortización sería menor que en cualquier actividad 
comercial. 

Por tanto, nos parece que hay que establecer un ré- 
gimen concesional único, como hace el proyecto de ley, 
y que el trato diferenciado -repito- se debe dar a tra- 
vés de las tarifas de los fondos de financiación y tam- 
bién de las concesiones que es lo que lo posibilita sin 
detallarlo, porque se verá en cada momento y en cada 
caso, como hacen las enmiendas que se han introduci- 
do en el informe de la Ponencia por parte del Grupo 
Socialista. Creemos que eso es suficiente para dejar cla- 
ra la intención del Grupo Socialista y del Gobierno de 
que esas situaciones diferenciadas sean contempladas 
como merecen. 

También hay, siguiendo con el tema de la estiba y de- 
sestiba, unas enmiendas comunes a varios grupos, en 
concreto al Popular, al CDS y al Mixto, Unión Valen- 
ciana, que hablan de la exención de la regulación de 
la estiba y desestiba en determinadas zonas que aquí 
llaman de intermodalidad y logística, porque parece 
que la enmienda está redactada en común para todos. 
Sobre esa situación a nosotros nos gustaría comentar 
lo siguiente de forma breve. 

La regulación de lo que son los servicios públicos de 
estiba y desestiba está fijada por Decreto-ley de 23 de 
mayo de 1986 para establecer las actividades que es- 
tán incluidas en ese servicio público, independiente- 
mente de donde se realicen. Es decir, lo que está 
regulado es la estiba y desestiba igual que una serie 
de actividades que están sometidas a ese régimen y eso 
por decreto-ley, perono en función de en donde se rea- 
licen. Es decir, el propio articulado del proyecto esta- 
blece en el artículo 15.6 que puede haber actividades 
comerciales industriales, que creemos que es una de- 
finición casi más amplia que la de intermodalidad y lo- 
gística en general, pero según la actividad estará 
sometida al reglamento de estiba y desestiba por su na- 
turaleza, no por el lugar en donde se realice. No nos 
parece lógico establecer esa excepción simplemente 
por la localización de la actividad y no por su natura- 
leza. Por tanto, creemos que esas enmiendas no deben 
ser aprobadas. 

Por último, hay una serie de enmiendas comunes pre- 
sentadas por varios grupos referentes al régimen tran- 
sitorio de los funcionarios. También me referiré a las 
señales marítimas porque están referidas también en 
este campo de lo funcionarial. 

En cuanto a los funcionarios se ponen pegas a lo que 
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dice el proyecto de ley respecto a su opción, porque hay 
que recalcar que es una opción. El personal funciona- 
rio que esté ahora en las Juntas de Puerto tiene una 
opción: seguir de funcionario en el cuerpo al que per- 
tenece -el caso que ponía el señor Fernández de Me- 
sa sería el de un conductor que puede seguir en el 
cuerpo de conductores correspondiente, siendo funcio- 
nario, y es una opción que puede ejercer libremente- 
o hacer la opción laboral pensando que si la ejerce, 1ó- 
gicamente, va a tener beneficios. Sin embargo, si no tie- 
ne esos beneficios, el proyecto de ley le permite 
recuperar la opción funcionarial porque, cuando ejer- 
ce esa opción laboral, ha quedado en situación de 
excedencia voluntaria. Por tanto, siempre tiene respal- 
dados sus derechos de funcionario para volver al cuer- 
po al que pertenecía. Creemos que es una regulación 
totalmente beneficiosa para los funcionarios en cuan- 
to que tienen posibilidad de elegir y tienen posibilidad 
de volverse atrás en la elección. Es decir, creemos que 
es una situación muy clara. Lo que no se van a produ- 
cir, lógicamente, son algunas de las situaciones que ha 
planteado el señor Fernández de Mesa. Por ejemplo, 
que un ingeniero técnico de Obras Públicas o un deli- 
neante, porque sean de nivel B, vayan a ser deposita- 
rios y vayan a efectuar funciones de nivel 
administrativo o de otro orden, porque vamos a partir 
de la base de que las autoridades portuarias, el conse- 
jo de administración y los órganos rectores tendrán 
sentido común y las tareas, como dice el propio pro- 
yecto de ley, serán las correspondientes a su capacita- 
ción y titulación profesional. A lo mejor, también es 
verdad que no tienen por qué ser exactamente las mis- 
mas que las que desarrollaban a nivel funcionarial, 
puesto que al trabajar en régimen privado y empresa- 
rial habrá que definir nuevas tareas y habrá que eli- 
minar otras antiguas, por tanto, serán tareas 
apropiadas a su titulación y capacitación profesional. 

Creo que con eso están salvaguardados sus derechos 
y su antigüedad porque -repito- tienen una opción 
que pueden ejercer y tienen también la posibilidad de 
volver atrás gracias a la excedencia voluntaria, duran- 
te la cual, refiriéndome a una enmienda del CDS, no 
parece lógico que se les respete la antigüedad, etcéte- 
ra, sino que estarán regulados por el régimen general 
de las excedencias voluntarias de cualquier fun- 
cionario. 

Por otra parte, también hay enmiendas que argumen- 
tan que esa opción laboral les pone en el peligro del 
despido cuando se les creen problemas de funciona- 
miento o que no estén en las condiciones de su gusto, 
pero repito que en ese caso tienen la opción de volver 
a ser funcionarios y reintegrarse en su cuerpo. 

Si estableciéramos la indemnización en el despido la- 
boral, como también se propone por algún Grupo, con 
la antigüedad de su funcionariado, le estaríamos in- 
demnizando dos veces: por la antigüedad como funcio- 
nario y como laboral y encima volvería a recuperar 
como funcionario su antigüedad, lo que no parece ni 
medianamente lógico. 

Creemos que la regulación que hace el proyecto es 
cabal y acorde con los derechos adquiridos de los fun- 
cionarios y que está tratado, como decía al principio 
y como creemos que debe ser, de forma favorable pa- 
ra que puedan ejercer con libertad esa opción incluso 
teniendo la posibilidad de volver atrás. 

Termino, señor Presidente, anunciando las transac- 
ciones que ofrecemos especialmente en la exposición 
de motivos, en la disposición derogatoria y en cuanto 
al tema de los prácticos, que ya ha sido comentado por 
mi compañero el señor Gracia. 

Tendríamos en la exposición de motivos una serie de 
enmiendas que son correcciones del Grupo del CDS, 
que aceptamos en su literalidad, y que son las enmíen- 
das números 619, 620, 638, 653 y 654. 

Hemos ofrecido transacciones a las números 622, 
624, 641, 642 y 643. 

Convendría, en la exposición de motivos, tomar no- 
ta de una enmienda técnica, ya que habrá que incluir 
al final de ella la referencia al anexo que se ha inclui- 
do en el proyecto de ley. Cuando se hace una descrip- 
ción del contenido del proyecto de ley, lo lógico sería 
incluir en la exposición de motivos la referencia al ane- 
xo que se ha incluido en el informe de la Ponencia por 
la enmienda del Grupo Socialista. Como enmienda téc- 
nica quiero hacer notar simplemente esa conside- 
ración. 

Hay algunos grupos que piden la supresión de la dis- 
posición adicional novena cuando lo único que trata 
el proyecto es de clarificar cabalmente, como hemos 
venido diciendo a lo largo del debate, el reparto com- 
petencial. Queremos mantener esa disposición novena 
como tranquilizadora en el sentido de que se respeta 
ese reparto competencial, pero, además, el proyecto en 
su articulado, con las enmiendas introducidas por el 
Grupo Socialista, aclara todavía más y establece el me- 
canismo de ida y vuelta, el mecanismo de asunción de 
la titularidad por las comunidades autónomas y tam- 
bién el de recuperación de la titularidad por el Estado 
cuando pueda ser calificado de interés general. Es de- 
cir, se establece un mecanismo de ida y vuelta en el ar- 
tículo 5 . O ,  que no estaba en el primitivo proyecto, pero 
que ahora sí está recogido. La disposición adicional no- 
vena, que hace referencia a esos artículos 4 y 5.2, ten- 
dría que hacer referencia ahora -es una corrección 
técnica- a los artículos 4, 5.2 y 5.3, que se refiere al 
mecanismo también de asunción de la titularidad por 
comunidades autónomas en el caso de pérdida de in- 
terés general, que ha sido introducido en el debate del 
articulado. Por tanto, en esa disposición novena habría 
que hacer esa corrección técnica. 

Ofertamos una transaccional respecto a la disposi- 
ción derogatoria. Prácticamente toda la legislación de- 
rogada está recogida ya en el informe de la Ponencia. 
Advertimos que habrá que hacer también las correc- 
ciones técnicas para homogeneizar el lenguaje en las 
referencias a las leyes, para no decir ala ley, en unos 
casos y .ley» en otros. Habrá que homogeneizar técni- 
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camente ese lenguaje. Supongo que se podrá hacer por 
los servicios de la Cámara. 

Ha sido incluido explícitamente en la derogatoria 
una norma que no estaba anteriormente, pero creemos 
que merece la pena que sea mencionado el Real 
Decreto-ley 1311980, de 3 de octubre, sobre supresión 
y reordenación de organismos autónomos en los Minis- 
terios de Obras Públicas y Transportes, porque afecta 
a lo que este proyecto de ley trata en cuanto a la reor- 
denación de las autoridades portuarias, etcétera. Este 
Real Decreto-ley merecería ser mencionado. Es la úni- 
ca modificación que se introduce respecto al informe 
de la Ponencia en esta transaccional que ofertamos en 
la disposición derogatoria. En todo caso, puede consi- 
derarse como corrección técnica esta inclusión de ese 
Real Decreto-ley, que sí merece ser mencionado explí- 
citamente, aunque al final se señalen con carácter ge- 
neral las demás disposiciones que se opongan a lo 
establecido en la ley. Creemos que puede ser útil men- 
cionar ese Decreto explícitamente. 

No me queda por hacer ningún comentario en esta 
primera intervención, señor Presidente. Simplemente 
agradecer, como ha hecho también algún otro Grupo, 
el trabajo, el interés y el esfuerzo que hemos hecho de 
aproximación para conseguir entre todos mejorar el 
proyecto de ley, manteniendo por nuestra parte la fi- 
losofía general del mismo y el modelo de gestión que 
figuraba en el propio proyecto y clarificando los asun- 
tos que parecían más conflictivos para el resto de los 
grupos políticos. Esperamos haber contribuido a con- 
seguirlo. 

El señor PRESIDENTE El señor Gracia ha anuncia- 
do que va a votar a favor de la enmienda 87 1, solamen- 
te ésa. 

El señor GRACIA PLAZA Y la transaccional ... 
El señor PRESIDENTE Sí, y las transaccionales. 
¿Con qué enmienda consideran que es transaccional 

la presentada a la disposición derogatoria? Tenemos 
la 58, del Grupo Vasco (PNV), que, como se ha ofreci- 
do a aceptar cualquier transacción, podría servir de 
punto de referencia para transaccionar y nos permiti- 
ría hacerlo reglamentariamente así. 

El señor RONCERO RODRIGUEZ: Como quiera, se- 
ñor Presidente. Y, si no, como enmienda técnica de co- 
rrección. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Fernández de Mesa para turno de réplica. 

El señor FERNANDEZ DE MESA Y DIAZ DEL RIO 
Voy a ser muy breve también. 

Quiero contestar al señor Gracia sobre la coordina- 
ción en el salvamento. Desde nuestro punto de vista, 
el proyecto de ley no recoge de una manera clara lo que 

es la seguridad en la navegación y lo que es la seguri- 
dad marítima, que son dos conceptos completamente 
diferentes. En todo caso, decía el señor Gracia que pa- 
recería mucho más lógico que en una operación de sal- 
vamento hubiera una coordinación a nivel estatal como 
en el Reino Unido y no que se encargara una lancha 
del gobierno autonómico gallego, por ejemplo; que hu- 
biera una coordinación estatal, que fuera el organis- 
mo central el que coordinara cualquier tipo de 
cooperación en este terreno. 
Yo quiero recordarle, señor Gracia, algo muy inte- 

resante y de lo que se ha hablado poco durante el de- 
sarrollo del debate de este proyecto, y es de la 
desaparición no de las comandancias de marina, pero 
sí de las competencias que tienen las comandancias de 
marina en el ámbito ajeno a lo que es la propia marina 
de guerra. Es decir, en materia del Ministerio de Agri- 
cultura, Pesca y Alimentación, del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda, del Ministerio del Interior, de una 
serie de Ministerios de los que la Armada se ha datado 
y ha dejado en absoluto de tener competencias en ese 
terreno. 

¿Pero qué es lo que ha pasado? Que como este pro- 
yecto se ha venido anunciando desde hace mucho tiem- 
po, ese personal en las comandancias de marina no se 
ha ido reponiendo, sino todo lo contrario, se ha ido 
amortizando, con lo cual nos encontramos con que te- 
nemos muy poco personal a transferir de las coman- 
dancias de marina al nuevo organismo para asumir 
esas nuevas competencias y, lo que es más grave toda- 
vía, señor Gracia, sin los medios que tenía la Armada 
a disposición del Estado, con sus unidades, sus barcos, 
su personal preparado y dotaciones para hacer no só- 
lo operaciones de Salvamento dentro de aguas interio- 
res del puerto, sino incluso fuera. A partir de que entre 
en vigor esta nueva ley, ¿de qué medios va a disponer 
para poder hacer todas esas nuevas tareas que se le en- 
comiendan? 

A lo mejor, habiéndose firmado, como conoce S .  S . ,  
un convenio entre el Presidente del Gobierno autonó- 
mico gallego y el Ministro de Obras Públicas y Trans- 
portes en esta materia y de ámbito competencia1 mucho 
más amplio, puede que en un momento determinado 
el gobierno autonómico gallego dependa de los medios 
de que se ha ida dotando -buenos o malos, mejores 
o peores- y que todavía no tiene el Gobierno central 
para sustituir a aquéllos de la Armada. 

Quizá por eso hablaba de la coordinación entre mi- 
nisterios, que para nosotros es una redundancia, por- 
que debe existir siempre. Pero, a lo mejor, habría que 
incluir también -y permítanme que lo diga, una vez 
que se ha terminado el debate de la ley- la coordina- 
ción con el Ministerio de Economía y Hacienda para 
que provea de los fondos necesarios, es decir, para que 
dé el dinero real para que esta ley pueda ser una 
realidad. 

La coordinación interministerial va a funcionar. Es- 
te es un'proyecto de ley muy ambicioso, muy impor- 
tante, que, como se desprende del título, abarca 
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grandes competencias de Puertos del Estado, y no voy 
a entrar de nuevo en la discusión del título de la ley, 
que nosotros decíamos que fuera de puertos marítimos 
y, en lugar de la marina mercante, de la ordenación del 
tráfico marítimo. Es una ley lo suficientemente impor- 
tante como para que desde el Ministerio de Economía 
y Hacienda haya la respuesta en pesetas para que esto 
se lleve adelante, que será otro capítulo a tratar segu- 
ramente en los próximos meses. 

Por tanto, la coordinación para el salvamento entre 
todas las administraciones será buena, pero siempre 
teniendo en cuenta las especiales dotaciones de las que 
disponga cada una de las autonomías. 

Hablaba el señor Roncero de la máxima autonomía 
de los puertos en régimen de «holding». Yo quiero de- 
cirle que para la Dirección General de Puertos y Cos- 
tas durante los últimos años el mejor resultado que 
podía ofrecer en su memoria anual era hacer referen- 
cia a la cuenta de explotación y resultados de los puer- 
tos autónomos, porque, efectivamente, eran, digamos, 
los puertos para enseñar al extranjero. 

La cuenta de resultados en Bilbao, en Barcelona, en 
Valencia y en Huelva son para enseñar en cualquier 
parte del mundo, porque son puertos tan competitivos 
como cualquier otro o, por lo menos, estamos alcan- 
zando prácticamente las cotas de los países que nos 
rodean. 

Pero yo me pregunto: ¿Van a tener la máxima auto- 
nomía, la misma autonomía, van a funcionar en régi- 
men de uholding,,? ¿Qué va a pasar con los beneficios, 
señor Roncero? Aquí es donde está el quid de la cues- 
tión. En esta ley se prevé que aquellos puertos que sean 
rentables sufraguen aquellos otros puertos que no lo 
son. Si en el puerto de Barcelona, el de Bilbao, el de 
Sevilla o el de Huelva, cualquiera de los cuatro autó- 
nomos, tienen en un año una serie de beneficios en el 
balance de explotación y se le «limpian» de manera gra- 
ciosa para, en un momento determinado, sufragar los 
gastos de un puerto que es deficitario, justed cree que 
al año siguiente se hará la misma gestión desde el puer- 
to de Barcelona, visto que sus beneficios no revierten 
en el mismo sitio? Yo tengo serias dudas sobre eso, por 
mucho que se funcione en régimen de «holding» y por 
mucho que desde la Dirección General de Puertos, la 
próxima autoridad o el Ente Público de Puertos se in- 
tente que esa explotación sea la misma. Entonces ha- 
brá una auténtica intervención por parte del Estado 
para que esos rendimientos y para que esa explotación 
anual se mantengan. Entonces sí que habrá que hacer- 
la. Por eso nuestra duda de que sea beneficioso para 
estos puertos autónomos el encuadrarlos en un régi- 
men en el que, en definitiva, tengan que sufragar e! dé- 
ficit de otros puertos. 

Termino, señor Presidente, diciendo que retiramos 
las enmiendas números 538 a 544, por entender que la 
transaccional ofertada por el Grupo Parlamentario So- 
cialista satisface plenamente lo que nosotros entendía- 
mos por practicaje y máxime teniendo conocimiento 
de que se ha llegado a un acuerdo entre el colectivo 

afectado y el propio Gobierno de la nación. Por tanto, 
si era una papeleta difícil de resolver la del practicaje 
y,  mucho más aún, la del reglamento de los propios 
prácticos y de la corporación de prácticos, no tenemos 
ningún inconveniente en retirar las enmiendas que van 
de la 538 a la 544 y aceptar la transaccional presenta- 
da por el Grupo Parlamentario Socialista. 

En cuanto a la disposición derogatoria, que nosotros 
aceptaríamos, porque es una disposición que se ciñe 
a lo que han sido nuestras previsiones, ni siquiera po- 
demos abstenernos en ella. La votaremos en contra 
puesto que en la Ley 111966, de 28 de enero; 2711968, 
de 20 de julio; 5511969, de 26 de abril, y la 1811985, de 
1 de julio, que es la que hace referencia a la proviiión 
de vacantes de prácticos en puertos sobre el régimen 
financiero de los puertos españoles, sobre las juntas 
de puertos y estatutos de autonomía y sobre puertos 
deportivos, no hace en absoluto mención, como es 1ó- 
gico, siguiendo la filosofía de la Ley de Puertos que ha 
mantenido el Grupo Parlamentario Socialista, a la exen- 
ción fiscal y de régimen financiero de los puertos autó- 
nomos, que es lo que nosotros veníamos pidiendo. Es 
decir, recoge perfectamente todo lo que había que de- 
rogar, pero no hace mención alguna a los puertos autó- 
nomos españoles. Por tanto es  una enmienda 
transaccional a la disposición derogatoria que en ab- 
soluto recoge nuestra referencia a que los puertos autó- 
nomos sigan manteniendo su estatuto por ahora. 

Termino, señor Presidente, pidiendo algo que no pue- 
de calificarse como enmienda «in voce», pero sí podría 
ser una mejora gramatical de la ley. Y es que todos los 
que nos movemos en un ámbito marino -ayer se lo co- 
mentaba al portavoz del Grupo Parlamentario 
Socialista- estamos acostumbrados a decir la mar, en 
lugar del mar. Nos gustaría que en todos aquellos si- 
tios donde se haga referencia al mar, se diga, la mar. 
Y también quería señalar que el señor Roncero, (el se- 
ñor Gracia y todos los que vivimos cerca del litoral lo 
sabemos) a las entradas de las rías y de los puertos se 
les llama las canales de entrada de ría y de puerto y 
no el canal de entrada. Ya que es una ley de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante, me gustaría que, 
si se pudiera, se hicieran estas correcciones gramati- 
cales al texto de la ley. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Recoder. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Señor Presiden- 
te, voy a contestar brevemente a algunas de las inter- 
venciones de los dos portavoces socialistas. 

En primer lugar, el señor Gracia, rebatiendo los ar- 
gumentos que soportan nuestras enmiendas en mate- 
ria de salvamento marítimo, hace referencia al Tratado 
de Hamburgo. La verdad es que la interpretación que 
hace del cumplimiento de los tratados internacionales 
me preocupa seriamente, porque que el Estado sea 
competente en materia de política exterior no quiere 
decir, señor Gracia, que todo lo que se acuerde y en lo 
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que se comprometa el Estado en un tratado interna- 
cional deba ser cumplido directamente por la Adminis- 
tración del Estado. A partir de ahí, cada Estado 
firmante tiene su organización interna, sea la que sea 
-España está organizada en diecisiete autonomías-, 
y a partir de ahí, repito, cada nivel de Administración, 
sea autonómica, sea local, sea estatal, ejercerá las com- 
petencias que le correspondan. Es decir, no se confun- 
da; si las comunidades autónomas tienen competencia 
en materia de protección civil, y nosotros entendemos 
que de acuerdo con la sentencia del Tribunal Consti- 
tucional en la Ley de Costas tienen competencia en ma- 
teria de salvamento marítimo, deberán ejercer las 
competencias que les correspondan. El Estado, eviden- 
temente, será el responsable internacionalmente y de- 
berá arbitrar las medidas de coordinación para el 
correcto ejercicio de esas competencias. Además, me 
consta que en otros ámbitos se está produciendo esa 
coordinación. El Estado firma tratados internaciona- 
les y después las diversas administraciones los cum- 
plen en la parte competencia1 que les toca. O sea que 
su argumentación no me sirve. Nosotros seguimos 
manteniendo la necesidad de que se transfieran a las 
comunidades autónomas, con competencias en mate- 
ria de protección civil, competencias en materia de sal- 
vamento marítimo, y lo vamos a continuar defendiendo. 

En cuanto al tema de prácticos, celebro la enmien- 
da transaccional presentada por el Grupo Socialista. 
Por ello, anuncio la retirada de nuestras enmiendas 358 
a 373. Me parece muy bien el acuerdo al que se ha lle- 
gado entre el Gobierno y la representación de los prác- 
ticos, y nuestro Grupo Parlamentario no puede, qué 
menos, que bendecirlo con la retirada de sus en- 
miendas. 

En cuanto a la intervención del señor Roncero, con- 
testando a nuestras enmiendas que intentan «in extre- 
mis» salvar el régimen de puertos autónomos, creo que 
el debate ha sido un debate falseado; ya lo fue en el Ple- 
no y lo ha vuelto a ser en la Comisión en este ámbito 
de la autonomía portuaria. Ustedes están partiendo de 
una premisa que yo creo que es equivocada, y es que 
nos intentan convencer de que el modelo que ustedes 
proponen es más descentralizado que el actual. Eso no 
es cierto, eso no se sostiene desde ninguna perspecti- 
va. No es momento de hacer comparaciones, que ya he- 
mos hecho repetidamente, sobre la diferencia entre el 
régimen financiero de los puertos autónomos, o los 
puertos que van a quedar en el sistema de autoridades 
portuarias después de la ley, las diversas instituciones 
de gobierno o el régimen de personal, etcétera. Si us- 
tedes están convencidos de que éste es el modelo co- 
rrecto, digan que ustedes creen que el modelo portuario 
español debe ser un modelo centralizado. A partir de 
ahí podremos debatir sobre si es conveniente un mo- 
delo centralizado o un modelo descentralizado que in- 
troduzca nuevas fórmulas de gestión. Pero si centramos 
el debate, repito, en si la ley no quiere decir exactamen- 
te lo que nosotros interpretamos, sino que es un régi- 
men absolutamente descentralizado, pues no estamos 

de acuerdo. Creo que el Grupo Socialista y el Gobier- 
no están defendiendo un modelo portuario de gestión 
centralizada, y sus motivos deben tener para defender- 
lo. Es perfectamente legítimo defender ese punto de 
vista en el terreno político, pero no es nuestro crite- 
rio, no es el criterio del Grupo Parlamentario Catalán. 
No nos intenten convencer porque no estamos de acuer- 
do. Me preocupa que equivoquemos el planteamiento 
del debate. El sistema es no sólo centralizado, sino que 
tiene una auténtica voluntad de control de los puertos 
españoles y, dejando de lado el sistema de organización 
portuaria, a niveles extremos, es decir, a niveles en los 
cuales la autonomía municipal desaparece. A partir de 
ahora a mí, como ciudadano de una ciudad como Bar- 
celona, con un puertp importante, me preocupa que la 
competencia para diseñar el futuro de la fachada ma- 
rítima de mi ciudad ya no sea del Ayuntamiento, sino 
que quede en manos del Ministerio de Obras Públicas 
y Transportes. Estoy seguro de que a mi Ayuntamien- 
to le preocupa, lo que pasa es que o por prudencia no 
lo manifiesta o se lo debe decir a ustedes, suponiendo 
que se hayan leído el proyecto, que yo creo que sí. Es- 
tamos llegando al extremo de que ya no es necesaria 
ni la licencia de obras. ¡Hombre!, que me digan uste- 
des que no hay que pagar tasa, de acuerdo, pero es que 
no hay ni que pedir licencia. Es decir, el Ministerio de 
Obras Públicas y el Ente Público, por delegación, ha- 
cen lo que quieren en la zona de servicio del puerto. 
Y eso me parece lamentable, y no sólo a mí. Ayer tenía 
en el casillero de correspondencia del Parlamento la 
revista de la Federación de Municipios de Cataluña, con 
la que le aseguro que no coincidimos; son ayuntamien- 
tos de su color político, no del mío. Léala, por favor, 
señor Roncero, y verá la opinión que les merece el sis- 
tema de gestión portuaria, el tratamiento de la auto- 
nomía municipal y el respeto a las competencias 
autonómicas en materia urbanística que está dando el 
proyecto de ley. Y son ayuntamientos, repito, socialis- 
tas, presididos por un alcalde socialista. 

Otra cuestión que no se ha acabado de resolver y de 
la que no se ha hablado pero que a nosotros nos conti- 
núa preocupando y querríamos que en el trámite sub- 
siguiente, es decir en el Senado, pudiéramos llgar a una 
sustancial mejora, es el tema del canon. Reconozco que 
la enmienda transaccional que presentó el Grupo So- 
cialista al artículo 14.4, como decía antes, mejora el tra- 
tamiento de este aspecto que a nosotros nos preocupa, 
pero repito que continúa existiendo un encarecimien- 
to de los puertos autonómicos en virtud del tratamiento 
que se está dando en el proyecto de ley a este tema, sin 
quitar mérito al avance que ha habido. 

He mantenido la enmienda a la disposición adicio- 
nal novena porque no sabía cómo quedaba exactamente 
después de la modificación del artículo 4, con la en- 
mienda transaccional que introducimos. Aclarado el te- 
ma, retiro la enmienda número 354 a esa disposición 
adicional novena. 

Para terminar -y renuncio a posterior interven- 
ción-, como han hecho otros grupos, quiero agrade- 
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cer al Grupo Socialista el esfuerzo que se ha hecho en 
el trámite de Comisión de acercamiento de posturas. 
Partimos de dos modelos muy distintos y es evidente 
que en ese aspecto ha habido mejoras, pero no nos he- 
mos puesto de acuerdo. En el aspecto autonómico y en 
otros temas también ha habido mejoras, como son muy 
especialmente las que se refieren a determinados co- 
lectivos profesionales a quienes afecta muy directa- 
mente el proyecto de ley; pero yo debo decir también 
que nuestro Grupo Parlamentario cree que hay una se- 
rie de temas todavía que quedan muy en el aire, que 
quedan mal resueltos en el proyecto, y que si no se re- 
suelven con posterioridad, nosotros nos veremos obli- 
gados a presentar una enmienda ante el Tribunal 
Constitucional, que, por lo que estoy viddo, como se 
está llegando a un acuerdo, el nuevo Tribunal Consti- 
tucional será el primer tema que tendrá que tratar; no 
es nuestra intención, pero se van a tener que estrenar 
con esto. 

El señor PRESIDENTE: Señor Recoder, ¿podría re- 
petir cuáles son las enmiendas que retira? 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Sí, señor Presiden- 
te. Retiro desde la enmienda número 358 a la 373, que 
afectan a la disposición transitoria segunda; la enmien- 
da número 354, que afecta a la disposición adicional 
novena. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. 
Tiene la palabra la señora Larrañaga. 

La señora LARRAÑAGA GALDOS: Quisiera hacer 
una precisión, no sé si es técnica o de qué calibre, que 
está en la página 123 del informe de la Ponencia. Don- 
de dice Pasajes debiera decir Pasaia, que es el nombre 
oficial de ese municipio, por decisión de la autoridad 
municipal, que es la única competente para determi- 
nar cuál es el nombre del municipio. 

Entonces, puesto que es sólo Pasaia, así como entien- 
do que en el lenguaje coloquial pueda haber otro tipo 
de determinaciones y de usos, yo exigiría que en el len- 
guaje oficial apareciese la terminología oficial que, en 
este caso, es Pasaia. No pasa lo mismo con Bilbao, que 
es Bilbao, pese a que coloquialmente se diga «Bilbo». 
Esto es Pasaia, señores, Pasajes no existe a efectos ofi- 
ciales. 

El sefior PRESIDENTE. Lo consultaremos con los 

Tiene la palabra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA Muy brevemente, 
señor Presidente, obviando el discurso personal de que 
secundo todos los términos en que se ha expresado el 
portavoz del Grupo Catalán, señor Recoder, en la de- 
fensa de las competencias autonómicas. 

En segundo lugar, sobre la intervención que ha teni- 
do el señor Roncero, agradecerle que haya hecho un 
esfuerzo de comprensión y de toma de conciencia de 

servicios jurídicos de la Cámara. 

la aplicación de este proyecto de ley a la realidad ar- 
chipielágica, de la España archipielágica de los archi- 
piélagos balear o canario, pero sobre todo en el canario 
acusado mucho más por el problema de la lejanía, la 
distancia y la propia estructura de discontinuidad del 
territorio, para crear allí prácticamente, como existe 
en aeropuertos, la red de puertos más importante nu- 
méricamente de todo el Estado español. En todo el te- 
rritorio español, no hay comunidad autónoma que 
tenga el número de puertos ni el número de aeropuer- 
tos que tiene Canarias. 

En tercer lugar, recordarle al Grupo Socialista, que 
tiene sus Diputados de Canarias, que las capitales ca- 
narias no están generadas ni creadas desde tierra, han 
sido creadas desde el mar. Por lo tanto, la integración 
puerto-ciudad es una constante en el discurso urbanís- 
tico, en el discurso sociológico, en el discurso territo- 
rial, en el discurso industrial, sobre todo en las 
capitales canarias, tanto de los puertos de La Luz y de 
Las Palmas como de Santa Cruz de Tenerife. Si ahora 
resulta que no se aplica ni la Ley de Costas y la admi- 
nistración portuaria puede construir el edificio que le 
dé la gana, sin necesidad de licencia municipal ni de 
nada, como decía el señor Recoder, nos podemos en- 
contrar con verdaderos problemas de la armonización 
urbanística de cara al mar. 

Finalmente, este proyecto de ley, ya que estamos en 
sus postres de exposición y estamos ya haciendo el epí- 
logo, no va a servir para estimular la competitividad 
de los puertos, porque se ha optado por el modelo por- 
tuario centralizado. Esto me lleva a reafirmarme en 
que la necesidad de esta ley la interpretó alguien, al 
redactar el Capítulo 11, para crear el Ente Público de 
Puertos del Estado. Esta Ley parece que está hecha ex- 
clusivamente para crear el Ente Público Puertos del Es- 
tado, un organismo más, y que se le ha puesto como 
percha una serie de actuaciones, de competencias, que 
existían en puertos más aufinomos, menos autónomos, 
etcétera, pero esto no va a generar competitividad nin- 
guna dentro del sistema portuario español, y no diga- 
mos el día en que tengamos una plena integración en 
la Comunidad Económica Europea. 

Ultimamente, quisiera preguntar al señor Roncero, 
sobre la enmienda transaccional en la disposición adi- 
cional novena, con otras enmiendas de otros grupos 
parlamentarios, entre las que está la número 189 de 
nuestro grupo. El Grupo Socialista ha presentado una 
enmienda transaccional en la disposición adicional no- 
vena, en lo que hace referencia a los artículos 4.' y 5 . O  

a los que también se refería nuestra enmienda núme- 
ro 189. Si hay una transaccional -si yo he entendido 
bien, y esos son los términos en que se ha expresado 
el señor Roncero-, entiendo que es transaccional tam- 
bién con la 189 y, entonces, la retiraría porque acepta- 
ría los argumentos del portavoz socialista. 

El señor PRESIDENTE: Se supone que el CDS acep- 
ta las transacciones que se le han ofrecido, como en 
otros casos. (Asentimiento.) Muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el señor 
Gracia. Brevemente, por favor. 

El señor GRACIA PLAZA Brevísimamente. 
Así como he venido manteniendo posiciones diver- 

gentes con el portavoz popular, voy a mostrar en este 
caso dos posiciones coincidentes, aunque sólo sea pa- 
ra poner remate a la ley. La primera, apoyar la moción 
de que sea «la mar» el término que se utilice, y la se- 
gunda, la preocupación por el período transitorio por 
el que van a pasar las delegaciones que en este momen- 
to detentan las comandancias de marina en temas co- 
mo la pesca y demás. 

Lo cierto es que el instrumento legal que la ley tiene 
es la disposición transitoria octava y que no ha habido 
nadie que haya presentado un instrumento legal dife- 
rente, es decir, no tiene ningún tipo de enmiendas, pe- 
ro me preocupa efectivamente que en la práctica se 
estén dando algunas de las cosas que él ha dicho, co- 
mo que los medios son obsoletos, que no se presta en 
algunas ocasiones toda la atención que merecen estas 
competencias y estas delegaciones que se han hecho y, 
en consecuencia, posiblemente haya que instar a que 
haya una mayor atención para que la disposición tran- 
sitoria octava se cumpla de una forma lo más acerta- 
da posible. 

Respecto al tema del argumento que me hacía Con- 
vergencia, referente a cómo interpreto, yo siempre he 
puesto encima de la mesa dos argumentos. Uno, una 
interpretación muy taxativa de defensa de los intere- 
ses de las competencias del Estado, y, otro, cuál era 
la práctica en el tema del salvamento marítimo. Y en 
el tema de la práctica del salvamento marítimo he di- 
cho que había un plan que estaba basado en la coordi- 
nación, en la integración de medios, en la colaboración 
entre administraciones, incluso de medios privados, y 
la aportación de medios por todos, y ponía como ejem- 
plo que esto había llegado a que en este momento hu- 
biera acuerdos con todas las comunidades autónomas 
de la costa, prácticamente. 

En todo caso, permítame ejercer de nacionalista, 
aunque sea de nacionalista español. Porque, efectiva- 
mente, ustedes ponen un gran entusiasmo en defender 
las competencias de las comunidades autónomas, pe- 
ro permítanos que en una Cámara que es del Estado, 
alguien defienda también con el mismo entusiasmo las 
competencias del Gobierno central. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Está en la Consti- 
tución. 

El señor GRACIA PLAZA Con el mismo entusiasmo 
que ustedes defienden las otras competencias, porque 
también están el Estado y el Gobierno. 

En consecuencia, permítame defender determinadas 
competencias que yo creo que tienen que estar residen- 
ciadas en el Gobierno central con el mismo interés y 
con el mismo entusiasmo que ustedes defienden que 

algunas otras competencias están residenciadas en 
otras administraciones autónomicas o locales. 

El señor PRESIDENTE En cualquier caso, el crite- 
rio de la Mesa es que el tema de «la mar» o «el mar», 
aunque están de acuerdo los portavoces, sea un tema 
que se discuta en el Senado porque yo creo que no es- 
tá suficientemente maduro en este momento. 

Tiene la palabra el señor Roncero. . 

El señor RONCERO RODRIGUEZ Independiente- 
mente de eso, yo también me sumaría a lo de «la mar», 
pero se discutirá, como S .  S. dice, en el Senado, si así 
lo estima conveniente. 

Volviendo al tema del «holding» o del modelo cen- 
tralizado o no centralizado, quiero aclarar que un «hol- 
ding» es un «holding» en la empresa privada y en la 
pública, es decir, que hay unos servicios centrales y hay 
alguien que gl'obaliza esa gestión. El «holding» lo que 
tiene que hacer es optimizar la gestión de las empre- 
sas que están en el *holding», la gestión global del «hol- 
ding». El «holding» es el que tiene que ser rentable, y 
nuestra filosofía es que los puertos españoles, como he- 
mos dicho, por activa y por pasiva, son un sistema en 
su conjunto y no deben competir entre ellos, deben 
competir con los puertos europeos, especialmente los 
mediterráneos, y con los puertos africanos, en el caso 
de Canarias, etcétera. N o  deben competir entre ellos 
y, entonces, la competitividad tiene que ser con otros 
puertos. Los puertos de España, los puertos del Esta- 
do, tienen que competir con los puertos europeos, con 
los puertos franceses. Todas SS. SS. conocen anuncios 
de la prensa francesa a toda página en los que se ha- 
bla de los Puertos de Francia y de su competitividad 
en conjunto. Eso es lo que aquí estamos planteando. 
La gestión de esos puertos es, como dice el artículo 23, 
global e individual. Es global por parte del Ente Públi- 
co e individual por parte de las autoridades portuarias. 
Ese es el modelo de descentralización que venimos 
manteniendo desde el principio. Es un modelo que tie- 
ne las competencias de cualquier «holding» privado y 
los servicios centrales de cualquier uholding» de em- 
presas privadas. Por tanto, lo que tiene que hacer es 
rentabilizar el conjunto del sistema. 

Ahora se mezcla de nuevo el debate sobre urbanis- 
mo, con lo cual nos encontramos con las figuras lite- 
rarias, como decía un compañero hace poco, respecto 
a la brevedad o no de nuestras intervenciones, por te- 
ner que oponerse a las cosas. Hemos intentado acla- 
rar todo lo posible el tema de las competencias 
urbanísticas, y en el debate hemos dejado clarísimo que 
hemos introducido mecanismos más allá de los que el 
propio Tribunal Constitucional prevé al hablar de las 
competencias concurrentes en materia urbanística en 
los recintos portuarios y en lo relativo a las carreteras 
o a las infraestructuras en general. Vamos más allá y 
elevamos la decisión, no al puerto, sino al Consejo de 
Ministros. Por tanto, me parece que es hablar de figu- 
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ras literarias. Cuando se dice que se pueden hacer 
obras, las que se quieran, sin que el ayuntamiento se 
entere, sin licencia, hemos de decir que eso no es ver- 
dad, señoría, eso no lo dice la ley. El artículo 19 fija 
la participación para las obras a realizar en dominio 
público portuario, así como la intervención del ayun- 
tamiento informando esas obras, que deben ajustarse 
al plan de ordenación del espacio portuario. Eso es la 
licencia del ayuntamiento, el informe preceptivo, que 
será en sentido favorable y, si no está de acuerdo con 
el plan de ordenación, será negativo. Si está en desa- 
cuerdo con el plan de ordenación, evidentemente, lo 
puede paralizar inmediatamente. Otra cosa es que el 
plan de ordenación haya tenido que ser aprobado con 
la vinculación de las autoridades portuarias y, en ca- 
so de desacuerdo, con la vinculación del Consejo de Mi- 
nistros, que es al que hemos elevado la decisión, para 
ir más allá, repito, de lo que el Tribunal Constitucio- 
nal dice en sus sentencias sobre estos temas. Por tan- 
to, señorías, no hablemos de que aquí se olvida uno del 
ayuntamiento, de que el ayuntamiento no interviene, 
etcétera. El ayuntamiento tiene el papel de administra- 
ción cooperativa con la Administración central, a 
través de las autoridades portuarias, o con las admi- 
nistraciones autonómicas en su caso. En ese espíritu 
vamos con las sentencias del Tribunal Constitucional 
que están marcando que las administraciones deben 
cooperar cuando existen ámbitos concurrentes. Por 
tanto, creo que éste es un tema meridianamente claro 
en cuanto a que se está tratando de avanzar más allá 
incluso de lo que dice el Tribunal Constitucional. 

Señor Presidente, nada más, con esto termino. 

El señor PRESIDENTE Vamos a pasar a las vota- 
ciones, que realizaremos por el mismo sistema que en 
ocasiones anteriores. 

La señora LARRAÑAGA CALDOS Perdone, señor 
Presidente. C'iiisiera que se me diera una razón sobre 
el tema de Pasajcs-Pasaia, si fuera posible, por favor. 

El señor RONCERO RODRICUEZ: Señor Presiden- 
te, unos segundos pard la referencia del señor Mardo- 
nes, quien tenía dudas sobre si era una enmienda 
transaccional o no lo relativo a la disposición adicio- 
nal novena. 

No es una enmienda transaccional, sino una enmien- 
da técnica, consecuencia de las enmiendas al artículo 
5 que habíamos introducido. En el artículo 5.3 hemos 
incluido el mecanismo de competencia autonómica so- 
bre un puerto que pierda el carácter de interés gene- 
ral. Lo que decimos es que en la disposición adicional 
novena, que hacía referencia a los artículos 4 y 5.2, de- 
bería también hacer referencia a los artículos 4, 5.2 y 
5.3 para que la posibilidad de mantener el mecanismo 
sea doble: de ida y vuelta, que las competencias se que- 
den como están y que se prevea la posibilidad de ir o 
de volver en la competencia estatal o autonómica so- 
bre un determinado puerto. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: ¿Esa propuesta está por 
escrito? 

El señor RONCERO RODRICUEZ No, es una correc- 
ción técnica consecuencia de la enmienda al artículo 
5, que ha introducido un nuevo apartado 3. 

El señor PRESIDENTE En la disposición adicional 
antes novena, actualmente octava. 

Señora Larrañaga, no hay una decisión respecto de 
su propuesta en este momento. Vamos a recabar los 
informes técnicos para especificar cuál es la denomi- 
nación que deben llevar los ayuntamientos y, en su ca- 
so, se tomará en consideración o no. De todas formas, 
no se puede tramitar. Por lo menos, esta Mesa no'tie- 
ne criterio al respecto y quiere formárselo antes de to- 
mar una decisión. Por tanto, no vamos a tramitar en 
este momento una decisión u otra. 

La señora LARRAÑACA CALDOS: ¿Luego queda 
abierta y se nos dará traslado de la resolución? 

El señor PRESIDENTE: Señor Mardones tiene la 
palabra. 

El señor MARDONES SEVILLA: Dadas las explica- 
ciones del señor Roncero, retiramos la enmienda 189, 
que hacía referencia a la disposición adicional nove- 
na, en relación con los artículos 4, 5.2 y 5.3. 

El señor PRESIDENTE Vamos a pasar a las vota- 
ciones. 

En primer lugar, vamos a votar las enmiendas del 
Partido Popular a esta parte del proyecto que hemos 
discutido, que son las comprendidas entre la 525 a 548, 
excluidas las que van de la 538 a la 544, que son afec- 
tadas por una enmienda transaccional aceptada por el 
Grupo Popular. Al mismo tiempo, votamos la 583, re- 
ferente al Título. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, siete; en contra, 17; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Pasamos a votar a continuación las enmiendas del 

Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió) 
comprendidas entre la 342 a la 382, excluidas por una 
parte la 351, 352 y 353, que ya fueron objeto de vota- 
ción en su momento, la 354, que ha sido retirada, y las 
que van de la 358 a la 373, que son objeto de transac- 
ción. Por tanto, votamos las que quedan de esas en- 
miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Vamos a someter a votación las enmiendas de Iz- 

quierda Unida-Iniciativa per Catalunya que no han si- 
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do defendidas. Van de la 946 a la 950, excepto la 947, 
que ya fue objeto de votación. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos en contra, 17; abstenciones, ocho. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Enmiendas del CDS comprendidas entre la 871 a 895, 

excluidas la 871, la 878 y la 886; por otra parte, enmien- 
das que van de la 6 19 a la 656, excluidas la 6 19, la 620, 
la 622, la 624, la 638, la 641, la 642, la 643, la 653 y la 
654. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 17; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Enmiendas del Grupo Vasco (PNV) que van de la 45 

a la 62. La enmienda del Grupo Socialista la vamos a 
considerar técnica, por lo que no la vamos a asociar 
a ninguna de las del Grupo Vasco (PNV). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, cuatro: en contra, 17; abstenciones, cuatro. 

El seiior PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Enmiendas del Grupo Mixto números 190,191 y 192, 

las comprendidas entre la 163 a 167, la 82 y la 101. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 17; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las re- 
feridas enmiendas del Grupo Mixto. 

Vamos a votar ahora la enmienda número 871, del 
CDS, a la disposición adicional cuarta, así como las nú- 
meros 619, la 620, la 638, la 653 y la 654 a la exposi- 
ción de motivos, todas ellas del CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo. 
tos a favor, 20; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE Quedan aprobadas las en- 
miendas del Grupo CDS, referidas, una, a la disposi- 
ción cuarta y el resto a la exposición de motivos. 

Votamos a continuación las enmiendas transaccio- 
nales ofrecidas por el Grupo Socialista: la enmienda 
transaccional a la disposición transitoria segunda, así 
como las enmiendas transaccionales a las enmiendas 
del CDS a la exposición de motivos números 622,624, 
641, 642 y 643. ¿Se puede votar esto conjuntamente? 

El señor FERNANDEZ DE MESA Y DIAZ DEL RIO 
Señor Presidente, nosotros pedimos votación separa- 
da de las enmiendas del CDS a la exposición de moti- 
vos y la enmienda transaccional presentada por el 
Grupo parlamentario Socialista. 

El señor PRESIDENTE Votamos, por tanto, en pri- 
mer lugar, la enmienda transaccional del Grupo Socia- 

lista a la disposición transitoria segunda, que es 
transaccional con todas las enmiendas que han presen- 
tado los distintos Grupos a ese texto. 

Efectuada la votación fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobada por una- 
nimidad. 

Votamos a continuación las enmiendas transaccio- 
nales a las enmiendas del Grupo parlamentario CDS 
números 622, 624, 641, 642 y 643, a la exposición de 
motivos. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 21; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE Quedan aprobadas las re- 
feridas enmiendas transaccionales del Grupo Socialista 
a las enmiendas del CDS a la exposición de motivos. 

Vamos a votar el texto resultante. Voy a ir refirien- 
do todo lo que vamos a votar. Si algún Grupo desea di- 
ferenciar el voto en alguna votación, le ruego me lo 
indique y pararía ahí la enumeración de lo que se vota. 

Votamos, en primer lugar, la disposición adicional 
primera, la segunda, la tercera, todas ellas según el in- 
forme de la Ponencia; la cuarta, con la introducción de 
la enmienda 87 1, del CDS, que hemos aprobado; la quin- 
ta, la sexta y la séptima, también según el informe de 
la Ponencia; la octava (que es la antigua novena, según 
el texto de la Ponencia), la novena (que es la antigua 
décima), la décima, la decimoprimera, la decimosegun- 
da, la decimotercera, la decimocuarta y la decimoquin- 
ta, todas ellas trasladadas en orden. También votamos 
la disposición transitoria primera. (El señor Femán- 
dez de Mesa y Díaz del Río hace señas al señor Presi- 
dente para indicarle que la votación sea hasta ahí.) De 
acuerdo, señor Fernández de Mesa. 

Por tanto, votamos todas las disposiciones adiciona- 
les mencionadas según el informe de la Ponencia, ex- 
cepto la cuarta, en la que introducimos una enmienda 
del CDS, así como la disposición transitoria primera, 
también según el texto de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 18; en contra, seis, abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan aprobadas las re- 
feridas disposiciones adicionales, hasta la decimoquin- 
ta, y la disposición transitoria primera, en la forma en 
que hemos señalado. 

Entiendo que como la disposición transitoria segun- 
da es el texto de la transaccional no hace falta votarla 
porque la aprobación por unanimidad de la enmienda 
supone la aprobación del texto. 

Votamos las disposiciones transitorias tercera, cuar- 
ta, quinta, sexta, séptima, octava, novena y décima, se- 
gún el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 18; en contra, seis; abstenciones, una. 



COMISIONES 
- 13908 - 

3 DE JUNIO DE 1992.-NOM. 470 

El señor PRESIDENTE Quedan aprobadas las re- 
feridas disposiciones transitorias. 

Vamos a votar ahora la disposición derogatoria se- 
gún la enmienda técnica que ha presentado el Grupo 
Socialista. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 19; en contra, seis. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobada la dispo- 
sición derogatoria conforme al texto de la enmienda 
técnica presentada por el Grupo Socialista. 

Votamos seguidamente las disposiciones finales, to- 
das ellas según el informe de la Ponencia, primera, se- 
gunda, tercera y cuarta, así como el anexo que figura 
en el informe de la Ponencia. . 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: v e  
tos a favor, 19; en contra, seis; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las dis- 
posiciones finales según el texto de la Ponencia, así co- 
mo el anexo. 

Votamos seguidamente la exposición de motivos con- 
forme al informe de la Ponencia, introduciendo las en- 
miendas que se han aprobado del CDS, que eran las 
números 619, 620, 638, 653 y 654, y las transacciona- 
les a las números 622,624,641,642 y 643, también del 
CDS. Con estas modificaciones vamos a proceder a la 
votación. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, cuatro: abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la exposi- 
ción de motivos en las condiciones señaladas por esta 
Presidencia. 

Damos por finalizada la votación. 

El señor GRACIA PLAZA Señor Presidente, quedan 
por votar títulos y rótulos. 

El señor PRESIDENTE Se han rechazado todas las 
enmiendas al respecto, pero vamos a votarlo. 

Votamos los títulos y rótulos tal y como están en el 
informe de la Ponencia, puesto que no se ha introduci- 
do ninguna modificación. 

, 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 18; en contra, uno: abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los títu- 
los y rótulos que han figurado en el informe de la Po- 
nencia. 

Con esto damos por finalizado el debate y aproba- 
ción de este proyecto de ley en esta Cámara. 

Se levanta la sesión. 

Era la una y cuarenta minutos de la tarde. 


